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Las acciones que deban aplicarse para asegurar la conservación y uso sostenible de la diversidad
biológica revisten variados grados de urgencia, afectan a la totalidad de la sociedad española (tan-
to a las administraciones públicas como al sector privado) y pueden y deben ponerse en práctica
haciendo uso de muy distintos instrumentos.

Ciertamente, la presente Estrategia debe ser interpretada siempre como el marco flexible
a partir del cual las Comunidades Autónomas elaboren sus propias estrategias de conservación de
la biodiversidad, dado que ostentan las competencias para su conservación. Es más, también se-
ría recomendable la elaboración de estrategias, planes o programas por parte de las Corporacio-
nes Locales para su ámbito de actuación.

Las estrategias autonómicas deberían estar aprobadas en un plazo máximo de tres años
a partir de la aprobación definitiva de la Estrategia Nacional, sin que ello implique un retraso en
la elaboración de los planes sectoriales ni en la aplicación de las medidas que contienen los apar-
tados siguientes, y cuya reformulación a su escala territorial y aplicación también corresponde a
las Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y resto de instituciones.

La presente Estrategia Española es, pues, la descripción de hacia donde entienden el con-
junto de instituciones y la sociedad civil españolas que deben orientarse las actuaciones tendentes
a conservar y fomentar el uso sostenible de la diversidad biológica. Las Comunidades Autónomas
pueden encontrar en ella un referente a la hora de plantear las actuaciones en sus estrategias. El
principio de subsidiariedad informa, pues, de la elaboración e implementación de las diversas es-
trategias de las distintas nacionalidades y regiones.

Las líneas directrices tienen por función avanzar los criterios, de naturaleza horizontal, a
los que deberían ajustarse los planes sectoriales, ya que su carácter neutral las hace aplicables a
todos o casi todos los sectores. Tras ellas, se recogen medidas y actuaciones que no necesitan de
un plan de acción posterior para ser puestas en práctica. Muchas de ellas pueden ser iniciadas in-
mediatamente, dado el detalle del consenso reflejado en el proceso de elaboración. Otras necesi-
tan un período de reflexión adicional o mayor certeza en las posiciones que se adoptarán en el
marco supranacional, como son las referentes al acceso a los recursos genéticos o a la introduc-
ción de la categoría de especies de interés general, por ejemplo.

La puesta en marcha de muchas de estas acciones es impensable sin la activa colabora-
ción, o incluso protagonismo exclusivo, de diversas instituciones públicas y privadas y de la so-
ciedad en general. En este sentido, las Comunidades Autónomas tienen una especial responsabili-
dad, al recaer sobre ellas las competencias en cuyo ámbito se enmarcan estas medidas.
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El análisis crítico de las afecciones negativas que sobre la diversidad biológica han venido cau-
sando y causan los diferentes sectores de actividad, que se exponen brevemente en los anejos del
I al XII, junto con el replanteamiento de la política forestal que supondrá la aprobación de la Es-
trategia Forestal y de la Ley Básica de Montes y Aprovechamientos Forestales (véase anejo II), no
implica descalificar actuaciones históricas, que estuvieron condicionadas en cada momento por
menores grados de conocimiento y sensibilidad sobre esta materia, sino la constatación necesaria
de los impactos generados sobre la biodiversidad, a los efectos de establecer diagnósticos claros
y adoptar medidas efectivas para evitar, o al menos paliar, esas afecciones negativas en el futuro.

Para conseguir la participación de los agentes y sectores con la incorporación activa en
sus políticas sectoriales de los principios de conservación y uso sostenible de la diversidad bioló-
gica, éste análisis de afecciones e identificación de sectores responsables se deberá complementar
con la evaluación ambiental y valoración económica de sus efectos.

Los diferentes agentes protagonistas de la actividad sectorial objeto del plan deberán par-
ticipar necesariamente en su elaboración e incorporar sus resultados como variable de la activi-
dad cotidiana del sector. Deberán, también, internalizar los costes que, para el conjunto de la so-
ciedad, impliquen tanto la pérdida como la conservación de la biodiversidad que resulte de su
actividad. Para ello, estos procesos y sus efectos deberán ser jerarquizados, evaluados y, a ser po-
sible, valorados en los correspondientes planes sectoriales. En este sentido, el protagonismo tan-
to en los diagnósticos como en la determinación de la capacidad y modo de asimilar la aplica-
ción, en su ámbito, de las medidas de conservación y uso sostenible de la biodiversidad corresponde
en primer lugar a cada sector implicado, que debe considerarlo como un objetivo propio. Por otra
parte, las actividades sectoriales interactúan entre sí con efectos sinérgicos, por lo que resulta de
especial importancia la coordinación adecuada entre los diferentes planes sectoriales e iniciativas
estratégicas.

Además, debe tenerse en cuenta que la estrategia comunitaria (véase el anejo XIV) adop-
ta la misma metodología y similares planes de acción, por lo que la coordinación con ellos de
nuestros planes sectoriales deberá ser un indicador de seguimiento importante.

Respecto a los planes sectoriales, cuya elaboración y aplicación debe ser necesariamente
coordinada y participativa, puede apuntarse la necesidad de al menos los siguientes:

1.- Por razones obvias de coherencia serán los necesarios para cubrir los sectores trata-
dos en el diagnóstico de esta Estrategia: agrario, forestal, de pesca y acuicultura, cinegético y pis-
cícola, energético, turístico, industrial, de planificación territorial, del transporte, de la política hi-
drológica, de la sanidad y comercial, identificados todos ellos como generadores de procesos que
tienen efectos adversos sobre la diversidad biológica. Su finalidad consistirá en un análisis, por
parte de los sectores económicos implicados, de las reformas legislativas o códigos de prácticas o
de conducta necesarios para concienciar y sensibilizar a sus operadores y protagonistas acerca de
qué medidas y prácticas concretas minimizan los impactos sobre la biodiversidad. Deberá garan-
tizarse la comunicación total con las Comunidades Autónomas, quienes participarán en la elabo-
ración de los planes sectoriales estatales, para que tengan la opción de incorporar los logros sec-
toriales en sus estrategias autonómicas. Dada la amplitud de algunos de ellos, cabría la posibilidad
de elaboración y aplicación de más de un plan por sector, o, por el contrario y por razones de
afinidad, de uno para varios sectores.

Estos planes deberán incluir, al menos, los siguientes apartados:

- Análisis de la situación general del sector.
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- Análisis de las repercusiones de las actividades del sector en la conservación de la di-
versidad biológica.

- Análisis de los posibles cambios en las actuaciones del sector para que éstas sean res-
petuosas con los principios del desarrollo sostenible.

- Acciones particulares a llevar a cabo.

- Plazos para las distintas acciones, responsables de cada una de ellas y presupuestos ne-
cesarios.

- Vigencia del Plan, mecanismos de seguimiento y proceso de revisión.

2.- Los necesarios para cubrir los campos que se relacionan en el apartado de instru-
mentos de esta Estrategia: sociales, científicos, institucionales y legislativos, y económicos. Estos
planes deberán incluir al menos los siguientes apartados:

- Análisis de las herramientas utilizadas desde ese ámbito con vistas a la conservación y
el desarrollo sostenible de la diversidad biológica.

- Análisis de las carencias en el ámbito tratado para mejorar el cumplimiento de los ob-
jetivos de la Estrategia.

- Acciones particulares a llevar a cabo para la mejora de los instrumentos.

- Directrices o criterios orientadores metodológicos y de principios sobre cómo realizar
las evaluaciones de impacto ambiental que afectan al correspondiente sector.

- Plazos para las distintas acciones, responsables de cada una de ellas y presupuestos ne-
cesarios.

- Vigencia del Plan, mecanismos de seguimiento y proceso de revisión.

3.- Todos aquellos necesarios para responder a graves problemas específicos o que corres-
pondan a temas con una relación importante con la conservación, y que no queden cubiertos por
los mencionados anteriormente. En el primer caso estaría, por ejemplo, un plan de acción contra
la desertificación, mientras que al segundo respondería el Plan Sectorial de Humedales, cuya ela-
boración es además obligada según resolución de las partes contratantes del Convenio de Ramsar.

Los planes no deben quedarse en mero desideratum, sino que deben estar elaborados en
un plazo máximo de tres años a contar desde la aprobación definitiva de la Estrategia y conte-
ner su propio calendario de aplicación, que debe ser efectiva en el marco de la presente Estrate-
gia, es decir, con un horizonte máximo del 2010.

Por otra parte, dichos planes deben sentar las bases para constituir foros de negociación
y consenso a escala territorial más reducida, especialmente de Comunidad Autónoma, donde la
cercanía al territorio y la realidad del medio socioeconómico permitirán mayores concreciones.
Las Comunidades Autónomas, pues, podrán conservar y poner en práctica planes sectoriales que
no sólo adapten a su territorio las medidas y compromisos alcanzados a escala estatal, sino tam-
bién aquellos que en su globalidad y conforme a métodos de evolución comparables y compati-
bles puedan suponer mejoras en cuanto a la sostenibilidad del sector aunque partan de estrate-
gias o tácticas diferentes a las acordadas a escala sectorial estatal.
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Se señalan a continuación una serie de líneas directrices que se han identificado como básicas pa-
ra la elaboración de los Planes Sectoriales.

A. Integración de los métodos de utilización sostenible de los recursos en los diferentes
sectores productivos y en todas las fases de la producción, incluyendo la extracción, la transfor-
mación, la distribución y la comercialización.

Este apartado debe estar siempre regido, sea cual sea el ámbito de actuación de cada
medida propuesta, por la participación activa y la negociación con todos los sectores y agentes
sociales implicados en cada fase de los procesos de utilización de la diversidad biológica, así co-
mo de los sectores que de forma directa o indirecta inciden sobre el estado de conservación y po-
sibilidad de uso de tales componentes. Por otra parte, el uso sostenible de los componentes de la
diversidad biológica requiere la aplicación a los sectores afectados, mencionados de diversas for-
mas en el desarrollo de este capítulo, de los procesos de evaluación necesarios. Como medidas
particulares para los sectores más relevantes se plantean las siguientes:

A.1 Fomento del desarrollo de las actividades agrarias bajo formas de uso sostenible de la di-
versidad biológica, favoreciendo la implantación de la agricultura biológica, o en cualquier ca-
so de mínimo impacto ambiental, y el mantenimiento de sistemas extensivos adaptados al te-
rritorio.

A.2 Mantenimiento y fomento de sistemas silvopastorales que permitan la viabilidad del sistema
ganadero extensivo equilibrado y compatible con los sistemas naturales.

A.3 Promoción de la articulación de medidas económicas para fomentar la producción con va-
riedades vegetales y razas ganaderas tradicionales e incentivar su consumo.

A.4 Fomento y mantenimiento de las actividades cinegéticas y piscícolas bajo formas de uso sos-
tenible del recurso.

A.5 Integración del concepto de uso y función múltiple (ecológica, económica y social) de los bos-
ques en la ordenación de sus recursos.

A.6 Incorporación a la gestión de los recursos hídricos de los requisitos necesarios para garanti-
zar la conservación y mantenimiento de la diversidad en los sistemas acuáticos.

A.7 Incorporación del principio de pesca responsable en el uso de los recursos pesqueros.

A.8 Regulación y ordenación de las actividades mineras y extractivas de forma que se eviten, mi-
tiguen, corrijan o compensen, según los casos, las posibles consecuencias negativas sobre la di-
versidad biológica.

A.9 Planificación y establecimiento de las infraestructuras e instalaciones industriales con criterios
de mínimo impacto y de medidas preventivas y correctoras cuando se requieran.

A.10 Reorientación de la actividad turística hacia modelos de mínimo impacto hacia la diversi-
dad biológica. Como aplicación inmediata de esta directriz, se deben conservar estricta y ur-
gentemente los fragmentos de costa sin urbanizar, en particular en el litoral mediterráneo y sec-
tores de la costa atlántica (casos de Andalucía occidental y de Canarias).

A.11 Incorporación de tecnologías limpias a los procesos productivos.
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A.12 Toma de medidas precautorias en las infraestructuras energéticas y en sus redes de distri-
bución para salvaguardar la diversidad biológica.

A.13 Sustitución en la medida de lo posible del uso de las energías no renovables por las reno-
vables.

A.14 Adopción por el tejido productivo de procedimientos y modos presididos por criterios don-
de lo ambiental prime como factor de calidad.

A.15 El sector de la distribución comercial prestará especial atención a aquellos productos y bie-
nes elaborados con respeto al medio ambiente, para su promoción en el mercado.

A.16 Disminución de la producción de residuos en cada una de las etapas de los procesos pro-
ductivos.

A.17 Disminución del uso de recursos implicados en los procesos productivos.

A.18 Desarrollo y aplicación de programas de control y seguimiento de las directrices planteadas,
incluyendo la constitución de organismos específicos con participación social amplia.

A.19 Realización de análisis de evaluación de sostenibilidad de planes y programas sectoriales e
intersectoriales.

A.20 Adopción de las medidas legislativas y administrativas necesarias para controlar los riesgos
derivados de la utilización y liberación de organismos vivos modificados como resultado de la
biotecnología. En este sentido deben cumplirse estrictamente las disposiciones del Protocolo de
Bioseguridad.

B. Ajuste de la intensidad de explotación de cada recurso a su nivel sostenible.

B.1 Armonización y planificación de los procesos de explotación que aseguren la tasa de renova-
ción natural.

B.2 Mejora de las tecnologías y sistemas de explotación para una utilización equilibrada de los
recursos bióticos y abióticos.

B.3 Establecimiento de medidas legales y administrativas, o armonización de las existentes, para
garantizar una utilización equilibrada y duradera de los recursos.

B.4 Diseño y aplicación de mecanismos e instrumentos de promoción del cumplimiento de la le-
gislación existente, financieros, institucionales y sociales, entre otros.

B.5 Incorporación de los principios de la Gestión Integrada de las Zonas Costeras en los planes
y acciones que afecten al litoral.

B.6 Desarrollo y aplicación de programas de control y seguimiento de las directrices planteadas,
incluyendo la constitución de organismos específicos con participación social amplia.

B.7 Potenciación de prácticas agrarias, forestales, pesqueras, cinegéticas y de cultivos de organis-
mos acuáticos compatibles con la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica a tra-
vés de su regulación y el establecimiento de los mecanismos financieros adecuados. Incorporación
de criterios de conservación de la biodiversidad a los planes de ordenación forestal.

B.8 Fomento de producciones agropecuarias diferenciadas atendiendo a criterios tales como geo-
gráficos, de apoyo a los métodos de producción, de genotipo y otros. 
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B.9 Apoyo a los procesos de certificación de tercera parte independiente, mediante un etiquetado
que dé al consumidor la garantía de una gestión sostenible en la producción, extracción y co-
mercialización de los recursos naturales.

C. Desarrollo de medidas institucionales y de coordinación para la utilización sostenible
de los componentes de la diversidad biológica.

C.1 Respuesta adecuada, en términos institucionales, a las necesidades de integración de los cri-
terios de conservación y uso sostenible de la diversidad biológica en las políticas, planes y pro-
gramas sectoriales.

C.2 Establecimiento de medidas de coordinación, intercambio de información y de órganos de
participación aplicables a planes y programas que afecten a varias administraciones, en particular
para planes nacionales cuya ejecución implique a las administraciones autonómicas.

C.3 Dotación humana y material adecuada para el desarrollo de tal respuesta institucional y las
tareas de coordinación necesarias.

C.4 La respuesta institucional y coordinación planteadas deben desarrollarse en los ámbitos téc-
nico, legislativo y administrativo.

C.5 Fomento y articulación de mecanismos que favorezcan la participación de los agricultores,
ganaderos, selvicultores y gestores de caza y pesca en la conservación de los recursos.

D. Optimización de la aplicación de la evaluación de impacto ambiental

D.1 Ampliación de la normativa de evaluación de impacto ambiental a los planes y programas
sectoriales e intersectoriales de ámbito nacional y autonómico, así como a los marcos generales
en los que se inscriben tales planes y programas.

D.2 Promoción de esta medida en la participación española en la definición de políticas, planes
y programas de la Unión Europea.

D.3 Ampliación de la normativa de evaluación de impacto ambiental a los planes y programas
sectoriales e intersectoriales de ámbito nacional y autonómico financiados por la Unión Euro-
pea.

D.4 Adopción en la legislación nacional y autonómica de la obligatoriedad de efectuar evaluación
estratégica previa para planes y programas.

D.5 Actualización de procedimientos y mecanismos de evaluación de impacto ambiental para to-
dos aquellos programas, proyectos y actividades que puedan tener efectos adversos para la diver-
sidad biológica.

D.6 Estudio de la ampliación de los supuestos del Real Decreto Legislativo de Impacto Ambien-
tal con los no incluidos actualmente. Para todos ellos, el proceso de evaluación de impacto am-
biental debe incluirse desde las primeras fases de esos programas, proyectos y actividades.

D.7 Fomento de la participación pública, y especialmente de las administraciones ambientales, en
las declaraciones de impacto ambiental y en las evaluaciones estratégicas previas de planes y pro-
gramas.

D.8 Mejora del seguimiento y control del cumplimiento de las declaraciones de impacto y las me-
didas correctoras y compensatorias dictadas, incluyendo la creación de órganos específicos para
ello.
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D.9 Elaboración de análisis de efectos acumulativos y/o sinérgicos sobre el medio natural de pla-
nes, programas y proyectos.

D.10 Desarrollo de protocolos de evaluación de impacto ambiental de aplicación sencilla y rápida.

E. Acceso a los recursos genéticos y a las tecnologías.

E.1 Revisión, y en los casos necesarios creación, de la regulación del acceso a los recursos gené-
ticos, de forma que permita la sostenibilidad en el uso de los componentes de la diversidad bio-
lógica. Esta regulación debe proporcionar el acceso a los recursos y evitar su apropiación indebi-
da o inadecuada.

E.2 Definición de un sistema justo y equitativo en el campo de la transferencia de tecnología y
el reparto de los beneficios derivados del uso sostenible de los recursos.

F. Fomento de la educación y la conciencia pública.

F.1 Acceso público garantizado a la información sobre la diversidad biológica, los métodos para
su conservación y los beneficios potenciales que de ello se derivan.

F.2 Promoción e incremento de la cooperación y la colaboración entre las administraciones pú-
blicas y las instituciones de carácter público o privado para desarrollar actuaciones encaminadas
al fomento de la conciencia ciudadana.

F.3 Integración efectiva de la participación de los ciudadanos en los procesos que promuevan la
incorporación de los principios de conservación y uso sostenible de la diversidad biológica en las
políticas, planes y programas sectoriales a través de instrumentos legislativos, financieros, institu-
cionales, técnicos, educativos y formativos.

F.4 Creación de los marcos participativos necesarios, así como de los mecanismos informativos
que garanticen una participación útil y eficaz.

F.5 Promoción de comportamientos proambientales en la vida cotidiana a través del desarrollo de
programas de educación ambiental integrales, dirigidos a la educación formal, no formal y a la
formación para el empleo (escuelas taller y similares).

F.6 Fomento del conocimiento de la diversidad biológica en los programas educativos.

G. Investigación y formación.

G.1 Potenciación de los programas de investigación orientados a la ampliación del conocimiento,
inventario y seguimiento de la diversidad biológica, que se deben desarrollar especialmente en el
marco del Plan Nacional de I+D, de los Programas Sectoriales y de los de las Comunidades Au-
tónomas.

G.2 Incorporación de las responsabilidades sectoriales en las líneas de investigación dirigidas al
mantenimiento y uso sostenible de la diversidad biológica en el ámbito de las correspondientes
competencias.

G.3 Impulso de los programas de investigación aplicada a la conservación, utilización y valoriza-
ción de los recursos genéticos.

G.4 Fomento de la cooperación en la investigación entre las administraciones competentes, los
centros de investigación y los diferentes sectores implicados, y en particular de la participación de
las organizaciones agrarias, ganaderas, forestales y pesqueras en el diseño, gestión y aplicación de
los programas de investigación de los sectores correspondientes.
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G.5 Promoción de la formación de especialistas en las áreas de interés para el conocimiento y ges-
tión de la diversidad biológica.

G.6 Creación de un sistema de indicadores para evaluar el estado de la diversidad biológica y su
gestión y utilización por parte de los diferentes sectores.

H. Cooperación internacional.

H.1 Incorporación de los principios de conservación y uso sostenible de la diversidad biológica
en los programas de cooperación internacional.

H.2 Fomento de la realización de evaluación de impacto ambiental en los programas de coope-
ración internacional.

H.3 Establecimiento de programas de intercambio internacional de expertos en materias científi-
ca, técnica y jurídica.

H.4 Aumento del apoyo institucional y de recursos humanos y financieros a las organizaciones
no gubernamentales en planes y programas de cooperación internacional.

Llevar a la práctica lo recogido en esta Estrategia y potenciar y poner en marcha los Planes de
Acción requiere de varias actuaciones inmediatas:

1.- El establecimiento de una unidad técnica de seguimiento de la elaboración y de la
puesta en práctica de los Planes de Acción Sectoriales, adscrita a la Subdirección General de Con-
servación de la Biodiversidad de la Dirección General de Conservación de la Naturaleza, Secreta-
ría General de Medio Ambiente. Será misión fundamental de esta unidad proporcionar el impul-
so necesario y coordinar todo el proceso de realización de los planes de acción por parte de las
administraciones, instituciones o grupos sociales que tengan las competencias de las acciones que
se deban llevar a cabo. Para ello, es imprescindible contar con los recursos humanos, materiales
y económicos suficientes, que deben especificarse con tal finalidad en los presupuestos corres-
pondientes.

2.- Como primera misión de la unidad mencionada, la elaboración de su propio proyec-
to de trabajo, en el que deberán priorizarse los Planes Sectoriales a desarrollar, señalar los in-
terlocutores y responsables para la elaboración de cada uno y establecer los plazos para su rea-
lización, respetando el máximo fijado de tres años a partir de la aprobación de esta Estrategia.
Deberá también desarrollar criterios e indicadores, así como directrices de seguimiento, sobre la
gestión de la conservación de la diversidad biológica una vez que estén en marcha los Planes Sec-
toriales.

3.- La publicación periódica por parte de la unidad técnica de un informe sobre la si-
tuación de la elaboración de los planes o el grado de cumplimiento, en su caso, de los que estén
en marcha y la aplicación de los criterios de seguimiento a la propia gestión de todo el proceso
mencionada en el punto anterior, y la creación y actualización de un centro documental sobre bio-
diversidad en conexión con dicha unidad y dependiente del Centro de Biodiversidad de Sevilla.

4.- La coordinación, colaboración e intercambio de información entre todas las partes in-
teresadas en todo lo referente a la puesta en práctica de la Estrategia, de manera similar a como
se ha hecho durante su redacción, para lo cual es fundamental el mantenimiento de la partici-
pación de las mesas de trabajo constituidas para la propia elaboración de la presente Estrategia.
Además, es imprescindible para los objetivos marcados una estrecha relación tanto del grupo téc-
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nico como de dichas mesas con la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, el Consejo Asesor
de Medio Ambiente, la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza y las mesas de coor-
dinación entre el Ministerio de Medio Ambiente y otros ministerios. De manera especial, en la
elaboración y seguimiento de todos los planes de acción deberán participar tanto las Consejerías
correspondientes interesadas en cada uno en concreto como las autoridades ambientales de las
Comunidades Autónomas, sin perjuicio de lo señalado en el apartado correspondiente a dichos
planes acerca de su dimensión territorial.

El proceso participativo basado en las mesas constituidas debe mantenerse a lo largo de
la aplicación de la Estrategia de forma especial en torno a determinados hitos, como es en parti-
cular la elaboración de los informes nacionales sobre la aplicación del Convenio que se presenta
periódicamente a la Conferencia de las Partes.

Tanto el proceso de elaboración de los Planes como su puesta en práctica deben finan-
ciarse básicamente mediante la reorientación de presupuestos dentro de cada unidad responsable.
En este sentido, las necesidades económicas y de medios para el funcionamiento de la Unidad Téc-
nica de Seguimiento deben cubrirse mediante los propios presupuestos de la Subdirección Gene-
ral de Conservación de la Biodiversidad, mientras que otras administraciones, tanto los departa-
mentos de la Administración General del Estado como los de las diferentes Comunidades
Autónomas, deben cubrir las necesidades organizativas y de medios para la elaboración de los
planes de acción en los que participen. Una vez elaborados éstos, los costes de aplicación de la
estrategia deben ser asumidos a través de ellos por los propios sectores mediante la reorientación
de actividades, y por tanto de los presupuestos implicados en el desarrollo de las mismas.

En cuanto al plazo de finalización de la redacción de dichos planes de acción, deberán
estarlo en no más de tres años a partir de la aprobación de la presente Estrategia, y las medidas
que incluyan deben encontrarse plenamente en ejecución en el año 2010.
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Enmarcadas en las líneas directrices establecidas y en respuesta a la necesidad de comprometer la
puesta en práctica de una serie de acciones que se consideran de gran importancia, se especifican
a continuación aquellas que deberán aplicarse de manera urgente una vez aprobada esta Estrate-
gia, e independientemente del proceso de elaboración, en los plazos establecidos, de los planes de
acción sectoriales y de las estrategias autonómicas.

Es responsabilidad básicamente de las administraciones públicas la aplicación de estas me-
didas, por lo que es necesaria una cooperación eficaz y estable entre la Administración General
del Estado, con su responsabilidad de coordinación, y las Comunidades Autónomas, que deten-
tan las competencias para la ejecución de muchas de ellas.

La conservación de la biodiversidad se basa en la prevención de riesgos de deterioro ambiental
no asumibles, es decir, que excedan los umbrales establecidos para los parámetros de seguimien-
to del estado de conservación que se determine. Con esta perspectiva entran en juego varios me-
canismos a distintas escalas. Por una parte, una escala de grano grueso intersectorial que puede
o no plasmarse sobre el territorio, donde deben operar las Directrices para la ordenación de los
recursos naturales y la planificación sectorial y territorial, complementadas por una evaluación
ambiental estratégica. Estos instrumentos procurarán un nivel de conservación aceptable en todo
el territorio y facilitarán el éxito de las medidas de protección a una escala más reducida, con-
virtiéndose así en herramientas idóneas para la necesaria planificación de la ordenación de los re-
cursos a escala local. En segundo lugar, una escala de grano fino, en la que la política de pro-
tección adquiere su máximo exponente, y que corresponde con la protección de espacios y especies.

Dada la importancia de la temática que aquí se plantea, que incide sobre las diferentes
políticas sectoriales, se creará un comité especial en la Comisión Nacional de Protección de la Na-
turaleza dedicado a la prevención de riesgos para la conservación de la biodiversidad. Dicho co-
mité se coordinará en la Subdirección General de Conservación de la Biodiversidad de la Direc-
ción General de Conservación de la Naturaleza, Secretaría General de Medio Ambiente, a través
de un área específica de Prevención y seguimiento. De esta manera se dará cobertura a unas im-
portantes lagunas de conocimiento, asesoramiento y coordinación ahora existentes, poniendo en
marcha los siguientes proyectos:

- Proyecto de diagnóstico del estado de conservación de la biodiversidad. Trabajará con-
juntamente con el Banco de Datos de la Naturaleza, incorporando capas de información relativas
a puntos rojos de alta biodiversidad, fragmentación de hábitats, variabilidad genética intra e in-
terespecífica, tamaños y distribución de poblaciones de especies amenazadas y especies indicado-
ras (clave, ingenieras de ecosistemas, etc.), así como capas de información sobre el trazado, loca-
lización y dispersión de los factores de riesgo. Se efectuarán análisis de la información para prever
situaciones de conflicto o rangos de riesgo y tender los mecanismos para la búsqueda y evalua-
ción de alternativas de solución.

- Proyecto de seguimiento de la biodiversidad. Pondrá en marcha un sistema de segui-
miento basado en modelos funcionales con objeto de identificar los parámetros más adecuados
para medir los cambios que se produzcan y que afecten a la biodiversidad. Se conectará con sis-
temas de seguimiento de ámbito más amplio, nacional e internacionalmente.

- Proyecto de elaboración y revisión de Directrices para la ordenación de los recursos na-
turales, tal y como indica la Ley 4/1989. Las directrices emanarán de las recomendaciones apor-
tadas por los proyectos anteriores, las recomendaciones de carácter sociológico y económico y las
derivadas del Comité de Prevención de Riesgos para la Conservación de la Biodiversidad. Estas
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directrices, por su carácter básico, serán de obligado cumplimiento, y afectarán tanto a la gestión
sobre el territorio como al uso o tratamiento de los recursos naturales. Las directrices abordarán
temas como el exceso de gasto de agua, fertilizantes y fitosanitarios, formas de cultivo y pasto-
reo inadecuadas, medidas de conservación de cultivos abandonados, transporte accidental y libe-
ración de organismos alóctonos, venenos, materiales y sustancias peligrosas que se liberan al me-
dio natural, limitaciones al freno de la dispersión de organismos, en relación con la
multifuncionalidad de los bosques, clasificación protectora de los suelos, utilidad pública e inte-
rés social, incentivos para la conservación, incentivos para el desarrollo de las empresas dedica-
das a objetivos y técnicas de prevención, entre otros.

- Proyecto de colaboración en la Estrategia Territorial Europea y de implementación del
futuro Convenio del Consejo de Europa relativos al paisaje.

- Proyecto, coordinado con el anterior, para consagrar jurídicamente el paisaje como com-
ponente esencial del marco de vida de las poblaciones y expresión de su patrimonio cultural, eco-
lógico, social y económico. Se elaborará una Lista de Paisajes de Interés Europeo.

- Proyecto de implantación española del programa Geosites de puesta en valor del patri-
monio geológico. En el marco del proyecto IUGS-GEOSITES de la UNESCO, vinculado a la Con-
vención para la Protección del Patrimonio Mundial, se elaborará una lista Indicativa Global de
Lugares Geológicos (Lista GILGES).

La conservación in situ se basa tanto en la red de espacios naturales protegidos como en la ges-
tión del territorio fuera de ella. Desde esta concepción global, deben planificarse, tanto a escala
estatal como autonómica, revisiones periódicas del estado de conservación de las especies y de los
tipos de hábitats, en las que se establezcan prioridades para las propuestas legales de protección
y para la investigación sobre conservación.

LOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS Y OTROS ESPACIOS MUNICIPALES Y PRIVADOS
Debe consolidarse un sistema de áreas protegidas representativo de la diversidad biológica espa-
ñola, sus ecosistemas, paisajes y hábitats, así como de las especies terrestres y acuáticas, dotado
de los instrumentos adecuados de planificación, uso y gestión. Esto requiere en primer lugar la
identificación de las áreas de importancia para la conservación de la biodiversidad en España,
completando los trabajos realizados para la estructuración de la Red Natura 2000, para lo cual
se constituirá un banco de datos sobre biodiversidad y espacios naturales como instrumento bá-
sico de apoyo a la política de planificación territorial.

Por otra parte, se incrementará la participación en las iniciativas internacionales que pre-
tenden establecer sistemas de espacios protegidos en otros ámbitos biogeográficos, como por ejem-
plo el Convenio de Ramsar y el Consejo de Europa, así como en los diferentes grupos de traba-
jo y foros establecidos en el marco de la Federación Europea de Parques Naturales y Nacionales,
la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, Wetlands International, la Unión
Europea, etc.

A la cabeza del conjunto de espacios protegidos y como muestra de la diversidad bioló-
gica española está la Red de Parques Nacionales. En aplicación de la reciente Ley 41/1997, es ne-
cesario acelerar la implantación del nuevo sistema que establece para que la Red sea operativa
cuanto antes. En este sentido, debe procederse a constituir los nuevos órganos (Comisiones Mix-
tas en cada Parque y Consejo de la Red) y a adaptar los actualmente existentes (Patronatos, Di-
rectores-Conservadores y el propio Organismo Autónomo) a los nuevos criterios de cogestión.
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El Plan Director, ya elaborado y pendiente de informe por el nuevo Consejo de la Red
será la pieza básica que dé coherencia al conjunto de los Parques Nacionales, cuyo contenido po-
drá completarse mediante su desarrollo sectorial con otros planes tales como el del Voluntariado.

Los espacios naturales protegidos autonómicos seguirán siendo el instrumento habitual de
protección de hábitats. Dado que su implantación ha dado lugar a un proceso lento pero firme,
se considera prioritario también en estos años de aplicación de la Estrategia consolidar las redes
autonómicas existentes.

Dado el elevado número de figuras de protección establecido por las diferentes Comuni-
dades Autónomas, se estima recomendable que se asimilen lo más posible a las categorías esta-
blecidas por la UICN, en la medida en que se quiera recurrir al apoyo internacional para mejo-
rar la gestión o realizar las inversiones necesarias.

Pese a ser las competencias estatales prácticamente inexistentes, pero dado que los prin-
cipales problemas a que se enfrentan las Comunidades Autónomas son similares, se estima nece-
sario la pervivencia, a pesar de no haber desarrollado hasta el momento prácticamente ninguna
función, del Comité de Espacios de la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, el cual
se vería notablemente engrosado en contenido y actividad al asimilar las nuevas tareas que trae-
rá consigo el establecimiento de la futura Red Natura 2000.

Se elaborará y mantendrá actualizado el Catálogo de Espacios Naturales Protegidos de
España, a cuyo amparo se finalizará el cartografiado de todos los espacios incluidos en él y se
integrará esta información en el Banco de Datos de la Naturaleza.

Desde un punto de vista técnico, se concederá mayor importancia a la presencia de eco-
tipos autóctonos como criterio de protección y gestión de los recursos florísticos y faunísticos. Se
considerará igualmente la restauración de la estructura natural de la comunidad de depredadores
y presas en ciertos espacios protegidos para la regulación ecológica de los herbívoros silvestres.

Se crearán reservas integrales en los espacios protegidos con el fin de mantener zonas en
las que los procesos relacionados con la diversidad biológica sigan su curso natural, de modo que
permitan la existencia de laboratorios naturales para el estudio de dichos procesos. Podría consi-
derarse la posibilidad de constituir una red con estas áreas de especial interés científico.

Se identificarán las zonas susceptibles de formar parte de la lista de Zonas Especialmen-
te Protegidas por su Importancia en el Mediterráneo (ZEPIM) según el cuarto Protocolo del Con-
venio de Barcelona, así como para las áreas marinas que corresponda en el proceso de aplicación
del anexo V de la Convención para la prevención de la contaminación marina (OSPAR), y crear
un banco de datos de tipo técnico-administrativo para estas zonas.

Se fomentará el mantenimiento en los espacios naturales protegidos de la adecuada in-
centivación de las actividades agrarias tradicionales que contribuyen a la conservación de la di-
versidad biológica, evitando la presión que está ejerciendo en estos sistemas la terciarización.

Las Administraciones ambientales participarán en la elaboración y el diseño de progra-
mas agroambientales y de reforestación en tierras agrarias a aplicar en el ámbito de los espacios
naturales protegidos.

Se dará prioridad a la difusión de la información sobre la biodiversidad a la población
local desde las áreas protegidas, sus sedes, centros de interpretación e incluso centros de infor-
mación y aulas de la naturaleza, y se incorporarán en los programas sectoriales de desarrollo pa-
ra dichas poblaciones los instrumentos necesarios para el uso sostenible de la biodiversidad.

Se reforzarán los cauces de coordinación entre las diferentes administraciones implicadas,
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en especial las Comunidades Autónomas, en cuanto a políticas, normativas y actuaciones. La fu-
tura Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, que será delegada de la Conferencia Sec-
torial de Medio Ambiente, debe jugar un papel primordial en esta labor.

Se diseñará una metodología común de seguimiento del estado de conservación y evalua-
ción de los riesgos potenciales aplicable a los espacios naturales protegidos.

Respecto de las Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPA) de la Directiva de
Aves, su peculiar –por inexistente formalmente- transposición al derecho interno y su constante
aumento de fuerza jurídica por la acumulación por goteo de sentencias del Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas, hace necesario dar el salto definitivo y proceder a su reconoci-
miento formal como figura de protección, siguiendo el ejemplo de algunas Comunidades Autó-
nomas. Se estima totalmente necesario proceder a publicar –como acto declarativo- en el Boletín
Oficial del Estado tanto las zonas como su delimitación territorial exacta y a consolidar jurídi-
camente –regulando el procedimiento- los procesos de modificación o constitución de nuevas ZE-
PA, sean o no, además, Lugares de Interés Comunitario (LIC) por albergar otras especies o eco-
sistemas adicionales a los de la Directiva de Aves.

Algunas Comunidades Autónomas han decidido replantear la situación de sus ZEPA aña-
diendo algunas, mientras que otras estiman que el proceso originario se hizo con excesiva pre-
mura, por lo que opinan que deben ajustarse a la realidad. La jurisprudencia más reciente, espe-
cialmente la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea de 19 de mayo de 1998
(asunto C-3/96, la Comisión contra Holanda), brinda también la ocasión de consolidar el sistema
a efectos de incorporar, de manera que se maximice la seguridad jurídica, todo el contenido de
la Directiva de Aves, teniéndose en cuenta todo el aporte científico ya generado por las adminis-
traciones y organizaciones no gubernamentales, en especial la Sociedad Española de Ornitología.

Respecto a la Red Natura 2000, las actuaciones a seguir en cumplimiento de esta Estra-
tegia están necesariamente vinculadas al contenido de la Directiva Hábitats. Deben completarse
las listas de LIC, para que adquieran carácter definitivo, y empezar las actuaciones necesarias pa-
ra su constitución como Zonas Especiales de Conservación (ZEC). Dado que parece que no ha-
brá un instrumento financiero específico europeo, deberán canalizarse los máximos fondos es-
tructurales posibles (en especial los de desarrollo rural) hacia sus inversiones iniciales de capital
que aseguren que los costos queden reducidos en el futuro a los de mantenimiento. Es conveniente
poner estos espacios en valor mediante una incentivación de actuaciones privadas, de manera que
contribuyan al mantenimiento de una economía sostenible de las zonas circundantes.

Urge crear modelos de estimación de los impactos económicos en los municipios y po-
blaciones de las zonas y, mediante la adecuada regulación de la evaluación de impacto ambien-
tal, los mecanismos para que los costos adicionales de mantenimiento o compensación de los es-
pacios se imputen a los proyectos específicos de infraestructuras que producen su menoscabo. El
proceso de amplia publicidad que los LIC están teniendo en algunas zonas (y la recogida de ob-
servaciones que han sugerido los Departamentos y Consejerías de infraestructuras) parece ser el
comienzo de este tipo de actuación estratégica. Sería conveniente garantizar al máximo la seguri-
dad jurídica de los propietarios privados y de todas las Administraciones mediante el cumplimiento
de los trámites de información pública en la elevación de las propuestas autonómicas de LIC.

En cualquier caso, la aportación española a la Red Natura 2000 debe ser, a largo plazo,
una de las columnas vertebrales de la ordenación territorial del Estado y de las Comunidades Au-
tónomas, pudiendo el Estado mantener la coordinación que actualmente existe. Para ello, el Co-
mité de Espacios en la Comisión Nacional delegada de la Conferencia Sectorial promulgará unas
directrices orientadoras (modificando el Real Decreto 1997/1995) aplicables a esta red. Este mis-
mo Comité deberá evaluar el coste de las medidas de conservación derivadas de la aplicación de
la Red, considerando el marco de financiación necesario, y realizar el seguimiento, evaluación e
información periódicos sobre el desarrollo, aplicación y consecución de los objetivos. Dichos cri-
terios deberán tender a afianzar el principio de seguridad jurídica en la determinación de los usos
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posibles para los propietarios privados de terrenos comprendidos dentro de las zonas integradas
en la Red.

La existencia de estas figuras formales de espacios no debe impedir la utilización, por las
Comunidades Autónomas que así lo deseen, de otras estrategias basadas en políticas con fines en
principio ajenos a la conservación. Nada impide la utilización de la legislación del suelo para pro-
teger espacios (sacándolos del flujo de desarrollo urbanístico) o de la legislación de montes de uti-
lidad pública (especialmente en Comunidades Autónomas donde sus espacios han podido ser de-
clarados tales porque existían gracias a la catalogación de sus montes).

En aquellos espacios donde haya un grado considerable de estructuras típicas del desa-
rrollo económico clásico (ciudades, polígonos industriales) se potenciará la figura de reserva de la
biosfera, previendo su marco básico en la nueva Ley que sustituya a la Ley 4/1989 de manera
ajustada al programa MaB de la UNESCO, después de la filosofía introducida en 1995 en la
Reunión de Sevilla.

La presente Estrategia apoya abiertamente la constitución de espacios protegidos munici-
pales. La utilización de la figura de suelo no urbanizable de protección especial se ha mostrado
a veces de gran eficacia, por lo que se recomienda su uso especialmente en terrenos de propiedad
municipal. Sería recomendable, en cualquier caso, que la legislación autonómica diera carta de na-
turaleza a las reservas municipales, integrándolas (sin absorber competencias) en sus redes de es-
pacios.

Un caso especial es el planteado por las reservas privadas, que diversas organizaciones no
gubernamentales han empezado ya a constituir. Algunos municipios también gestionan así bienes
inmuebles patrimoniales. La utilización del derecho privado se ve entorpecida, sin embargo, por
los costos de transacción (se contemplan los negocios inter vivos o mortis causa como si fueran
negocios mercantiles con ánimo de lucro y se gravan fiscalmente de la misma manera) y por los
clásicos límites de los efectos reales de las limitaciones de la propiedad (límites de las sustitucio-
nes fideicomisarias, por analogía). Todos los ordenamientos que modernamente se han replantea-
do sus sistemas de espacios han admitido plenamente las reservas privadas con o sin propiedad
(acuerdos entre propietarios y las ONG) y la reforma de la Ley 4/1989 debe hacerlo también, re-
gulando su régimen de derecho civil, pero dejando a las Comunidades Autónomas la potestad
normativa suficiente para elaborar los modelos de aplicación en su territorio de este principio per-
misivo de las reservas privadas. La Dirección General de Conservación de la Naturaleza, Secreta-
ría General de Medio Ambiente, debería comenzar a inventariarlas para plasmarlas en la carto-
grafía, con vistas a proponer a las Comunidades Autónomas su integración como Red a medio o
largo plazo. Desde luego, deben pervivir las subvenciones previstas en la Disposición Adicional
Sexta de la Ley 4/1989 y darse preferencia a las reservas privadas cuya gestión se integre volun-
tariamente en mayor grado con las redes autonómicas de espacios.

LA CONSERVACIÓN FUERA DE LOS ESPACIOS PROTEGIDOS
La especial atención concedida a la política de espacios protegidos debe complementarse con ase-
gurar la conservación de los recursos biológicos fuera de ellos. Para ello, deben articularse las me-
didas y normas legales necesarias para garantizar dicha conservación. Desde este punto de vista,
es imprescindible, entre otras cosas, el fomento de los agrosistemas que soportan una gran di-
versidad biológica y la potenciación de medidas agroambientales para la regeneración de agrosis-
temas degradados por prácticas abusivas. Los planes de ordenación forestal requieren una actua-
lización de sus instrumentos y la elaboración de planes de seguimiento. En el apartado siguiente
constan numerosas medidas cuya aplicación se realizaría sobre todo el territorio, tanto dentro co-
mo fuera de los espacios protegidos.

Debería impulsarse una política de patrimonialización pública de aquellos enclaves del te-
rritorio con mayor concentración de diversidad biológica endémica y/o amenazada, para facilitar
la conservación de la misma. Sin embargo, la aplicación de esta medida no debe nunca generali-
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zarse, sino limitarse a los casos en que esta opción resulte sin duda la forma más eficaz de ase-
gurar los objetivos pretendidos.

Un caso particular a considerar desde la perspectiva de la conservación fuera de los es-
pacios protegidos es el ámbito urbano. En este sentido, el medio urbano debe interpretarse como
un factor de influencia en la biodiversidad, encuadrándolo en los planes sectoriales, bien como un
sector sui generis o bien participando en varios de los sectores considerados (energético, turísti-
co, industrial y de ordenación del territorio o urbanismo). Sería muy interesante que a partir de
esta Estrategia se constituyera un grupo de trabajo que elaborara un manual u ordenanza tipo
para enfocar las actuaciones en el entorno local respecto a la diversidad biológica y desarrollara
directrices y sugerencias de actuación respecto a diversos aspectos característicos de este entorno,
entre los que se encuentran:

- La propia peculiaridad de la biodiversidad urbana (por ejemplo la excesiva proliferación
de algunas especies) y de los problemas que las urbes suponen para la biodiversidad en un en-
torno más amplio (efecto barrera sobre corredores).

- El papel de los jardines botánicos y los parques zoológicos en la conservación de la bio-
diversidad.

- La regulación y el control de ejemplares utilizados como mascotas, tanto en el caso de
especies amenazadas sometidas a regulación especial como en el de cualquier especie susceptible
de ser liberada al medio.

- La actividad de la jardinería como un factor de influencia en la biodiversidad, en dos
sentidos: cuantitativo, porque una gran cantidad de pequeñas actuaciones suponen una gran su-
perficie transformada, y cualitativo, por la gran cantidad de especies y variedades nuevas que se
están introduciendo con fines de jardinería desde otros países.

- La implicación que deberán tener los municipios en la definición y gestión de los espa-
cios de la futura red Natura 2000, y en general de todos los espacios naturales protegidos.

En cualquier caso, y al margen de estas consideraciones particulares, la conservación fue-
ra de los espacios protegidos debe estar siempre regida por la ordenación de los recursos natura-
les, especialmente importante en el ámbito local. Para ello, deben desarrollarse y potenciarse ca-
nales de información desde el Ministerio de Medio Ambiente y las Comunidades Autónomas a
los municipios para que, desde el conocimiento de su importancia dentro de zonas integradas por
ellos, sean capaces de desarrollar la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica,
siendo a su vez fuente de información hacia los ciudadanos.

LA CONSERVACIÓN DE LAS ESPECIES
La técnica primordial para la conservación de las especies será, como resulta ya obvio, la pro-
tección adecuada de los espacios que incluyen sus hábitats. Sin embargo, la articulación de me-
didas aplicables al territorio con otras aplicables abstracción hecha del territorio, por medio de
la técnica de la catalogación, sigue siendo imprescindible. Por ello, la protección de especies ame-
nazadas seguirá basándose en los catálogos de especies amenazadas, con lo que la elaboración de
los correspondientes planes de recuperación, conservación y manejo de estas especies deberá rea-
lizarse por las administraciones competentes en unos plazos razonables, estableciendo prioridades
y desarrollándolos de manera coordinada. Dichos catálogos, nacional y autonómicos, deben por
tanto revisarse y actualizarse periódicamente. Las Administraciones locales que lo consideren ne-
cesario podrán elaborar listados de especies de flora y fauna, como instrumentos de gestión pro-
pios para orientar sus políticas de conservación, pero no podrán catalogar nuevas especies desde
estas figuras, ni cambiar de categorías las ya existentes en los catálogos nacional o autonómicos.

Sin embargo, la puesta en marcha del Catálogo Nacional (la agilidad en la clasificación-
desclasificación) ha sido un proceso penoso y seguirá probablemente siéndolo dada la convenien-
cia de ajustar las categorías a las nuevas de la UICN, ajuste que se está mostrando, además, es-
pecialmente dificultoso con especies de flora e invertebrados. La nueva Ley que modifique la Ley
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4/1989 tendrá que replantearse las cetegorías, habida cuenta de la poca funcionalidad de las cua-
tro actuales.

En cualquier caso, lo urgente no consiste en reestudiar las categorías (y las especies in-
cluibles), sino en dotar de eficacia a las consecuencias que de ello se derivan. Puede decirse (se
deriva del diagnóstico) que se han aprobado muy pocas veces planes de recuperación. Muchas
Comunidades Autónomas prefieren articular medidas distintas, a veces reconocidas por el orde-
namiento –medidas agroambientales o de caza–, otras veces de pura incentivación económica de
conductas de los agentes que influyen en la mortalidad de individuos. Por otra parte, los tribu-
nales han reconocido a dichos planes de recuperación una enorme fuerza vinculante, incluso su-
perior a cualquier otro tipo de planes o zonificaciones del suelo.

Para devolver la credibilidad al sistema podría estudiarse la posibilidad de crear una ca-
tegoría especial de medidas para especies amenazadas mediante su declaración de interés general
por el Gobierno o las Cortes. Dicha declaración podría conllevar la obligación de aportar presu-
puesto adicional y/o de crear un régimen fiscal excepcional para incentivar las medidas de apo-
yo, tales como, por ejemplo, deducciones en la cuota del IRPF para propietarios de terrenos en
los que habiten dichas especies. La propuesta debería partir siempre de la Conferencia Sectorial.
Esta figura sólo sería aplicable a especies emblemáticas y endémicas declaradas de interés general
y, por tanto, claramente en riesgo de extinción total en el planeta. Por supuesto, la declaración
de interés general desaparecería o caducaría cuando el plan de recuperación hubiera probado su
eficacia.

Con independencia de profundizar en el estudio de si esta idea de declarar algunas espe-
cies de interés general tiene más o menos ventajas o inconvenientes, parece claro que sí existe ya
un cierto consenso en el sentido de que la declaración de especies en peligro de extinción no ne-
cesariamente conlleve en el futuro la aprobación formal de un plan de recuperación con efectos
jurídicos vinculantes e imponiendo obligaciones estrictas, sino que las Comunidades Autónomas
podrían articular planes consistentes en pactos o acuerdos generales con los sectores implicados
o en la aplicación de otras medidas económicas, sociales o jurídicas (basadas en otras fuentes ju-
rídicas, por ejemplo, en un programa LIFE, en la aplicación en determinada zona de medidas
agroambientales, etc.). Así pues, se cumpliría lo exigido por la catalogación como especie en pe-
ligro de extinción con la articulación de un paquete de medidas que no necesariamente tendrían
que revestir la forma de decreto aprobando un plan formal de recuperación. Esta última posibi-
lidad siempre existiría, de manera que las Comunidades Autónomas podrían utilizarla sin tener
que consensuarla. La posibilidad de que las Comunidades Autónomas pudieran siempre aprobar
planes formales de recuperación les dotaría de una gran capacidad de negociación. De esta for-
ma, si no se consensúan otras medidas que, siendo menos ablativas de derechos, garanticen la re-
cuperación de la especie, se podría imponer siempre el Plan de Recuperación formal haciendo uso
de la potestad reglamentaria administrativa.

En cualquier caso, el reconocimiento que se cumple con las exigencias derivadas de la ca-
talogación con una serie o paquete de medidas no necesariamente juridificadas debería condicio-
narse a que el paquete de medidas sociales, pactadas privadamente, económicas o científicas, tu-
viera un sistema de autocontrol de su seriedad y de evaluación permanente de sus resultados.
Quizás sería necesario que estos planes de recuperación no juridificados fueran informados favo-
rablemente por los grupos de trabajo correspondientes del Comité de Fauna y Flora u otro or-
ganismo técnico administrativo similar. En cualquier caso, el conjunto de medidas debería tener
un reflejo documental y ser transparente. La mera posibilidad de articular planes mediante nego-
ciación con el entorno social que influye sobre el hábitat de la especie en peligro de extinción in-
centivaría la cultura de la participación y responsabilidad colectiva en el diseño del plan y, desde
luego, facilitaría los costos de implementación, ya que siempre es más barato y eficaz depender
del autocumplimiento de un plan por ser protagonistas del mismo que poner en marcha meca-
nismos de ejecución forzosa, inspección y sanción administrativa para imponer el cumplimiento
de normas jurídicas estrictamente obligatorias.

ESTRATEGIAS AUTONÓMICAS, PLANES SECTORIALES, LÍNEAS DIRECTRICES Y MEDIDAS

MEDIDAS 3

SEGUNDA PARTE:

95



También parece claro que existe consenso en mantener y potenciar la figura de los Cri-
terios Orientadores, a aprobar por la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, cuando
las especies o grupos de especies catalogadas y afectadas por los planes autonómicos de recupe-
ración sean interautonómicas, tal y como establece en la actualidad el artículo 8.1 del Real De-
creto 439/1990, que regula el Catálogo Nacional de Especies Amenazadas.

El tipo de medidas que los Criterios Orientadores podrían incorporar deberá definirse con
más detalle en la futura Ley que modifique la Ley 4/1989 (vinculaciones –convenidas o no con
los poseedores– de uso de territorio privado, establecimiento de corredores, prohibición de valla-
dos, venenos o métodos de caza de otras especies que afecten a los individuos de la especie ame-
nazada, reintroducción de especies que sirvan de alimento, captura para cría en cautividad, in-
versiones en infraestructuras que supongan puntos negros de mortalidad), que deberá contener
una abstracción del elenco de la normativa básica que los Criterios Orientadores aplicarían a la
especie concreta.

En cualquier caso, no parece oportuno el mantenimiento de una situación que, sin dejar
de haber producido resultados con enorme éxito (reintroducción del quebrantahuesos, reintro-
ducción del ferreret en Mallorca, recuperación de la malvasía sin perjuicio de los problemas to-
davía pendientes, supervivencia -siendo tan difícil- de los osos), no parece funcionar para otras
especies emblemáticas (lobo al sur del Duero, lince) ni para la flora. Por ello parece necesaria la
revisión del sistema previsto en la Ley 4/1989 y desarrollado reglamentariamente en 1990.

Todo ello no obstaría a la existencia de catálogos autonómicos con la eficacia que pre-
vén o puedan prever las normas autonómicas o, incluso, a la de catálogos locales.

Otras acciones cuya necesidad debe destacarse son las siguientes:

- Evitar la fragmentación de las poblaciones silvestres y facilitar el intercambio genético
entre ellas a través de una red de corredores ecológicos y la consecución de una mayor conec-
tividad entre espacios a través de su consideración en la planificación y gestión del territorio,
políticas en las que deben jugar un papel primordial los ecosistemas fluviales. Las vías pecua-
rias podrían ser igualmente evaluadas a estos efectos y, en su caso, gestionadas como posibles
corredores, regulando su utilización en función de la consecución de tal objetivo. Deben fo-
mentarse los paisajes intersticiales (setos, ribazos, linderos), especialmente en ambientes simpli-
ficados.

- La elaboración y armonización de los mecanismos jurídicos y técnicos necesarios para
controlar, y en su caso impedir, la introducción de especies exóticas que amenacen sistemas, há-
bitats, especies o poblaciones autóctonas.

- La elaboración y desarrollo de planes para la recuperación de variedades domésticas o
cultivares y razas ganaderas autóctonas, amenazadas o en peligro de desaparición, otorgando es-
pecial atención a la participación ciudadana a través del mantenimiento de huertos y explotacio-
nes ganaderas debidamente incentivados.

- La designación de zonas para la conservación in situ de flora autóctona local y comar-
cal en el entorno urbano y periurbano, y el estudio de la potencialidad de los últimos como co-
rredores útiles a tal fin.

- La elaboración de planes de conservación de los recursos paleontológicos.

- Finalmente, se aplicará la Ley de 1994 sobre bioseguridad, asegurándose las Comuni-
dades Autónomas de que se realicen correctamente los ensayos en laboratorios y campo abierto
y la Administración General del Estado de que las condiciones de comercialización limiten al má-
ximo posible los riesgos de impactos o hibridación con otras especies silvestres o domésticas.
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LA CONSERVACIÓN DE LOS HÁBITATS
Las asociaciones vegetales, como combinaciones florísticas originales, ligadas a unos medios pre-
cisos y con historias concretas, forman parte de la diversidad de hábitat que es necesario conser-
var. Por ello, con independencia de la conservación de los medios, se ha de procurar la conser-
vación de las unidades tipológicas de vegetación que los conforman. En este sentido, el catálogo
de asociaciones incluidas en el documento de aplicación de la Directiva Hábitat en España cons-
tituye la referencia obligada para la conservación de la vegetación en España.

Por otro lado, deben elaborarse planes de restauración para los hábitats naturales terres-
tres, marinos y de agua dulce degradados, para lo cual es necesario el desarrollo previo de las di-
rectrices necesarias para su elaboración y aplicación.

LOS HUMEDALES
Pese a su temprana protección, anterior a la Ley 4/1989, en la Ley de Aguas (artículo 103) y el
Reglamento de Dominio Público Hidráulico (artículos 275 y siguientes) no hay todavía una polí-
tica coherente respecto a los humedales, ya que ni siquiera el inventario está realizado. La reciente
aprobación de los planes de cuenca (que contienen los humedales a proteger), la decisión de in-
tegrar en uno sólo ambos inventarios (de la Secretaría de Estado de Aguas y Costas y de la Di-
rección General de Conservación de la Naturaleza, Secretaría General de Medio Ambiente) y la
decisión de poner en marcha un plan sectorial para los humedales a desarrollar a partir de esta
Estrategia, indican las líneas directrices de la política a aplicar. El Comité de Humedales de la ac-
tual Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza debe continuar sus funciones en el futu-
ro como delegado de la Conferencia Sectorial. La Dirección General de Obras Hidráulicas y Ca-
lidad de las Aguas, la Dirección General de Costas, el Instituto Tecnológico Geominero y la
Dirección General de Conservación de la Naturaleza de la Secretaría General de Medio Ambien-
te, conjuntamente con el mencionado Comité, elaborarán un Plan Sectorial que coordine la pla-
nificación de la gestión de los humedales con la hidrológica. Se participará activamente, además,
en el Grupo Mediterráneo regional del Convenio de Ramsar (MedCom) y se articularán las me-
didas para que el amplio conocimiento y saber hacer del sector (España es mundialmente punte-
ra en técnicas de gestión de humedales) se traduzca en un ejercicio de liderazgo en dicho grupo
y en las esferas internacionales. El anejo XV recoge un avance de tal Plan Estratégico de Con-
servación y Uso Racional de los Humedales que se contempla, finalmente, en el Libro Blanco del
Agua.

EL MEDIO MARINO
Como medida general, debe planificarse el uso del territorio y del espacio marítimo, garantizan-
do la conservación de la diversidad biológica, y recoger este principio en la legislación del suelo
y en la relativa a ordenación del territorio. Se deberán concretar igualmente medidas de protec-
ción del paisaje, como modo de preservación de hábitats y especies, fuera de las Zonas de Espe-
cial Conservación, tal y como establece el artículo 7 del Real Decreto 1997/1995.

El diagnóstico ha puesto de relieve la existencia de numerosas figuras en la protección de
los espacios marinos. Una serie de hechos, como que en las propuestas de LIC haya bastantes
más espacios que los hasta ahora protegidos, la reciente firma del anejo V de diversidad biológi-
ca del Convenio OSPAR para el Atlántico Norte, la inminente ratificación por España del IV Pro-
tocolo del Convenio de Barcelona, de Zonas Especialmente Protegidas y de la Diversidad Bioló-
gica en el Mediterráneo y del Acuerdo para la Protección de Pequeños Cetáceos en el Mediterráneo
en el marco del Convenio de Bonn, y la reciente finalización del inventario nacional de cetáceos
por la Dirección General de Conservación de la Naturaleza de la Secretaría General de Medio
Ambiente hacen que la gestión de la biodiversidad de este medio sea un imperativo urgente.

Se carece realmente de experiencia de gestión en este campo, por ser muchas veces estos
espacios de características muy diferentes a los gestionados hasta el momento, como es el caso de
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los pelágicos o los bentónicos, o los afloramientos que concentran en medio de altamar a los in-
dividuos de las especies protegibles. Por ello, la nueva Ley que modifique la Ley 4/1989 debe 
crear la figura de reservas o santuarios marinos, que dé pie para desarrollar las líneas básicas pa-
ra su gestión. Aunque en aguas exteriores el Estado debe ejercer sus competencias, nada impide
realizar convenios de gestión con las Comunidades Autónomas costeras. En este sentido será de
gran utilidad la prevista creación de un Centro de Biodiversidad Marina del Mediterráneo, para
lo que se ha ofrecido la Comunidad Autónoma del País Valenciano. Este centro deberá coordinar
sus esfuerzos con los del recientemente creado Instituto de Biodiversidad y Biología Evolutiva Jo-
sé Cavanilles de la Universidad de Valencia, el centro SEHUMED, el Instituto de Ecología Lito-
ral del Campello (Universidad de Alicante), el Instituto Español de Oceanografía y el Instituto de
Ciencias del Mar (CSIC; Barcelona).

Urge, pues, la creación de un Comité con representantes de los ministerios de Medio Am-
biente y de Agricultura, Pesca y Alimentación, en particular del Instituto Español de Oceanogra-
fía, y de las Comunidades Autónomas costeras del Meditérraneo para la aplicación de los Con-
venios de Mónaco y Barcelona y para la articulación de medidas aplicables en las reservas y
santuarios del Mediterráneo, red en la que se integraría el Parque Nacional de Archipiélago de
Cabrera y la Reserva de las Islas Chafarinas.

Un sistema equivalente se institucionalizaría posteriormente en el Atlántico cuando se ne-
gocie el Protocolo de Biodiversidad en el marco del Convenio para la prevención de la contami-
nación marina (Oslo-París) de 1993, y muy probablemente un tercero en colaboración con la Co-
munidad Autónoma de Canarias que podría extenderse a todo el ámbito de la región macaronésica.

En este sentido, será interesante tener en consideración la comunicación de la Comisión
de las Comunidades Europeas al Consejo y al Parlamento Europeo sobre el Informe sobre la apli-
cación de las conclusiones de la reunión ministerial intermedia sobre la integración de las políti-
cas pesquera y medioambiental celebrada los días 13 y 14 de marzo de 1997 en Bergen.

LOS ORGANISMOS VIVOS MODIFICADOS
Respecto a los organismos vivos modificados como resultado de la biotecnología, deben estable-
cerse los medios necesarios para la aplicación del acuerdo fundamentado previo con respecto a
los movimientos transfronterizos de estos organismos, incluyendo la designación de un punto fo-
cal y una o varias autoridades responsables. Deben desarrollarse prioritariamente programas de
evaluación de riesgos y de prevención en general, de estudio de los efectos a largo plazo que su
introducción en el medio pueda tener sobre la conservación y el uso sostenible de la diversidad
biológica, e instaurarse la necesidad de Evaluación de Impacto Ambiental previa al uso de orga-
nismos vivos modificados.

Por otra parte, toda información disponible sobre transferencia, manipulación y uso de
organismos vivos modificados debe ser pública.

El diagnóstico ha puesto de relieve la existencia de una serie de bancos de germoplasma y acer-
vos genéticos de flora, así como de conocimientos relacionados con ellos. La Estrategia recomienda
aquí la coordinación y eficaz intercambio de información entre todas estas fuentes.

Más problemas plantea la conservación ex situ de fauna. Los zoológicos españoles, con
muy pocas excepciones, no contemplan que la reintroducción o la utilización de sus individuos
con vistas a ayudar a las especies que se encuentran en estado silvestre sea parte integrante de su
función (los programas dirigidos a la conservación son hoy componentes de las certificaciones de
calidad de los zoológicos en todo el mundo). En este sentido, se debería incentivar mediante cer-
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tificaciones de calidad a los zoológicos y jardines botánicos cuyas políticas se ajusten a esta Es-
trategia.

A su vez, las experiencias de cría en cautividad no programadas formalmente como par-
te de la gestión de planes de recuperación no son muy satisfactorios, al llevarse a cabo en un cier-
to vacío jurídico-institucional a caballo entre la gestión y la investigación. Las capturas para cría
en cautividad de individuos de especies en peligro de extinción deben ser excepcionales y con-
templarse necesariamente en los Criterios Orientadores, Planes de Recuperación o medidas alter-
nativas autorizadas por la Conferencia Sectorial o sus comités o grupos de trabajo, que remitirán
a los protocolos correspondientes, de manera que todos los investigadores, gestores y centros im-
plicados se coordinen a través de esos protocolos. No necesariamente tendrá que existir un pro-
grama de cría en cautividad para la aprobación de los criterios, planes o medidas.

Desde el campo de la investigación deben desarrollarse técnicas inocuas (tanto para la es-
pecie como, en el máximo grado posible, para los individuos de la especie) de recolección y de
conservación ex situ de los recursos biológicos autóctonos, principalmente de los amenazados, in-
cluyendo los del ámbito marino, y diseñar y poner a punto técnicas de reproducción y aclimata-
ción que posibiliten el fortalecimiento y restitución de las poblaciones naturales, así como las téc-
nicas apropiadas para efectuar tales restituciones.

Por otra parte, como medidas de aplicación en este campo se consideran las siguientes:

- La reglamentación, allí donde no lo esté, de la recolección de material genético autóc-
tono y de aquel incorporado al patrimonio genético español, para su conservación, reproducción
y reintroducción en el medio natural, teniendo en cuenta el cumplimiento del artículo 8j del Con-
venio sobre la Diversidad Biológica en lo relativo a los derechos de las comunidades locales y
agricultores, y procurando armonizar las reglamentaciones. En este sentido, se fomentará el estu-
dio y conocimiento de los usos y técnicas tradicionales de aprovechamiento de los componentes
de la diversidad biológica.

- La ampliación de la cobertura nacional y aumento de la capacidad de los bancos de
germoplasma, jardines botánicos, zoológicos y centros de recuperación y rescate de fauna dedi-
cados a la conservación de recursos genéticos, incluyendo los marinos.

- La caracterización del material almacenado en los bancos de germoplasma y la elabo-
ración de un inventario detallado de las colecciones mediante una coordinación interministerial
nacional y con las Comunidades Autónomas que integre las actividades que se vienen realizando
por parte de diversas instituciones.

- En el caso de los recursos fitogenéticos para la agricultura y la alimentación (se tendrán
en cuenta las recomendaciones contenidas en las publicaciones ‘Normas para bancos de genes’ y
‘Código internacional de conducta para la recolección y transferencia del germoplasma vegetal’),
se deberán incluir en el inventario, además de las variedades cultivadas, las silvestres afines y las
especies silvestres de uso directo. 

- El establecimiento de colecciones nucleares, cuando sea conveniente, que contengan la
máxima variación disponible en un pequeño número de muestras, que permitan su mayor y más
eficaz utilización.

- La adopción de medidas para controlar la erosión genética en los bancos de germo-
plasma, producida tanto durante la conservación propiamente dicha como en las actuaciones de
multiplicación y regeneración. En este sentido, las colecciones de semillas se deben someter a eva-
luación, comprobación y, en su caso, sustitución de los métodos de conservación utilizados.

- Los bancos de semen, ovocitos y embriones garantizarán el origen genético y geográfi-
co del material conservado, así como el mantenimiento de índices de fertilidad apropiados.
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- La puesta a punto de técnicas de cultivo y de reproducción de especies de interés etno-
biológico, tanto para proveer a los usuarios como de soporte a los posibles programas de resti-
tución de las poblaciones naturales.

- El fomento del mantenimiento de zonas para la conservación ex situ de flora autócto-
na local y comarcal en el entorno urbano y periurbano.

- Para las variedades domésticas y especies cinegéticas se constituirán grupos de trabajo
que recomienden, las medidas a adoptar.

Las medidas que se proponen para la regulación del acceso a los recursos genéticos son las siguientes:

- La elaboración de normativa específica sobre el acceso a los recursos genéticos que re-
coja el espíritu del Convenio sobre Diversidad Biológica en lo relativo a acceso, utilización y be-
neficios asociados a dicha utilización, considerando de forma particular a los agricultores. Esta
regulación debe tener en cuenta las directrices que está preparando la Unión Europea, así como
la coordinación con el Reglamento 338/97 del Consejo relativo a la aplicación del Convenio de
Washington en la Unión Europea. En el caso de los recursos fitogenéticos utilizados en agricul-
tura y alimentación, se aplicarán los criterios del Compromiso Internacional sobre los Recursos
Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimentación, si bien España potenciará en este marco, en
el ámbito doméstico y en la formación de la voluntad internacional, los mal denominados ‘privi-
legios de los agricultores’, es decir, el derecho por parte de los agricultores al uso y conocimien-
to asociado de variedades y plantas que forman parte del patrimonio agrogenético, en reconoci-
miento a su labor de conservación y mejora durante generaciones, lo que ha posibilitado que
actualmente sea posible acceder a tales recursos.

- La articulación de un sistema administrativo de control del acceso a los recursos gené-
ticos españoles. El sistema controlaría todas las peticiones de exploración / explotación de recur-
sos y diferenciaría entre accesos ‘no comerciales’ (jardines botánicos, zoológicos, universidades, in-
vestigación científica…) y ‘accesos comerciales’ (empresas privadas, compañías multinacionales,
agentes, individuos).

- La constitución de una Red de Recursos Genéticos. La red deberá coordinarse en todo
el ámbito nacional e incluir la necesidad de sujetar bajo sus directrices todos los bancos y colec-
ciones de germoplasma, semillas y microorganismos, tales como jardines botánicos, centros de in-
vestigación agrícola, viveros de producción de variedades selectas y herbarios. La Red se coordi-
nará por una Comisión Mixta de los Ministerios de Agricultura, Pesca y Alimentación y de Medio
Ambiente y las Comunidades Autónomas.

- La incorporación a la Red, bajo la responsabilidad directa de las Comunidades Autó-
nomas, de los recursos bajo explotación en estado silvestre y en coordinación con la aplicación
de la Directiva Hábitats, que ha identificado las especies y ecosistemas en peligro de extinción en
el ámbito europeo.

- La constitución de un subsistema de la Red para la incorporación de los conocimientos
tradicionales (etnoecológicos, medicinales o de otro tipo). Se fomentará la recogida de dichos co-
nocimientos mediante un proyecto especial que seguirá las pautas internacionales de mecanismos
de puesta en valor de dichos conocimientos, para fomentar los retornos a las comunidades de-
positarias históricas de los mismos.
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- La creación de una base de datos dentro de la Red para identificar los potenciales usua-
rios españoles de los recursos, tales como empresas de biotecnología y los centros de investiga-
ción y Universidades que potencialmente exploren las aplicaciones de estos recursos, en colabo-
ración con la Oficina de Patentes.

- La reactivación y actualización del Catálogo de Variedades Comunes establecido por la
Ley 11/1971 de semillas y plantas de vivero, como herramienta de apoyo a la conservación y ges-
tión de las variedades vegetales de menor valor comercial actual.

- La aplicación de estas medidas de la Estrategia, a través de la infraestructura y recur-
sos del Centro de Biodiversidad de Sevilla y colaboración con la oficina de BIOTRADE.

- El establecimiento de los instrumentos necesarios para garantizar la adecuada transfe-
rencia de tecnología y el reparto de los beneficios derivados del uso sostenible de los recursos ge-
néticos según los postulados del convenio. Estos instrumentos serán de tipo legislativo, institu-
cional, financiero, de participación social, de investigación, de formación, de educación, de
comunicación y de coordinación entre administraciones y otros presuntos implicados.

- La constitución de un grupo de trabajo para el desarrollo y seguimiento de la aplica-
ción de las medidas expuestas. Como primera tarea desarrollaría una ley española de acceso a los
recursos genéticos una vez que las actuales discusiones internacionales sobre el tema establezcan
caminos claros y consensuados de avance. Establecería igualmente un plan de investigaciones y
estudios básicos necesarios para la mejor puesta en práctica de las medidas expuestas.

La aplicación de la Estrategia requerirá que la Comisión Nacional de Protección de la Naturale-
za, para no duplicar sus funciones con los órganos delegados de la Conferencia Sectorial, se cons-
tituya en órgano delegado de ésta, debiendo también racionalizarse los Comités existentes. Debe-
rían mantenerse los de Flora y Fauna y de Humedales, y el de Espacios Naturales Protegidos
deberá asumir las funciones a que obligue el establecimiento de la Red Natura 2000.

La elaboración y puesta en servicio del Banco de Datos de la Naturaleza a la que obliga
el Real Decreto 1894/96, de estructura orgánica básica del Ministerio de Medio Ambiente, re-
quiere la creación de unidades específicas para tareas de información al exterior. La aplicación de
la Ley de Libre Acceso a la Información Ambiental deberá garantizar, mediante el sistema de ta-
sas y precios públicos, la financiación de estos servicios.

Como órganos de apoyo a la presente Estrategia y tras los correspondientes convenios o
acuerdos con las instituciones implicadas, se podrían crear los siguientes centros:

Un Centro de Biodiversidad en Sevilla que aglutinaría las siguientes funciones:

- Sede de la oficina de BIOTRADE, programa de la UNCTAD dirigido a articular los in-
tercambios de recursos derivados de la biodiversidad entre los países del Norte y del Sur y entre
el sector privado y las Administraciones Públicas que gestionan estos recursos.

- Sede del Centro Permanente de formación de funcionarios de países en vías de desa-
rrollo encargados -como autoridad administrativa o científica- de la aplicación del Convenio de
Washington (CITES).

- Sede filial del Programa Araucaria de Cooperación con Latinoamérica en materia de
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conservación de biodiversidad fruto del Convenio entre la Agencia Española de Cooperación In-
ternacional y el Ministerio de Medio Ambiente.

- Gestión del programa MAB de reservas de la biosfera.

- Cualquiera otras que pudiera delegarle la Subdirección General de Conservación de la
Biodiversidad.

Un Centro de Biodiversidad del Medio Marino Mediterráneo (en el que se ayudaría a for-
mular la política de reservas y santuarios marinos, de protección de cetáceos y de humedales me-
diterráneos), que podría estar localizado en la Comunidad Valenciana y un Centro de Excelencia
para estudios y proyectos piloto de desarrollo rural y socioeconómico y de gestión de las ZEPA
y LIC que constituyen la Red Natura 2000, que podría estar localizado en La Rioja.

Los tres centros serán centros de excelencia especializados en los tres sectores de la bio-
diversidad antes enunciados (internacional, Sevilla; medio marino Mediterráneo, Valencia; y desa-
rrollo rural-espacios interiores de la Red Natura 2000, La Rioja).

Por otra parte, se podría crear en Canarias otro Centro de Biodiversidad especializado en
la región macaronésica. Sus funciones serían las siguientes:

- Establecimiento de un banco de datos de especies, hábitats y espacios naturales prote-
gidos, marinos y terrestres, de la Macaronesia.

- Coordinación permanente con los otros centros mencionados anteriormente.

- Apoyo a la aplicación de la Estrategia española en el ámbito macaronésico nacional.

- Fomento y coordinación de políticas, planes y programas de conservación e investiga-
ción de las especies y ecosistemas característicos de la Macaronesia.

- Impulso de la cooperación con otros países del ámbito macaronésico.

Finalmente, la UICN ha propuesto, además, que la oficina Mediterránea (integración de
los programas de toda la cuenca), diferente en el mandato constitutivo de la oficina europea de
Holanda (integración de Europa Occidental, Central y Oriental), esté en España. La localización
en nuestro país, posiblemente en Málaga, de esta oficina (con orientación hacia el Mediterráneo
y el Magreb) acabará por situar a España como uno de los puntos focales mundiales de gestión
de la biodiversidad.

Ante la presencia creciente de entidades privadas y organizaciones sin ánimo de lucro en
la gestión y conservación de recursos naturales, debe potenciarse el establecimiento de convenios
de colaboración entre las Administraciones públicas y estas organizaciones, articulando para ello
los mecanismos institucionales y legislativos necesarios para hacer posible la colaboración inme-
diata. Así, por ejemplo, podrían apoyarse foros como el que constituye la Sección Española de la
Federación Europea de Parques Nacionales y Naturales, que ha ofrecido hasta la fecha un exce-
lente marco informal de encuentro e intercambio de experiencias entre técnicos autonómicos y
estatales dedicados a la gestión de espacios naturales protegidos, o los foros que constituyen or-
ganizaciones internacionales tales como Wetlands International o Eurosite.

De las medidas ya expuestas se deduce la necesidad de acometer la puesta al día de la parte de
la Ley 4/1989 con contenido ajeno al que motivó las reformas de las Leyes 40/1997 y 41/1997.
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Urge adaptar la normativa vigente al espíritu del Convenio sobre la Diversidad Biológica, incor-
porando a su texto las figuras de protección que no lo están (especialmente las ZEPA y la Red
Natura 2000, así como las reservas de la biosfera), permitiendo y regulando las figuras de dere-
cho civil privado de gestión de espacios, y las nuevas reservas o santuarios marinos, replantean-
do las técnicas operativas para la gestión de especies amenazadas (Criterios Orientadores, Planes
de Recuperación, Conservación y Manejo, y Medidas Alternativas), integrando, en su caso, la Red
de espacios con los municipales, autonómicos y privados, regulando la conservación ex situ y los
accesos a recursos genéticos, y creando los órganos de coordinación entre la Administración Ge-
neral del Estado y las Comunidades Autónomas que sustituyan a la Comisión Nacional de Pro-
tección de la Naturaleza, haciéndole delegada de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.

La nueva Ley también preverá los incentivos económicos y regulará la evaluación de im-
pacto en la biodiversidad, aspectos que se analizan más adelante, fijando el marco de la acción
exterior del Estado en la materia y de la planificación por sectores.

Por otra parte, los planes sectoriales deben incluir las recomendaciones de reformas le-
gislativas pertinentes, tanto de ámbito estatal como autonómico, a efectos de la mejor aplicación
de los mismos.

Ciertamente debe dotarse de mayores recursos a la gestión de la biodiversidad, cuyo origen debe
ser tanto público como privado.

Con independencia de mantener las actuales subvenciones a ONG y Comunidades Autó-
nomas, de cuantía casi simbólica, se integrará al máximo posible la gestión de la biodiversidad
en los resquicios de la Agenda 2000 y los nuevos fondos estructurales. España mantendrá la pos-
tura de defender un Programa LIFE III más amplio y eficaz que el actual.

Sin embargo, deberá también incentivarse al sector privado. Las medidas fiscales de incen-
tivación de reservas privadas pueden ser múltiples (por ejemplo, exención del impuesto de transmi-
siones patrimoniales de la adquisición de terreno para reservas privadas, exención de tasas de ins-
cripción registral de vinculaciones a perpetuidad de usos conservacionistas de la propiedad privada,
tasas notariales más bajas, facilidades a quienes acrediten gestionar su suelo privado de la forma
más favorable a la conservación de la biodiversidad -los conservation easements del derecho an-
glosajón-, facilidades para conectar las redes privadas con los espacios autonómicos, etcétera).

Como medida concreta, es necesaria la coordinación para homogeneizar las compensa-
ciones por daños producidos por la vida silvestre tanto entre Comunidades Autónomas como pa-
ra el conjunto del territorio, esté protegido o no, para evitar las marcadas diferencias actuales.

Orientar el desarrollo rural hacia estas figuras de protección puede producir una terciari-
zación de actividades en generaciones de jóvenes, terciarización hacia la que puede tener sentido
canalizar las subvenciones y ayudas de los artículos 18.2 y 22 quater de la Ley 4/1989.

El Centro de La Rioja deberá especializarse en el apoyo a estas actividades de manera
que la biodiversidad española se ponga en valor con técnicas de mercado.

En la esfera internacional BIOTRADE basará sus actuaciones en la búsqueda del equilibrio
Norte-Sur regulada en los artículos 8j, 11, 15, 16 y 19 del Convenio sobre la Diversidad Biológica.

En cualquier caso, la filosofía de esta Estrategia se basa en que sus principios y medidas
se pueden y deben aplicar abstracción hecha de la existencia de fondos públicos ad hoc (véase el
anejo XVI).
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Es difícil configurar un sistema de indicadores rojos que señalen con claridad cuándo un proyec-
to puede a priori afectar a la biodiversidad de manera que se haga entonces obligatorio realizar
estudios o evaluaciones de impacto ambiental.

Desde luego, debe mantenerse a toda costa en la modificación de la Ley 4/1989 la posi-
bilidad actual de que sean los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales los que determi-
nen qué actividades deben someterse a evaluación o estudio. Igualmente parece claro que la mo-
dificación de la Ley 4/1989 o del Real Decreto Legislativo 1302/1986 también dispongan que deben
ser sometidos a evaluación de impacto ambiental todos los proyectos listados en el Anexo II de la
Directiva 337/1985 cualquiera que sea el umbral cuando el proyecto esté dentro de un espacio pro-
tegido o de un lugar de la Red Natura 2000.

Finalmente, también los Criterios Orientadores y los Planes de Recuperación, Conserva-
ción y Manejo podrán determinar geográfica o sectorialmente qué actividades de las susceptibles
de afectar negativamente a la especie concreta protegida de que se trate deben someterse a estu-
dio o evaluación de impactos ambientales, siempre que esta obligación sea expresamente refleja-
da en una norma publicada en diarios oficiales. Así debe recogerlo la nueva Ley que modifique
la Ley 4/1989.

Los planes sectoriales a que hace referencia el apartado 3.13 también determinarán, pa-
ra su reconocimiento posterior, en una norma publicada oficialmente, las actividades o los con-
dicionantes que motivarán la necesidad de realizar un estudio o evaluación de impactos.

Internamente, la función de la Dirección General de Conservación de la Naturaleza, Se-
cretaría General de Medio Ambiente, no se limitará al informe previo establecido en el Real De-
creto 1131/1988, sino que coordinará la información del proyecto con los departamentos admi-
nistrativos competentes en materia de conservación de la naturaleza de las Comunidades
Autónomas, para proporcionar al órgano que esté planificando el proyecto u obra o al órgano
competente que vaya a realizar la declaración de impacto ambiental cuanta información sobre el
medio natural y la biodiversidad provenga, tanto de su Banco de Datos como de los citados de-
partamentos de las Comunidades Autónomas.

Es de destacar el papel que habrá de cumplir la Red de Autoridades Ambientales, esta-
blecida al amparo del Reglamento Marco 2081/93 de los Fondos Estructurales, que está consti-
tuida por representantes de las Comunidades Autónomas, del Estado y de diferentes unidades de
la Comisión, con el objetivo general de garantizar la integración del medio ambiente en la reali-
zación de las iniciativas financiadas con Fondos Estructurales. Esta Red se configura como un ele-
mento preventivo de primer orden, e igualmente como una herramienta privilegiada para realizar
el seguimiento de los efectos que la aplicación de los Fondos va teniendo sobre la biodiversidad,
a través de la utilización de indicadores coherentes con el sistema EIONET, especialmente en una
etapa en que estos fondos se perfilan como la única fuente sólida de financiación de la Red Na-
tura 2000. 

La necesaria asunción de responsabilidades por parte del conjunto de la sociedad en materia de
conservación y uso sostenible de la diversidad biológica requiere en primer lugar una información
abundante y adecuada, así como las necesarias actividades de educación y formación para conse-
guir la participación social que demandan los objetivos planteados. Estos aspectos se desarrolla-
rán a través de las siguientes medidas:
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- Desarrollo de sistemas de información pública sobre la diversidad biológica, que inclu-
yan desde la creación física de bases documentales y bancos de datos hasta los mecanismos par-
ticulares de acceso público y distribución de información.

- Información a los consumidores y usuarios, empresarios e implicados en las redes de
distribución y comercialización sobre los productos, servicios o actividades que puedan amenazar
la diversidad biológica.

- Incorporación de información sobre el estado de la diversidad biológica en los informes
sobre la situación del medio ambiente. Esta información debe producirse en coordinación con los
agentes socioeconómicos de los sectores implicados.

- Creación de puntos de información in situ en áreas de diversidad biológica especialmente
relevante, ya sean espacios naturales protegidos o no.

La Estrategia de Educación Ambiental promovida desde el Ministerio de Medio Ambien-
te contendrá un apartado especial para planificar la educación ambiental para la conservación de
la biodiversidad, que deberá cubrir los tres aspectos de educación, sensibilización y formación. Di-
cha Estrategia propondrá las medidas concretas a adoptar por el Centro Nacional de Educación
Ambiental, así como los mecanismos para implicar a la población en general en los problemas
que la conservación de la biodiversidad plantea.

Como medidas particulares a desarrollar están las siguientes:

- Incorporación de la formación en temas sobre la diversidad biológica y metodología pa-
ra su conservación en el desarrollo curricular de los estudiantes en todos los ámbitos educativos.

- Desarrollo, mediante la dotación de los instrumentos adecuados, de las funciones edu-
cativas y divulgativas de los valores de la diversidad biológica contenidos en el medio rural es-
pañol y especialmente en los espacios naturales protegidos.

- Valorización de los componentes de la diversidad biológica, especialmente entre la po-
blación rural, como elementos esenciales de su cultura material.

- Impulso a la formación especializada sobre diversidad biológica en todos los sectores y
niveles relevantes de las diferentes administraciones públicas.

- Promoción de la educación ambiental y formación sobre el conocimiento de la biodiversi-
dad desde las administraciones locales, en particular incorporándolas a sus programas de desarrollo.

- Fomento de la participación del sector privado en planificación y ejecución de activida-
des de educación y comunicación ambientales.

- Establecimiento de los cauces necesarios para la necesaria coordinación entre la Admi-
nistración General del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de educación y sensibi-
lización.

- Incremento de la participación social, principalmente de agentes locales, económicos y
sociales, en la gestión de las áreas protegidas y conservación de especies.

- Creación de los mecanismos adecuados de integración de los contenidos específicos pro-
ducto de la participación en la planificación, la gestión y las actividades derivadas.

- Regulación de las formas de participación del voluntariado social en materia de con-
servación.

PARTICIPACIÓN

EDUCACIÓN

Y FORMACIÓN

INFORMACIÓN

ESTRATEGIAS AUTONÓMICAS, PLANES SECTORIALES, LÍNEAS DIRECTRICES Y MEDIDAS

MEDIDAS 3

SEGUNDA PARTE:

105



- Fomento de la participación de las organizaciones no gubernamentales en la formula-
ción y el seguimiento de las actividades relativas a la conservación y el uso sostenible de la di-
versidad biológica, y creación de los marcos participativos y mecanismos adecuados para la apli-
cación de esta medida.

- Establecimiento y desarrollo de figuras de concertación en materia de conservación de
especies y espacios protegidos entre instituciones, organizaciones no gubernamentales, sector pri-
vado y centros de investigación.

- Promoción de la participación del sector público y privado en la creación de asociacio-
nes y programas de desarrollo local que favorezcan la conservación y el uso sostenible de la di-
versidad biológica.

Es necesario incrementar los conocimientos básicos como garantía de las pautas de conservación
elegidas. En este sentido, la conservación debe ser una de las áreas prioritarias en la financiación
de la investigación por parte de los organismos encargados de promover la ciencia en nuestro 
país, que necesita además el desarrollo de las infraestructuras y mecanismos administrativos ne-
cesarios para garantizar la investigación a medio y largo plazo, en cooperación entre la Admi-
nistración General del Estado y las Comunidades Autónomas.

Con independencia de los avances necesarios en investigación básica señalados, la con-
servación necesita una rápida transferencia de los conocimientos actuales y los que se produzcan
en el futuro para ser aplicados en la conservación de la diversidad y el uso sostenible de los re-
cursos. Las administraciones ambientales deben abrir líneas específicas de acción para la realiza-
ción de trabajos directamente orientados a la identificación y clarificación de los problemas am-
bientales, así como a su solución concreta

El volumen actual de conocimientos no rinde los frutos necesarios por falta de coordina-
ción y ausencia de bancos de datos normalizados asequibles. Los grupos de investigación tienden
en la actualidad a trabajar en ámbitos geográficos estrechos y dentro de su propia especialidad,
pero los problemas ambientales son amplios y complejos, por lo que es necesario promover los
equipos multidisciplinares, el análisis de los problemas desde perspectivas generales y sobre la ba-
se de la adecuada coordinación y cooperación.

Como medidas prioritarias de aplicación de todo lo anterior se plantean las siguientes:

- La elaboración por parte de la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza de
un Plan de Investigación en materia de Biodiversidad que identifique la materia a incluir en las
áreas científico-tecnológicas (hoy todavía potenciales) de la Propuesta para la Identificación de las
Áreas Científico-Tecnológicas y Sectoriales del Plan Nacional de I+D (2000-2003) de la Oficina
de Ciencia y Tecnología de la Presidencia del Gobierno. Dicha actuación irá dirigida a concretar
el contenido de las Áreas Científico-Tecnológicas de Recursos Naturales (área 4), Recursos Agro-
pesqueros (área 5) y Biotecnología (área 6), con más incidencia en la gestión de la biodiversidad.
Igualmente se identificarán los contenidos necesarios relacionados con la biodiversidad en las po-
tenciales áreas sectoriales del futuro Plan de I+D (2000-2003): 1.- Turismo y Ocio (turismo y Red
Natura 2000, turismo y humedales, turismo de Espacios Naturales Protegidos, impacto del turis-
mo clásico en la biodiversidad); 3.- Patrimonio Histórico y Cultural (integración del patrimonio
en el concepto de patrimonio cultural, proyectos integrados de desarrrollo turístico de puesta en
valor de espacios con componentes patrimoniales natural e histórico inseparables); 4.- Transpor-
te (incidencia  de las redes de transporte en la conectividad de hábitats de especies amenazadas,
tanto terrestres como marinas); 7.- Educación (tecnologías de educación ambiental en la biodi-
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versidad); 9.- Sistemas de Salud (puesta en valor de plantas medicinales y conocimientos tradi-
cionales  con retornos equitativos  conforme al artículo 15 de la Convención de Diversidad Bio-
lógica); 10.- Urbanismo y Ordenación del Territorio (proyectos estratégicos de cartografía inte-
grada como expresión de los condicionantes bióticos y abióticos de la utilización del territorio);
11.- Bienestar Social (proyecto estratégico de modelos de generación de rentas para la población
rural a través de la puesta en valor de la biodiversidad); 13.- Energía (impacto de las energías en
la biodiversidad); 14.- Construcción Civil (construcción tradicional en espacios protegidos); 15.-
Sociedad de la Información (proyecto de información sobre la diversidad biológica); y 16.- Me-
dio Ambiente (gestión correcta de humedales; cría en cautividad de especies amenazadas; tecno-
logía de censado de poblaciones ... ). La Subdirección General de Conservación de la Biodiversi-
dad mantendrá una unidad técnica de enlace constante con la Oficina a efectos de tener plenamente
informada a la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza de las actuaciones y progra-
mas de la citada Oficina.

- El desarrollo del Banco de Datos de la Naturaleza bajo pautas precisas y bien definidas.

- La creación de bases de datos sobre diversidad biológica, así como apoyo a las ya exis-
tentes, en conexión con los centros de investigación que permitan la rápida toma de decisiones.

- El impulso de la cartografía temática ambiental, como herramienta adecuada para sin-
tetizar y actualizar la información sobre el medio físico relevante para el estudio de la biodiver-
sidad, así como para completar los conocimientos actuales sobre la clasificación y distribución de
los hábitats y las comunidades vegetales.

- La promoción de la cooperación entre las administraciones competentes y los centros de
investigación en redes y bases de datos sobre diversidad biológica de fácil acceso.

- El fomento de la transferencia de los conocimientos científicos y técnicos sobre la di-
versidad biológica a los responsables de la ordenación del territorio y de los recursos naturales,
así como a los de la gestión de los espacios naturales protegidos.

- La creación de redes temáticas, y apoyo a las ya existentes, para la integración de los
resultados de investigación en diversidad biológica con el fin de evitar duplicidades, cubrir insu-
ficiencias y propiciar la elaboración de trabajos de síntesis.

- La potenciación del mantenimiento y la constitución de colecciones científicas de re-
ferencia completas y significativas, como los bancos genéticos de flora y fauna silvestres, los her-
barios y diferentes colecciones animales, así como los bancos de datos pertinentes, y estableci-
miento de los mecanismos adecuados para facilitar el acceso a tal información y al uso de esos
recursos, estableciendo en su caso criterios sobre niveles de acceso por razones de conservación.

- La creación de una red de instituciones de depósito de materiales genéticos de flora y
fauna silvestres y domésticas para su cuidado, conservación, inventariación y puesta al servicio pú-
blico de la sociedad, de forma regulada y bajo las diferentes modalidades en que esto sea posible.

- La promoción y apoyo a las organizaciones asociativas entre centros de investigación
sobre la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica.

- La promoción de la incorporación de sectores empresariales a proyectos cofinanciados
de investigación.

- La promoción de la formación de especialistas, mediante la creación de programas de
perfeccionamiento en centros o institutos de investigación nacionales o extranjeros, abordables
desde diferentes campos del conocimiento y dirigidos a la constitución de equipos multi e inter-
disciplinares que integren el más amplio espectro posible de puntos de vista.
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- El Centro de Sevilla creará un mecanismo de facilitación (más conocido por la expre-
sión en inglés clearing house) de la investigación en España, de manera que sean fácilmente iden-
tificables las personas y centros especializados en los distintos campos y áreas implicados en la
gestión de la biodiversidad.

Finalmente, el seguimiento de la gestión de la diversidad biológica requiere la definición
y normalización de indicadores aplicables a sus diferentes componentes y procesos, los cuales de-
berán revisarse y actualizarse periódicamente a través de sistemas que constituirán, por otra par-
te, información de acceso público.

De una forma general, e implicando tanto a las diversas administraciones públicas como a todos
los sectores sociales interesados, la cooperación internacional en materia de conservación y uso
sostenible de la diversidad biológica se desarrollará a través de las siguientes medidas:

- El desarrollo de programas de cooperación para el diseño y establecimiento de redes in-
tegrales de áreas protegidas. Se debe conceder especial atención a las áreas comunes transfronte-
rizas y a zonas comunes que actúen como corredores ecológicos o presenten potencial para ello.

- El desarrollo de programas de cooperación en torno a especies de ámbito internacional
(tortugas marinas, cetáceos, etc). En este sentido se debe actuar en estrecha cooperación con las
actuaciones derivadas del Convenio de Bonn y otros acuerdos aplicables.

- La coordinación permanente con las autoridades administrativas y científicas del Con-
venio de Washington (sobre comercio internacional de especies amenazadas) y consideración pre-
via de las obligaciones emanadas de su cumplimiento en todo proyecto de cooperación interna-
cional.

- El desarrollo y aplicación de los mecanismos de cooperación internacional que faciliten
la integración de los sistemas nacionales de conservación ex situ en las redes internacionales.

- El desarrollo de programas de cooperación para la mejor aplicación posible del Conve-
nio sobre la Diversidad Biológica en términos de acceso a los recursos genéticos, transferencia de
tecnologías y reparto justo y equitativo de los beneficios derivados del uso de tales recursos.

- La colaboración con los países en desarrollo para la identificación de sus prioridades
ambientales mediante la asistencia técnica.

- La participación en programas de cooperación con países en desarrollo para evitar o
minimizar los efectos adversos sobre su biodiversidad y promover su uso sostenible.

- La evaluación de los impactos negativos para la biodiversidad en todo proyecto de ayu-
da al desarrollo, incorporando la necesidad de eventuales medidas correctoras y/o compensatorias

- La colaboración activa con organizaciones de agentes sociales en torno al desarrollo de
las mejores prácticas para la aplicación del Convenio sobre Diversidad Biológica.

- El incremento del apoyo institucional y de recursos humanos y financieros a las orga-
nizaciones no gubernamentales en actividades de cooperación internacional. En este sentido son
necesarias medidas legislativas que establezcan criterios claros y permitan tramitaciones ágiles.

- El establecimiento de programas de cooperación y de intercambio de expertos en los
campos científico, técnico y jurídico.
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- La cooperación con la comunidad científica internacional en programas de investigación
dirigidos al conocimiento, conservación y uso sostenible de la diversidad biológica.

- La planificación y ejecución de forma participativa del programa Araucaria, de manera
que la cooperación de la sociedad española tenga un impacto real sobre la conservación de la bio-
diversidad in situ en Iberoamérica, y que sea apreciada por las comunidades locales, tradiciona-
les e indígenas como un aporte real a su desarrollo humano.

Por su parte, la Administración General del Estado tendrá una política activa de coope-
ración internacional basada en las directrices y acciones siguientes:

- Participación leal y proactiva en los convenios actualmente en vigor (Mediterráneo, Bonn,
Berna, Ramsar, CITES, Derecho del Mar, Diversidad Biológica, etc.).

- Consolidación de la línea de cooperación iniciada con la Agencia Española de Coope-
ración Internacional mediante el programa Araucaria y la formación de funcionarios que aplican
el CITES.

- Centro de referencia en el diálogo Norte-Sur al acoger a las oficinas de BIOTRADE y
de la UICN para el Mediterráneo, consolidando la oferta conjunta realizada a la UICN en su día
por la Administración General del Estado, la Junta de Andalucía y la Alcaldía de la ciudad de-
Málaga.

- Fomento de la cooperación en los ámbitos mediterráneo (MedCom, protección de Ce-
táceos, oficina de la UICN, Centro de Valencia), macaronésico (con Portugal, Cabo Verde y paí-
ses del norte de África) y atlántico (conservación marina con los países ribereños).

- Orientación liderazgo en la puesta en valor de la Red Natura 2000, dado el alto por-
centaje de aportación de España a la red europea.
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- Constitución: un máximo de tres meses a partir de la aprobación definitiva de la Estrategia.
- Elaboración del Plan de Trabajo para la redacción de los Planes Sectoriales: dos meses a partir
de su constitución.

- Aprobación: tres años a partir de la aprobación definitiva de la Estrategia.
- Aplicación: inmediatamente tras su aprobación, en acción claramente reconocible hacia el 2003-4
y ejecutados plenamente (o en casi todo su contenido) en el 2010.

- Aprobación: antes de tres años a partir de la aprobación definitiva de la Estrategia Española.

- Modificación de la Ley 4/1989 y constitución de la nueva Comisión Nacional de Protección de
la Naturaleza delegada de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente: a lo largo de 1999.
- Inauguración del Centro de Biodiversidad de Sevilla: 1998/99.
- Banco de Datos de la Naturaleza en pleno funcionamiento: a lo largo del año 1999.
- Elaboración de Directrices para la red Natura 2000: antes de un año a partir de la aprobación
de las listas de lugares definitivas.
- Constitución del Grupo de Trabajo de ‘Acceso a los Recursos Genéticos’: primer semestre de
1999.
- Elaboración por parte de la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza de las priorida-
des y directrices para el desarrollo de un Programa Nacional de Investigación para la Gestión de
la Biodiversidad: a lo largo de 1999.
- Elaboración del Programa Nacional de Investigación para la Gestión de la Biodiversidad: antes
del final del año 2001.
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Es uno de los sectores productivos que tiene un mayor nivel de relación e interdependencia con la
conservación de la diversidad biológica, debido principalmente a su carácter extensivo. Las activi-
dades de este sector han tenido una notable influencia en el modelado del medio natural y sobre
el estado de conservación de sus recursos, unas veces de modo positivo y otras de modo negativo.

El análisis de esta relación ambivalente entre la agricultura y la diversidad biológica de-
be partir de la consideración previa de que la instalación de la primera conlleva la transforma-
ción profunda de los sistemas naturales del territorio sobre el que se asienta. Estas transforma-
ciones se plasman principalmente en la simplificación de los ecosistemas, a lo que se añaden los
efectos de aspectos particulares de la agricultura y ganadería intensivas especialmente, que se co-
mentan más adelante. Como ejemplo ilustrativo destaca la desaparición de los humedales en Es-
paña, estimándose que en el plazo de 30 años, de 1950 a 1980, han desaparecido casi el 50%
de estos sistemas naturales, siendo la causa principal su drenaje para usos agrícolas.

Las prácticas agrícolas y ganaderas han generado por doquier la presencia de hábitats
nuevos para los territorios sobre los que se instalaban, así como el desarrollo de variedades agrí-
colas y razas ganaderas que no existían previamente en el medio natural. Por otra parte, hechos
como el retraso de la mecanización del campo, por ejemplo, han propiciado en España el man-
tenimiento de elementos naturales en sistemas agrarios, contribuyendo así a la conservación de
una diversidad biológica y paisajística muy notable para sistemas en los que se mantiene una in-
tervención constante. 

En esta interrelación, el hombre ha desarrollado una gran sabiduría y bagaje de conoci-
mientos en el manejo de los recursos naturales que ha permitido que en grandes territorios se
mantengan aún hoy sistemas agrarios compatibles con la conservación de niveles altos de diver-
sidad biológica, incluyendo valiosas variedades agrícolas y ganaderas locales únicas, y que debe-
rían constituir la base de trabajo para una ordenación rural en torno a la conservación y uso sos-
tenible de la diversidad biológica, en sus vertientes tanto silvestre como doméstica. La ganadería
extensiva en particular ha desarrollado en España una serie de técnicas de manejo de los pastos
que revelan un gran conocimiento y una capacidad de mantenimiento de los mismos que se po-
dría considerar sostenible.

Actualmente, es la Política Agraria Común (PAC) la que rige los destinos del sector en el
territorio de la Unión Europea, y por tanto la que establece tanto las amenazas como las opor-
tunidades en la relación entre el sector agrario y la diversidad biológica. Esto es especialmente
importante en España, donde aproximadamente el 80% del territorio está gestionado desde el sec-
tor primario (incluido el sector forestal, que se analiza aparte). Sobre este mismo espacio coexis-
te en la actualidad uno de los patrimonios naturales que, por su riqueza y variedad, es sin duda
de los más importantes de Europa, proveniente, como ya se ha indicado, tanto de la riqueza na-
tural original como de unas intervenciones que han desembocado en situaciones de seminaturali-
dad que contienen elementos de sostenibilidad aprovechables en el futuro.

La PAC fomentó y posibilitó en sus comienzos una profunda intensificación de la agri-
cultura y la ganadería, básicamente para mantener altos niveles de competitividad mercantil. Las
consecuencias para la diversidad biológica fueron, y siguen siendo, de un gran impacto negativo,
ya que la intensificación llevó consigo la transformación y homogeneización de enormes superfi-
cies, las cuales albergaban anteriormente muchos de esos elementos naturales o seminaturales ya
comentados y que contenían niveles de diversidad biológica relativamente altos.

Así pues, la masiva modificación y eliminación de hábitats aparece de nuevo como el prin-
cipal elemento alterador de la diversidad biológica, en este caso de la mano de la PAC. Pero la
intensificación de la agricultura y la ganadería conlleva otros efectos igualmente perniciosos para
la biodiversidad y que se tratan a continuación.

En primer lugar, se produce una contaminación de suelos y agua, tanto en su forma di-
fusa como de vertidos directos a cauces; esto es especialmente grave cuando afecta a los sistemas
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acuíferos cuyas aguas se van a utilizar de nuevo para diversas funciones. La ganadería intensiva
es productora de deyecciones, purines y estiércoles que, cuando no son debidamente manejados y
tratados, pueden dar lugar a fuertes contaminaciones del suelo y del agua, alterando gravemente
las comunidades vegetales y animales, y que suponen un problema grave en ciertas zonas de va-
rias cuencas ibéricas. La utilización no sostenible de los recursos hídricos va en aumento, asocia-
da principalmente a la implantación de regadíos y al uso despilfarrador del agua. Los suelos tien-
den a utilizarse de forma igualmente no sostenible, con producciones basadas en el uso con
frecuencia exagerado de fertilizantes artificiales, llegando a la sobreexplotación y consecuente pér-
dida de su capacidad productiva.

El uso masivo de productos químicos, especialmente plaguicidas, elimina no sólo la espe-
cie o especies objetivo de su uso (las posibles plagas), sino también otras comunidades animales
y vegetales básicas para el mantenimiento de los procesos ecológicos, como son gran cantidad de
artrópodos y otros invertebrados que constituyen las bases de las redes tróficas y que mantienen
los suelos sanos y fértiles. En este sentido, hay que tender a una mayor implantación del control
integrado de plagas.

Esta política general de intensificación del sector provoca, por otra parte, la desaparición
paulatina de los sistemas agrarios tradicionales, desarrollados en lenta evolución conjunta del hom-
bre y su entorno, y que albergan el conocimiento y potencial de uso sostenible de multitud de
componentes de la diversidad biológica. Se pierden así, no sólo ciertos elementos de la biodiver-
sidad inherentes a estos sistemas, como las variedades agrícolas y razas ganaderas mejor adap-
tadas a cada territorio, que van siendo sustituidas por variedades mejoradas de alta producción,
uniformes y de estrecha base genética, sino también las técnicas de manejo de esos recursos sin
las cuales su viabilidad es cuando menos dudosa y que representan por sí mismas un patrimonio
cultural que merece ser conservado por el potencial de utilización de los recursos naturales que
contienen.

La reforma de la PAC de 1992 reconoce algunos de los aspectos de deterioro comenta-
dos e incluye en su planificación el mantenimiento de elementos enriquecedores del entorno rural
o que intentan frenar la degradación. En este sentido se reconoce, al menos implícitamente, el in-
terés de ciertas técnicas tradicionales de manejo de los agrosistemas, y se intenta su reimplanta-
ción, aunque con escasa repercusión hasta el momento en territorio español.

En la actualidad, la armonía entre el mantenimiento de un mundo rural próspero y con
calidad de vida y la conservación, y especialmente el uso sostenible, de la diversidad biológica se
decanta cada vez más claramente hacia una progresiva transformación del sector que compatibi-
lice la necesaria producción, el respeto y fomento de los valores naturales en creciente demanda,
y la conservación del conocimiento tradicional necesario para el manejo de los sistemas semina-
turales generados por el hombre y que contienen elementos de sostenibilidad a incorporar en la
evolución del sector.
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El Ministerio de Medio Ambiente ha preparado, para debate público, un segundo borrador de la
denominada Estrategia Forestal Nacional que, acompañada del Anteproyecto de Ley Básica de
Montes y Aprovechamientos Forestales, intentará adaptar a la sociedad actual el marco en el cual
se aplicará la política forestal, marco que no ha sufrido variaciones importantes desde la pro-
mulgación de la vigente Ley de Montes (1957) y su Reglamento (1962).

Está previsto que la nueva Estrategia Forestal y la Ley Básica de Montes se fundamenten
en cuatro pilares:

1.- La delimitación de los ámbitos geográficos de aplicación de lo que genéricamente se
denominan políticas forestales. Estos serán los que, también genéricamente, se denominen montes
o espacios forestales y que incluyen, no sólo las masas de arbolado denso, sino también las zonas
desertizadas, pastizales, y en general, todos los terrenos que no estén puestos al servicio de usos
residenciales o industriales, ni al servicio de la agricultura de mercado, intensiva o extensiva.

Se plantean acciones conjuntas con la política agraria para el mantenimiento y posible
restauración de las dehesas, áreas de matorral y monte bajo y otros espacios de usos múltiples
que en España tienen una enorme diversidad biológica, hasta el punto de que se les ha señalado
como ecosistemas exportables, en cuanto a sus rendimientos como desarrollo sostenible, y que
tienden a desaparecer por la presión económica del entorno.

2.- La creación de un marco adecuado para la aplicación de políticas forestales descen-
tralizadas. Serán las Comunidades Autónomas las encargadas de crear e implementar sus propias
políticas forestales, de manera que la actuación del Estado se limite a fijar, en su caso, objetivos
nacionales de reforestación, invertir en zonas donde la erosión y la desertificación estén produ-
ciendo efectos irreversibles y pérdida de suelo fértil, y mantener los servicios de obtención de in-
formación acerca de la salud y del resto de datos sobre los agentes que afectan a las masas fo-
restales (inventario forestal, mapa forestal, catálogo de montes de utilidad pública).

Igualmente, corresponderá al Estado, siempre de manera coordinada con las Comunida-
des Autónomas, actuar en materia de plagas, de conservación y mejora de las semillas y recursos
genéticos forestales, y de prevención y lucha contra los incendios forestales, en aquellos aspectos
de la investigación forestal que sólo puedan acometerse por su coste a escala nacional y que es-
tén directamente relacionados con problemas de gestión de los montes.

3.- La multifuncionalidad como criterio básico de uso de las masas forestales; es decir, la
seguridad de que cada masa forestal concreta se dedica a la función más adecuada, si ésta es in-
compatible con las restantes, o a un conjunto de funciones equilibradas, si existiera compatibili-
dad entre las mismas.

Las funciones que deben cumplir los bosques a escala general o individual, y que más de
acuerdo están con los instrumentos internacionales ratificados por España, son las funciones eco-
lógicas (regulación del ciclo del agua, evitamiento de la erosión y desertificación, efecto sumide-
ro de la atmósfera, conservación de la diversidad biológica de las propias especies forestales y
conservación de la diversidad biológica de la flora y fauna que habita en estos espacios); las fun-
ciones sociales (asentamiento de poblaciones, funciones recreativas, educativas o culturales de los
montes); y las funciones económicas (producción y comercialización de los aprovechamientos fo-
restales, de manera que se asegure un mínimo de producción de rentas para quien se dedique a
la gestión del bosque y, en especial, para los pequeños propietarios de masas forestales).

Los mecanismos que se prevén para asegurar esta multifuncionalidad (en la que la con-
servación y uso sostenible de la diversidad biológica es un pilar esencial), tanto a escala nacional
como regional y local, son los de constitución de redes que identifiquen las masas forestales que
atiendan, principalmente, a las funciones ecológicas, para garantizar su conservación, la evalua-
ción estratégica de impacto ambiental de los planes forestales y la evaluación de impacto am-
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biental de una serie de actividades concretas de gestión, como son las primeras repoblaciones, las
talas, etcétera.

4.- La garantía de la gestión sostenible de los bosques, creando foros y procesos que per-
mitan garantizar la certificación de la gestión sostenible del bosque origen de los productos, de
manera satisfactoria para el sector y para la sociedad en general.

Por otro lado, las Comunidades Autónomas deberán tender a una gestión forestal instru-
mentada por planes forestales regidos por la idea de la utilización sostenible del recurso, enfati-
zando esta aplicación en primer lugar a los montes de utilidad pública, ya sean de propiedad pú-
blica o privada. En general, para los montes de propiedad privada (66% de los españoles) se
utilizarán incentivos, tanto positivos como negativos, para promover su gestión sostenible, con-
tribuyendo así al mantenimiento de los beneficios ambientales y servicios de aprovechamiento ge-
neral y público que brindan los montes.

Por consiguiente, a través de la implantación de mecanismos eficaces y garantes de la mul-
tifuncionalidad y de la gestión sostenible mediante la certificación y, en defecto de esta, median-
te una reforma de las instrucciones de ordenación de montes arbolados del año 1970, que sólo
tienen valor como norma de referencia a la que pueden acogerse las Comunidades Autónomas o
los propietarios, debe garantizarse tanto la diversidad y mejora genética de las especies propia-
mente forestales como la minimización de los impactos en la diversidad biológica de la flora y de
la fauna por parte de las actividades forestales.

La gestión sostenible, y la salvaguarda de la biodiversidad, podría instrumentarse mediante
la creación de centros y redes entre los que ya podrían destacarse la tradición del Centro de Lou-
rizán (Pontevedra) y la experiencia de gestión sostenible de dehesas de la Junta de Extremadura.
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Es este otro de los sectores cuya actividad consiste en la utilización de componentes de la diver-
sidad biológica. En este sentido, el propio sector es responsable de su actuación sobre tales com-
ponentes, pero la diversidad sobre la que basa su actividad está sujeta también a la influencia que
otros sectores pueden ejercer sobre los ecosistemas marinos.

En el ámbito marino, el uso prioritario que tradicionalmente se le ha dado al mar ha si-
do el aprovechamiento de su producción biológica, y las actividades pesqueras tienen una gran
influencia sobre la diversidad marina, ya que la extracción continuada de especies es un elemento
que influye sobre la diversidad. Los efectos incluyen la sobreexplotación de los recursos pes-
queros, la mortalidad de especies no objetivo de la pesca, los descartes, que son muy variables
según las pesquerías, y la mortalidad de animales como delfines y otros mamíferos, tortugas y
aves, que son atrapados accidentalmente en las diferentes artes de pesca. Hay otros efectos de
consecuencias poco conocidas, como son el desequilibrio en las cadenas tróficas y los produci-
dos en los fondos y sus comunidades por determinados sistemas de pesca, como el arrastre. Es-
tos elementos, que hacen que en la actualidad varias pesquerías se encuentren fuera de una si-
tuación de explotación sostenible, deberían ser tratados prioritariamente en un plan de acción
del sector.

Pero los ecosistemas marinos, especialmente los costeros, se ven además afectados por ac-
tividades relacionadas con otros sectores, como la industria, la agricultura y el turismo, que tie-
nen lugar tanto en la propia región costera como en regiones alejadas interiores. Por ejemplo, los
aportes fluviales cargados de contaminantes, sedimentos o residuos procedentes de las actividades
industriales y agrarias y de las áreas urbanas de la cuenca, pueden afectar a extensas áreas cos-
teras y a su flora y fauna. La modificación de los ambientes litorales, que suele estar asociada a
diversas actividades como la construcción de puertos, marinas, espigones, rectificación y/o crea-
ción de playas, dragados de fondos, desecación de marismas, modificación y rectificado de cau-
ces, etc., tienen un impacto directo sobre la diversidad. Actividades que entrañan una valoración
social positiva y consecuente valor añadido de la diversidad biológica, como son las crecientes vi-
sitas a espacios marinos protegidos, han de ser reguladas, ya que su exceso incontrolado puede
repercutir negativamente en el mantenimiento y posibilidad de utilización del recurso.

Por lo que se refiere a la actividad del sector, la pesca está atravesando un período de
grandes restricciones y convulsiones, en el que los países como España, de grandes flotas y pocos
recursos propios, han de adaptarse a las nuevas imposiciones provenientes de ideas dirigidas ha-
cia una pesca más responsable y derivadas del concepto de propiedad de los recursos por parte
de los Estados ribereños dentro de sus zonas económicas exclusivas.

Actualmente la explotación pesquera española va dirigida a los grupos de peces, crustá-
ceos y moluscos (bivalvos, cefalópodos y gasterópodos) y hay una pesquería especialmente dedi-
cada a la explotación del coral rojo.

Existen diferentes criterios para denominar el nivel de explotación de los recursos pes-
queros según el organismo internacional encargado de los estudios y controles científicos, pero en
general las pesquerías españolas están o bien en situación que unos denominan de plena explo-
tación o bien en estado de sobrepesca.

A menudo, el carácter internacional de la pesca comercial posibilita procesos de sobreex-
plotación de los recursos pesqueros de terceros países o de aguas internacionales, aspecto que de-
bería ocupar un lugar principal en una planificación de gestión sostenible del sector. El capítulo
de diagnóstico incluye información al respecto.

En cuanto a la legislación para ordenar la actividad pesquera, consiste fundamentalmen-
te en el control del esfuerzo de pesca por caladero y arte de pesca, y en el establecimiento de me-
didas técnicas de conservación (mallas y tallas mínimas, zonas de veda, etc.), o incluso la prohi-
bición de determinadas artes de pesca, como las redes de deriva y el arrastre pelágico.

ANEJO III LA PESCA Y LA ACUICULTURA

116



La acuicultura, por su parte, entraña un enorme potencial como complemento de la ac-
tividad pesquera, al permitir, al menos en potencia, la disminución de las extracciones del medio
marino manteniendo la oferta de pescado y otros productos marinos en el mercado. Sin embar-
go, puede llegar a tener consecuencias negativas sobre el medio natural a través, principalmente,
de tres tipos de procesos: la alteración del equilibrio químico de los sistemas así como procesos
de contaminación, la alteración del equilibrio biológico por introducción de especies foráneas,
agentes patógenos e invasión del reservorio genético de las poblaciones silvestres y, finalmente, al-
teración del equilibrio físico por construcciones e intervenciones sobre el relieve costero.

La acuicultura debería ser motivo de un mayor desarrollo. Su correcta planificación, re-
gulando y controlando los posibles aspectos negativos comentados, podría contribuir sólidamen-
te a una gestión más sostenible del sector pesquero.
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Al igual que los anteriores, su relación con la diversidad biológica es evidentemente muy alta, ya
que la utiliza directamente en su actividad. La gestión de la caza y la pesca constituye por sí mis-
ma una herramienta de planificación y manejo de recursos naturales de extraordinario potencial,
ya que se aplica a gran parte del territorio y trabaja directamente con los componentes de los
ecosistemas naturales y seminaturales.

Sin embargo, estas actividades se practican en ocasiones de forma no sostenible, a través,
por ejemplo, del uso inadecuado de los vallados cinegéticos, la introducción de especies y varie-
dades foráneas, la excesiva carga ganadera de ungulados silvestres, y el uso de procedimientos pa-
ra eliminar las especies que compiten por el recurso cinegético, como venenos, cepos, lazos y otros
métodos no selectivos.

A través de estas prácticas se pueden producir ciertos efectos perjudiciales para la di-
versidad biológica y, a la larga, para los propios sectores cinegético y piscícola, que se nutren de
ella. En este sentido, se puede incurrir en alteración y fragmentación de hábitats, sobreexplota-
ción de especies y alteración de las redes tróficas por introducción de ciertas especies o varieda-
des o por eliminación de predadores

La caza constituye una alternativa económica y de desarrollo para zonas del mundo ru-
ral en que otros sectores están en declive. En este sentido, es importante que se planifique con
criterios de sostenibilidad, de forma que la conservación de los hábitats y ecosistemas en buen es-
tado constituya la mejor garantía de perdurabilidad del sector y de supervivencia de las especies
de interés cinegético.

La pesca deportiva es otro sector interesante en el uso de la diversidad biológica, ya que
acerca a los ciudadanos a la naturaleza y su comprensión y entraña, en principio, una agresividad
mínima o casi nula con respecto a los sistemas naturales. En algunas regiones tiene unas implica-
ciones económicas importantes que conviene mantener y fomentar en la medida de lo sostenible.
Sin embargo, aunque los efectos más perjudiciales se deriven de las grandes infraestructuras hi-
dráulicas y de transporte, y del deterioro ambiental generalizado del agua y el suelo, el afán por
mayores y más interesantes capturas en unos casos, y la negligencia en otros, ha inducido a la in-
troducción deliberada o accidental de especies de peces y crustáceos (cangrejos de río) foráneas a
las aguas ibéricas. Esto ha ocurrido en la totalidad de las cuencas españolas, produciendo en oca-
siones alteraciones importantes en las comunidades autóctonas, con frecuencia de gran interés, da-
do que los ríos ibéricos albergan gran cantidad de especies endémicas (exclusivas de los ríos pe-
ninsulares). Las especies introducidas son con frecuencia predadoras, y esto ha llegado a amenazar
la supervivencia de especies y comunidades localmente, y provocar reducción de la diversidad bio-
lógica del río, disminuyendo, por otra parte, la variedad en las posibles capturas y tipos de pesca.

Otro aspecto importante a considerar en la planificación de la pesca deportiva es la in-
troducción de variedades foráneas de especies autóctonas, como es típicamente el caso de la tru-
cha común, motivo de gran actividad deportiva y movimiento económico, que puede ver amena-
zada la supervivencia de las variedades propias de cada cuenca o río por contaminación genética
debida a las introducciones.

Una planificación sostenible del recurso, que contemple la conservación de la diversidad
de especies y variedades propias de los ríos ibéricos, debe incorporar una mayor atención a los
aspectos comentados.
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El uso y consumo de energía está íntimamente ligado a factores ambientales, tanto por las mate-
rias primas que utiliza como por las estructuras necesarias para su producción y distribución y
los efectos derivados de éstas.

La construcción de infraestructuras, como embalses y tendidos eléctricos por ejemplo, sue-
le acarrear modificación y destrucción de hábitats, así como mortandad directa de aves en el ca-
so de los segundos. A los parques eólicos, aun reconociendo las ventajas de la producción lim-
pia, se les achaca impacto paisajístico y mortandad de aves.

Sin embargo, el sector energético incide especialmente sobre la diversidad biológica a tra-
vés de los procesos de transformación y uso de la energía. Entre los hechos más notables está la
contaminación de variada índole. Con independencia del problema de eliminación de los residuos
radiactivos, las centrales nucleares de refrigeración en ciclo abierto calientan las aguas (la deno-
minada contaminación térmica) alterando la vida en su entorno. Las centrales térmicas conven-
cionales, especialmente las de carbón y fuel de baja calidad, contaminan la atmósfera, siendo res-
ponsables de importantes emisiones de anhídrido carbónico y de deposiciones de cenizas con altos
contenidos en ácidos de azufre y nitrógeno.

Las interacciones energía-ambiente producen indirectamente problemas, como la conta-
minación de aguas continentales y marinas, especialmente ligados al uso de ciertos combustibles
fósiles, como el petróleo y sus derivados, pero también el carbón, habitual fuente de contamina-
ción de las aguas en las cuencas en que se extrae.

El cambio climático está especialmente unido a la emisión de gases de combustión de los
derivados del petróleo, los combustibles más habituales actualmente. Este fenómeno va a tener
consecuencias sobre la diversidad biológica difíciles de evaluar en la actualidad en su justa medi-
da, debido principalmente a su gran envergadura y variedad de implicaciones. Lo que sí parece
seguro es que pueden cambiar sustancialmente muchos aspectos básicos del funcionamiento de los
sistemas vivos sobre el planeta, influyendo en la agricultura, la ganadería, la actividad forestal y
la pesca.

Se prevé que el cambio climático producirá sobre los bosques tropicales modificaciones
en los regímenes de lluvias, incremento de los incendios forestales y aumento de la frecuencia e
intensidad de huracanes y ciclones. En latitudes templadas y boreales las especies forestales no se-
rán capaces de migrar a velocidad suficiente para adaptarse a las nuevas temperaturas, en parti-
cular en las condiciones de fragmentación de hábitat de gran parte de su territorio potencial, y
muchas no sobrevivirán.

Otras consecuencias directas o indirectas de los usos actuales de energía son la disminu-
ción de la capa de ozono y los depósitos de metales pesados, cuyos efectos contaminantes apare-
cen tanto en aguas como en suelos.

La política del Plan Energético Nacional para los años 1991 al 2000 va dirigida a lograr
un adecuado equilibrio de los diferentes objetivos de la misma: minimización de los costes, di-
versificación, potenciación de los recursos autóctonos y protección ambiental. La consecución de
estos interesantes objetivos, en particular por lo referente a la protección ambiental y promoción
de energías renovables o limpias, requiere de la adecuada coordinación entre las administraciones
implicadas y con el conjunto de agentes del sector para asegurar, a través de un Plan Sectorial de
Acción, que se incorporan a la planificación y gestión energética los principios de conservación y
uso sostenible de la diversidad biológica.

España tiene un gran potencial de producción de energías de bajo impacto y el sector es-
tá adquiriendo un desarrollo importante en este sentido. Es necesario efectuar un trabajo conjunto
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para encontrar soluciones a los problemas planteados, que deben ir principalmente hacia la bús-
queda de bajo impacto ambiental de las infraestructuras, la reducción de la contaminación en la
producción y uso de los combustibles actuales y promoción de los menos contaminantes, y la op-
timización de la eficacia en el uso de la energía en todos los ámbitos. 
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Tiene una gran importancia respecto a la conservación y uso de la diversidad biológica. Por una
parte, su desarrollo convencional ha conllevado habitualmente alteraciones importantes en la bio-
diversidad; por otra, en las últimas décadas ha adquirido un auge creciente el llamado turismo
verde, de naturaleza, de aventura, etc., que se basa en la explotación de ciertos potenciales eco-
nómicos de algunos componentes de la diversidad biológica.

El sector turístico afecta a la diversidad biológica a través de instrumentos variados, los
cuales son con frecuencia actividades que competen a otras políticas sectoriales, como puede ser
el caso de la construcción incontrolada y la política urbanística u ordenación del territorio, pero
la causa subyacente sigue siendo el turismo a través del tipo de actividades turísticas que se fo-
mentan y la influencia de estos hechos sobre el resto de políticas afectadas.

Entre los procesos propios del sector que afectan a la diversidad biológica destacan los
cambios en los usos del suelo, la construcción de infraestructuras de fuerte impacto, la contami-
nación, la sobreexplotación de recursos biológicos e hídricos, la superación de la capacidad de
carga de los ecosistemas a través de la masificación, la generación de residuos y las pautas de
comportamiento no compatibles o insolidarias con el medio natural del que se pretende disfrutar.

Por otra parte, las actividades recreativas practicadas en la naturaleza y medio rural en
general, tienen el componente positivo de uso de elementos de la diversidad biológica, con lo que
esto conlleva de valoración de los recursos y valor añadido a tales elementos. Sin embargo, es ne-
cesario establecer los límites y condiciones de ese uso para que pueda considerarse sostenible; es
decir, que no se esquilme el recurso y pueda mantenerse indefinidamente su posibilidad de utili-
zación y potencial económico. La recogida de setas, el ciclismo de montaña, la pesca submarina
y otras muchas actividades similares necesitan ser regladas para evitar que todos estos recursos
valiosos se deterioren y pierdan su valor como tales.

La incorporación de los principios de conservación y uso sostenible de la diversidad bio-
lógica al desarrollo del sector turístico debe ser considerada como un valor añadido de fuerte po-
tencial económico, aplicable como elemento de renovación a los enfoques más convencionales y
como posibilidad de desarrollo rural en territorios hasta ahora alejados de la actividad turística.
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La interacción entre este sector y la conservación de la diversidad biológica y su capacidad de uso
sostenible es amplia y variada, debido a la gran presencia de la industria en la sociedad actual y
a su muy variada gama de actividades.

Esta interrelación es ambivalente y, mientras el sector industrial se reconoce como uno de
los de consecuencias más negativas para la diversidad biológica, ciertos sectores industriales ba-
san su actividad en la utilización de sus componentes, por lo que se debe partir en estos casos de
su interés en la conservación y uso racional de tales componentes.

Entre las causas de alteración de la diversidad biológica derivados de las actividades in-
dustriales se encuentran la contaminación de suelos, agua y atmósfera, destacando la introducción
de sustancias sintéticas no asimilables por la naturaleza, la construcción de infraestructuras de im-
pacto negativo, la sobreexplotación de especies y otros componentes bióticos y abióticos de los
ecosistemas, los cambios irreversibles de los usos del suelo, la emisión de radiaciones, los eleva-
dos consumos de energía y la escasa reutilización y reciclado de residuos, entre otros. Derivados
de algunos de estos procesos más o menos particulares son otros más globales y de repercusio-
nes más amplias, como la destrucción de la capa de ozono y el calentamiento global.

La afección de estos fenómenos sobre la diversidad biológica y su posible uso sostenible
es principalmente en forma de fragmentación, modificación y destrucción de hábitats y ecosiste-
mas.

La minería es una actividad económica que, en todas sus formas, ejerce una influencia
particularmente negativa sobre la diversidad biológica. La envergadura de ciertas explotaciones
provoca alteraciones de gran magnitud en el territorio, a las que habría que aplicar una planifi-
cación y ejecución técnica minimizadora de impactos y una restauración ambiental adecuada.

Una mejor aplicación que la actual del procedimiento de evaluación de impacto ambien-
tal, así como la generalización de la evaluación estratégica previa para políticas, planes y pro-
gramas, sería de gran eficacia en la mejora de la incorporación de criterios ambientales a la ac-
tividad industrial.

La incorporación de los criterios de conservación y uso sostenible de la diversidad bioló-
gica al sector industrial ha de interpretarse como un valor añadido de interés para el mismo. Pa-
ra los que tratan directamente con los componentes de la biodiversidad, se trata de garantizar que
el recurso en uso se encuentre siempre disponible y mantenga así su potencial económico. Para
otros sectores se trata de un factor de competitividad en alza que adquiere paulatinamente ma-
yor valor de mercado aplicable a los procesos de extracción, manipulación y producción, distri-
bución y comercialización.
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Este sector contiene en sí mismo un gran potencial de cara a la conservación y uso sostenible de
la diversidad biológica, ya que cuenta en España con herramientas de extraordinario valor, como
los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, además de las específicas de ordenación te-
rritorial y urbanística en sentido general.

Sin embargo, el uso de estas herramientas no acaba de implantarse en la práctica coti-
diana, mientras siguen actuando elementos alteradores de los recursos naturales, en general, y la
diversidad biológica, en particular.

Los procesos a través de los cuales sucede esto son principalmente los cambios en los usos
del suelo, incluyendo el consumo de suelo natural, en particular de vega, los fenómenos de con-
centración urbana en el medio rural y periurbano, el desarrollo urbanístico incontrolado y la cons-
trucción de infraestructuras de impacto negativo, entre otros. Todo ello se puede agrupar bajo la
idea globalizadora de la aplicación de normas de planeamiento inadecuadas y ajenas al mejor uso
de los recursos naturales.

La ciudad suele ser, por otra parte, generadora de gran cantidad de residuos de todo ti-
po, trasladando la contaminación y transformación de hábitats por vertederos y otras infraes-
tructuras a zonas periféricas. En este sentido, la ciudad debe cerrar sus ciclos, y no trasladar los
problemas producto de sus actividades a zonas que se convierten rápidamente en focos de de-
gradación creciente.

Los espacios periurbanos sufren con frecuencia una gran concentración de impactos prác-
ticamente irreversibles, como consecuencia precisamente de la proximidad de la gran urbe. Entre
ellos se cuenta la demanda de gran cantidad de materias primas, como son típicamente los ári-
dos (gravas y arenas) de las cuencas fluviales y la construcción de infraestructuras periféricas de
transporte, que suele conllevar recalificación del suelo, entre otros. Existe actualmente un fenó-
meno de suburbanización del medio rural a gran escala en todo el territorio nacional que afecta
no sólo a las grandes concentraciones urbanas, sino a todo tipo de ciudades y pueblos, llegando
hasta las más pequeñas localidades, que suelen constituir segunda residencia para los habitantes
de urbes mayores.

Por otra parte, es paradójica, e igualmente grave, la proliferación de construcción de vi-
viendas e infraestructuras variadas en torno a los mejores espacios naturales, a los que se utiliza
como reclamo turístico o de inversión. Las alteraciones de hábitats y ecosistemas son en estos ca-
sos especialmente graves, ya que se elimina con gran facilidad el necesario efecto de amortigua-
miento de impactos que deben ejercer las zonas periféricas de estos espacios para garantizar su
supervivencia.

Este último aspecto pone en evidencia el reconocimiento social y económico de la diver-
sidad biológica, plasmada en este caso en los espacios naturales de valor, y que, si bien implica
un valor añadido importante de repercusión en variados sectores económicos, necesita ser mode-
lado y regulado por una planificación territorial que incorpore la conservación y el uso sosteni-
ble de esos recursos naturales. A estos efectos, la adecuada coordinación entre las diferentes ad-
ministraciones responsables y otros agentes sociales implicados se vislumbra como la mejor
herramienta para la compatibilización de todos los intereses en el diseño de una planificación te-
rritorial respetuosa.
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Las necesidades de movilidad inherentes al modelo de sociedad actual han condicionado en las
últimas décadas un gran desarrollo del sector del transporte en todo el territorio español, fenó-
meno al cual no es ajena la diversidad biológica.

A este sector se le achacan efectos negativos sobre la biodiversidad, que se resumen prin-
cipalmente en la fragmentación y alteración de hábitats y, a menor escala, en la mortandad de
animales, por atropello de automóviles principalmente. Los procesos que generan estos efectos so-
bre la biodiversidad incluyen la instalación de grandes infraestructuras, como aeropuertos, puer-
tos, ferrocarriles y, principalmente, carreteras; la contaminación atmosférica, acústica y de aguas
continentales y marinas, y la alteración de la atmósfera por el transporte aéreo, entre otros. De
especial relevancia es la contaminación atmosférica producida por el fomento creciente del trans-
porte privado por carretera; al cambio climático debido principalmente a esta contaminación se
le adjudican alteraciones profundas de los grandes sistemas ecológicos sobre la Tierra.

Por otra parte, el gran desarrollo de este sector ha llevado consigo la génesis de diseños
de planificación y técnicas enfocados a paliar los efectos deletéreos de las actividades comenta-
das. La evaluación de impacto ambiental y evaluación estratégica previa de planes y programas
constituyen herramientas válidas que habría que mejorar y promocionar en su implantación y uti-
lización. Hay cada vez más casos de ejecución de infraestructuras respetuosas con las caracterís-
ticas del territorio y sus recursos naturales y hay que profundizar en el trabajo común para ex-
tender esta concepción a los grandes procesos de planificación de la política sectorial y elaboración
de programas.
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Tiene una relevancia capital para la conservación de la diversidad biológica y su posible uso sos-
tenible. Esto se debe, en primer lugar, a que el agua es en sí misma hábitat de multitud de co-
munidades vivas y además posibilita la vida allá donde llega; en segundo lugar, a que todos los
sectores o ámbitos analizados anteriormente necesitan imprescindiblemente al agua para su acti-
vidad, por lo que ejercen gran influencia sobre la cantidad y calidad del recurso. Como conse-
cuencia, la política hidrológica se convierte quizá en el sector más transversal a todos los demás,
en particular en su relación con la diversidad biológica. De estas consideraciones previas se de-
duce la importancia capital de desarrollar una planificación integrada y una gestión sostenible de
los recursos hídricos.

Los ecosistemas acuáticos son generadores y sustentadores de especies y comunidades bio-
lógicas de gran valor, que se han visto fuertemente afectadas por la alteración de los cursos de
agua valorada exclusivamente en términos socioeconómicos. Toda posible planificación de altera-
ción de los cursos naturales de agua debiera ser valorada previamente en cuanto al impacto po-
tencial que pueda ejercer sobre la biodiversidad que sustenta. En este sentido, los invertebrados y
las comunidades de microorganismos no han sido apenas considerados en general como algo sus-
ceptible de conservación, y hay que destacar el hecho de que existen numerosos endemismos es-
pañoles que están ligados a estos cursos de agua, así como comunidades muy ricas en especies
que están desapareciendo por la alteración del curso de los ríos, la explotación indiscriminada de
acuíferos y la degradación y desecación de humedales.

Entre los años 1980 y 1992 la demanda hídrica creció en España un 10%, a pesar de la
disminución del ritmo de las transformaciones en regadío y de una indudable mayor eficacia en
la gestión del agua. Como consecuencia de este aumento, la sobreexplotación de los recursos hí-
dricos, en particular los subterráneos, comienza a representar un grave problema en las cuencas
del Guadiana, Guadalquivir, Segura, Júcar, así como en los ríos del sur vertientes al Mediterrá-
neo, en algunas comarcas de Cataluña, Valencia y Murcia y en Baleares y Canarias.

Sin embargo, los Planes Hidrológicos de Cuenca aprobados contienen previsiones de trans-
formación en nuevos regadíos para una superficie total cercana a un millón de hectáreas (aunque
el Plan Nacional de Regadíos limita a 180.000 ha las transformaciones financiables por el Esta-
do), que de ser técnica y económicamente posibles de llevar a cabo, agravarían y extenderían a
otras áreas la situación de sobreexplotación comentada, ya que la agricultura consume aproxi-
madamente el 80% del agua utilizada en España. Estas previsiones deberán ajustarse en el Plan
Hidrológico Nacional y, en todo caso, someterse a evaluación estratégica previa en la que la con-
servación de la diversidad biológica y el uso sostenible del propio recurso hídrico tuvieran un pa-
pel definitivo. La adaptación al Plan Nacional de Regadíos requiere, entre otras cosas, la moder-
nización y uso eficiente del agua en los regadíos, compatibilizando la perspectiva ambiental y
social de esta planificación, aspecto de difícil consecución actualmente dado el carácter obsoleto
de buena parte de los regadíos actuales.

Los trasvases, especialmente intercuencas, pueden transportar especies a cuencas de las
que son ajenas. Se produce así alteración de la estructura de los ecosistemas acuáticos y conta-
minación genética. Este fenómeno no se ha tenido en cuenta hasta el momento, y en ciertos gru-
pos animales, como los peces, la solución sería tan simple como la instalación de filtros adecua-
dos en enclaves determinados.

La contaminación de las aguas superficiales y subterráneas supone una amenaza seria pa-
ra la conservación de la diversidad biológica. Uno de sus efectos, la eutrofización de las aguas,
conduce a la modificación de los hábitats acuáticos y de las especies ligadas a los ambientes lén-
ticos (aguas corrientes) y lóticos (lagos y lagunas). Los efluentes de origen industrial, urbano y
agrario son las principales fuentes de la contaminación puntual o difusa de las aguas, en las que
influyen también de forma importante la política territorial y de turismo, entre otras. El carácter
dinámico del medio acuático hace que la degradación que supone su contaminación se extienda
por amplias zonas del territorio y largos tramos fluviales desde los puntos de origen. En la ac-
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tualidad hay diversas iniciativas en marcha, tanto de carácter nacional como autonómico, dirigi-
das a la prevención de la contaminación de las aguas superficiales, que serán de importante im-
pacto positivo sobre la calidad de las mismas, pero no tanto respecto a las subterráneas, aspecto
en el que la mínima aplicación de la legislación vigente no garantiza los resultados esperables.

Las implicaciones de la agricultura en la planificación hidrológica han producido, por lo
general, resultados negativos para la diversidad biológica, a través de acciones como la ocupación
de las márgenes fluviales, canalizaciones y encauzamientos, rectificaciones de cursos y detracción
de caudales que llegan a secar los cauces.

La construcción de presas de embalse ha alterado el régimen hídrico de los ríos, es decir,
su dinámica ecológica natural, influyendo no sólo en el medio puramente acuático, sino en los
sistemas terrestres ribereños. Estas presas responden a usos agrícolas, de producción de energía
eléctrica y de abastecimiento a poblaciones e industria, siendo muy habitual en España que ten-
gan una utilización mixta. Actualmente las minicentrales eléctricas en ríos se perfilan como una
seria amenaza para la diversidad biológica y el medio natural fluvial, ya que va en aumento la
demanda de su instalación, con frecuencia concatenando varias, en los tramos mejor conservados
de muchos ríos ibéricos.

La desecación de humedales está todavía vigente, asociada, en ocasiones, a la actividad
agraria y, en otras, a la urbanística.

Hay, por fin, otra serie de usos y aprovechamientos de los sistemas fluviales que requie-
re el cumplimiento estricto y urgente de la legislación vigente (Ley de Aguas y Reglamento del
Dominio Público Hidráulico principalmente) para evitar, o al menos paliar, el efecto perjudicial
sobre la diversidad biológica. Entre ellos se cuentan la extracción de áridos, actualmente muy des-
controlada en diversas cuencas ibéricas y de gran perjuicio local al medio acuático y ribereño, los
usos recreativos de ríos y márgenes, la utilización de las riberas como vertederos incontrolados y
la ocupación de cauces y del Dominio Público Hidráulico por todo tipo de construcciones y usos
privados.

En este sentido, tanto la mencionada Ley de Aguas como su desarrollo a través de dos
reglamentos contienen una capacidad de gestión del recurso mucho más sostenible que la que ac-
tualmente se practica. La elaboración de un plan de acción sectorial que implicara a todos los
usuarios y se basara en el potencial de las mencionadas piezas legislativas abriría el camino para
una utilización más sostenible del agua y su contribución a la conservación de la diversidad bio-
lógica.
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Este sector tiene relación con la diversidad biológica y su uso a través de la industria farmacéu-
tica y de la modificación genética de organismos principalmente.

La primera utiliza multitud de principios provenientes de plantas sobre todo, y en este
sentido es importante que su extracción del medio natural y utilización en general se planteen so-
bre bases de sostenibilidad y perdurabilidad del recurso a largo plazo. De no ser así, se puede in-
currir en sobreexplotación de ciertas especies, especialmente de aquellas con áreas de distribución
restringidas, y amenazar incluso su supervivencia.

En este sector adquieren especial importancia los conocimientos tradicionales desarrolla-
dos en torno al uso de especies vegetales sobre todo, aplicadas a la medicina y otras actividades,
conocimientos por los que la industria farmacéutica muestra actualmente tanto o más interés que
por los propios principios activos, ya que en el saber hacer radica buena parte del potencial de
utilización de las diferentes especies y productos derivados. Estos conocimientos tradicionales de-
ben ser igualmente motivo de conservación y uso sostenible por parte de los interesados, enten-
diendo la sostenibilidad en este caso, entre otros aspectos, como el reparto equitativo de benefi-
cios derivados del uso de los recursos genéticos de que habla el Convenio sobre Diversidad
Biológica.

Por otra parte, el sector de la sanidad desecha residuos particularmente peligrosos, en mu-
chos casos por ser portadores de microorganismos patógenos, o por incluir productos radiactivos,
y que no siempre son tratados adecuadamente dado el peligro potencial que entrañan. El riesgo
de contaminación es evidente, tanto por vertidos como por residuos sólidos, y es importante que
se desarrollen cuanto antes y de forma generalizada planes de ordenación de los residuos sanita-
rios, ya en elaboración o en funcionamiento en algunas Comunidades Autónomas.

El empleo de microorganismos modificados genéticamente por la industria farmacéutica,
y la sanidad en general, para la obtención de productos de uso diagnóstico, terapéutico y profi-
láctico debe tenerse especialmente en cuenta por su incidencia sobre la biodiversidad.

EL SECTOR DE LA SANIDAD

1
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Aunque se trata de un sector transversal a otros muchos de los tratados, tiene un funcionamien-
to propio que en ocasiones puede repercutir sobre la diversidad biológica. El principal mecanis-
mo a través del cual sucede esto es la globalización de los mercados, que puede generar estruc-
turas comerciales sobredimensionadas respecto a la demanda real. Otros procesos del sector
comercial con efectos sobre la biodiversidad son el desequilibrio entre la producción y la deman-
da de recursos renovables, el comercio de especies amenazadas y el furtivismo inducido por los
altos precios en el mercado.

La comercialización constituye una parte muy importante de la gestión global de cual-
quier producto o recurso, incluidos los componentes de la diversidad biológica. Por otra parte, la
gestión sostenible de estos recursos es un valor en alza a efectos de mercado, de forma que cada
vez es más frecuente que los compradores demanden, o los productores ofrezcan como valor aña-
dido, la extracción o producción sostenible de las materias primas y su procesamiento. En este
sentido, el sector del comercio debe incorporar a su planificación esta capacidad de influencia en
la conservación y uso sostenible de los recursos naturales y la diversidad biológica, tanto por la
contribución que puede hacer a estos como por la ventaja competitiva que supone el comercio
basado en la sostenibilidad de la producción.
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La Estrategia española para la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica se ba-
sa, tanto en el diagnóstico como en las medidas, en la preexistencia de un entramado estructural
de relaciones entre el elemento humano y el medio biótico y abiótico en el cual se actúa. Este en-
tramado se expresa externamente en lo que se ha dado en llamar genéricamente medio rural, y
sin cuya existencia y mantenimiento, al menos parcial, no se concibe la aplicación de la presente
Estrategia.

En gran parte, muchos de los procesos que se han considerado en los últimos apartados
del diagnóstico, y que justifican la elaboración de los planes sectoriales como principal medida de
aplicación de la Estrategia, son el reflejo del proceso de cambio profundo que está teniendo el
medio rural español.

Por consiguiente, es impensable que pueda lograrse un éxito en la aplicación de la Estra-
tegia sin una planificación en paralelo, extremadamente cuidada, del modelo de desarrollo rural
aplicable en España, en este mismo espacio temporal, es decir, desde el año 2000 hasta el 2010.

La Unión Europea, marco obligado de referencia puesto que es la principal fuente de fi-
nanciación de las medidas estructurales de desarrollo rural, se encuentra inmersa en un debate
profundo de la Agenda 2000, cuya finalidad y objetivos primordiales son la supresión, a largo
plazo, de unas estructuras de la política agrícola común, basadas en el mantenimiento de los pre-
cios para generar rentas en la agricultura, a fin de dar lugar a esquemas y generaciones de ren-
tas sobre la base de actividades en el medio rural que no necesiten del apoyo de la política de
precios.

Ello va a obligar a hacer un análisis muy cuidadoso sobre hacia qué actividades del mun-
do rural deben destinarse los recursos de los fondos estructurales, cuyas cuantías se verán au-
mentadas en la misma o mayor medida en que se prevé la paralización del aumento del presu-
puesto agrícola clásico.

Ciertamente, la percepción de la biodiversidad constituye uno de los parámetros, si es que
no es el único, que la Unión Europea está dispuesta a considerar como justificante de estas nue-
vas inversiones estructurales. Muchas de las líneas directrices de actuación y medidas que prevé
el presente documento están pensadas en línea con las actuaciones que el debate de la Agenda
2000 parece enfatizar. 

Por consiguiente, debe quedar claro que en la elaboración de los programas nacionales
únicos que prevé el proyecto europeo de reglamento de desarrollo rural debe hacerse un esfuer-
zo muy especial para incorporar todos los elementos de la presente Estrategia dentro de los sub-
programas operativos beneficiarios de esos reglamentos.

La muy reciente modificación de la estructura orgánica del Ministerio de Agricultura, Pes-
ca y Alimentación, aprobada a través del Real Decreto 1490/1998, de 10 de julio, es ya un cla-
ro avance en la idea de reconocer las competencias para la elaboración de ese programa y de que
parte de su contenido debe reorientarse hacia la finalidad medioambiental.

EL DESARROLLO RURAL Y LA ESTRATEGIA ESPAÑOLA PARA
LA CONSERVACIÓN Y EL USO SOSTENIBLE DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA
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I. INTRODUCCIÓN

A) El desafío

1.- La diversidad biológica (biodiversidad) es fundamental para preservar la vida en la
Tierra y tiene importantes valores sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recrea-
tivos y estéticos. Además de su valor intrínseco, la biodiversidad determina nuestra capacidad de
adaptación al cambio. Una biodiversidad adecuada limita los potenciales efectos catastróficos de
fenómenos tales como el cambio climático o las plagas de parásitos. Es esencial para mantener la
viabilidad a largo plazo de la agricultura y la pesca con miras a la producción alimentaria. Fi-
nalmente, la biodiversidad ofrece a menudo soluciones a los problemas existentes en materia de
contaminación y enfermedades.

2.- Según un informe sobre la evaluación de la biodiversidad mundial (Global Biodiver-
sity Assessment) del PNUMA, la diversidad biológica del planeta está disminuyendo a un ritmo
más rápido que en cualquier época pasada. La situación en Europa también es preocupante. La
rica biodiversidad de la Unión Europea ha sido lentamente modificada a lo largo de los siglos por
la actividad humana, cuya influencia se ha intensificado drásticamente en las últimas décadas. La
evaluación del PNUMA confirma que, en algunos países europeos, hasta el 24% de las especies
de algunos grupos, como mariposas, aves y mamíferos, se ha extinguido a nivel nacional.

3.- Las causas de la regresión de la biodiversidad en Europa apuntan la posibilidad de
una aceleración de la misma si no se toman medidas. La Agencia Europea de Medio Ambiente
decía en su Dobris Assessment que “el retroceso de la biodiversidad en muchas regiones de Eu-
ropa obedece fundamentalmente a unas formas de uso del suelo en la agricultura y la silvicultu-
ra extremadamente intensivas y parcialmente industriales, a una creciente fragmentación de los
hábitats naturales restantes debido a la infraestructura, la urbanización y el turismo de masas, así
como a la contaminación de las aguas y la atmósfera. La tasa de pérdida de biodiversidad mues-
tra una tendencia mucho más acusada al alza que a la estabilización”.

4.- Pese a los esfuerzos realizados por la Comunidad y los Estados miembros para atajar
el problema de la reducción o pérdida de biodiversidad, las medidas vigentes son insuficientes pa-
ra invertir la tendencia actual. Por consiguiente, es primordial y urgente que la Comunidad se do-
te de una estrategia y tome medidas favorables a la conservación y el uso sostenible de la biodi-
versidad.

B) La respuesta

5.- El alcance mundial de la reducción o pérdida de la biodiversidad y la interdependen-
cia de las diferentes especies y ecosistemas a través de las fronteras nacionales exigen medidas in-
ternacionales concertadas. El marco de actuación es el Convenio sobre la Diversidad Biológica
(CDB), que fue ratificado por la Comunidad Europea el 21 de diciembre de 1993. Son tres los
objetivos de este Convenio, a saber: la conservación de la diversidad biológica, el uso sostenible
de sus componentes y el reparto justo y equitativo de los beneficios derivados de la utilización de
los recursos genéticos. La biodiversidad se define en este Convenio como “la variabilidad de or-
ganismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y ma-
rinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprende
la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas”.

6.- El artículo 6 del Convenio exige específicamente a cada parte:
- Elaborar estrategias, planes o programas nacionales para la conservación y el uso sos-

tenible de la diversidad biológica o adaptar a tal fin las estrategias, planes o programas existentes,
que habrán de reflejar, entre otras cosas, las medidas establecidas en el presente Convenio que se-
an pertinentes para la Parte Contratante interesada.

- Integrar, en la medida de lo posible y según proceda, la conservación y el uso sosteni-
ble de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o intersectoriales.
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La Conferencia de las Partes ha facilitado orientaciones adicionales para la elaboración
de dicha estrategia.

7.- La Unión Europea desempeña un papel precursor a nivel mundial en el fomento de
los objetivos del Convenio, no sólo para satisfacer las obligaciones jurídicas del Convenio, sino
también para responder a las expectativas y aspiraciones de sus ciudadanos, que, además de los
valores económicos y ambientales demostrados de la diversidad biológica, incluyen en ella el prin-
cipio ético de prevención de extinciones evitables.

8.- La estrategia comunitaria de biodiversidad expuesta en la presente Comunicación ofre-
cerá el marco para elaborar las políticas e instrumentos a fin de cumplir las disposiciones del
CDB. El primer informe de la Comunidad Europea a la Conferencia de las Partes en el CDB fa-
cilita una evaluación sucinta de la importancia y el estado de la biodiversidad en la Unión Euro-
pea. También ofrece un panorama general de las iniciativas e instrumentos de la Comunidad, en
curso y previstos, conducentes al logro de los objetivos del CDB. Por tanto, este informe consti-
tuye un importante documento de referencia de la estrategia.

9.- En sus conclusiones del 18 de diciembre de 1995, el Consejo de Ministros consideró
que “con respecto a los asuntos de su competencia y en estrecha cooperación con sus Estados
miembros, la Comunidad debe elaborar una estrategia comunitaria para determinar las lagunas
existentes en la política de conservación de la Comunidad Europea y para promover la diversi-
dad biológica en las políticas de la Comunidad, complementando así las estrategias, programas y
planes de los Estados miembros, con objeto de garantizar la plena aplicación de este Convenio”.

10.- Todos los Estados miembros de la Comunidad son partes contratantes en el CDB,
por lo que ya han adoptado sus respectivas estrategias nacionales de biodiversidad o se hayan in-
mersos en dicho proceso. Mediante la elaboración y la aplicación de sus estrategias nacionales,
los Estados miembros aportan una contribución esencial al logro de los objetivos del Convenio.
Numerosos Estados miembros han establecido un organismo, asamblea o comité nacional de
coordinación en el ámbito de la biodiversidad y todos ellos han integrado, o prevén integrar, la
conservación y el uso sostenible de la biodiversidad en los planes sectoriales o intersectoriales co-
rrespondientes. Los sectores de actividad afectados y el planteamiento adoptado varían de un pa-
ís a otro como consecuencia de las características específicas de su biodiversidad y de la impor-
tancia relativa de las presiones que soportan. En general, se considera que las políticas de medio
ambiente, agricultura, silvicultura y pesca tienen la máxima prioridad. En muchos casos, también
se tienen en cuenta la ciencia y la tecnología, la energía, la industria, el transporte, el turismo y
el ocio, la salud, la educación y la defensa. En sus estrategias nacionales, los Estados miembros
atribuyen diversa importancia a los diferentes temas incluidos en el CDB. La Agencia Europea de
Medio Ambiente ha realizado una primera evaluación de la aplicación de las diferentes medidas
contenidas en el CDB por parte de los Estados miembros.

En los informes de los Estados miembros a la Conferencia de las Partes sobre la aplica-
ción del CDB figura un examen más actualizado.

11.- La satisfactoria aplicación del CDB requiere una cooperación, tanto dentro de los Es-
tados miembros como a nivel comunitario. Es fundamental elaborar y aplicar estrategias nacionales
en todos los Estados miembros, aunque una serie de políticas e instrumentos comunitarios tienen
asimismo importantes repercusiones para la biodiversidad. Por consiguiente, la Comunidad debe
tomar medidas en estos ámbitos, tanto a efectos de complementariedad como a fin de evitar du-
plicaciones de esfuerzos a nivel nacional. La estrategia comunitaria se centra en la profundización
y la aplicación de las políticas e instrumentos comunitarios.

C) Alcance y objetivos de la estrategia

12.- En tanto que agente clave a nivel internacional, es evidente que la Comunidad debe
velar porque sus propias políticas e instrumentos, muchos de los cuales tienen una incidencia sig-
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nificativa en la biodiversidad, reflejen la problemática de la conservación y el uso sostenible de la
biodiversidad y contribuyan a su resolución.

13.- La estrategia comunitaria propuesta en materia de biodiversidad, por tanto, trata de
prever, prevenir y atajar las causas de una reducción significativa o de la pérdida de biodiversi-
dad en la fuente. Ello contribuirá a invertir las tendencias actuales de reducción o pérdida de bio-
diversidad y a alcanzar un estado de conservación satisfactorio de las especies y los ecosistemas,
agroecosistemas incluidos, tanto dentro como fuera del territorio de la Unión Europea.

14.- La estrategia comunitaria de biodiversidad es un elemento del Quinto Programa de
Acción en materia de Medio Ambiente, Hacia un Desarrollo Sostenible, y debe considerarse en el
contexto de la obligación de integrar la problemática ambiental en otras políticas sectoriales, de
conformidad con el apartado 2 del artículo 130 R del Tratado. Se ajusta a los renovados com-
promisos en favor del desarrollo sostenible contenidos en el Tratado de Amsterdam, que estable-
ce que “las necesidades de protección del medio ambiente deben integrarse en la formulación y
la aplicación de las políticas y actividades de la Comunidad ..., en particular con miras al fomento
del desarrollo sostenible”. La estrategia también tiene en cuenta una serie de conclusiones del Con-
sejo y los objetivos pertinentes de la estrategia paneuropea de diversidad biológica y paisajística.

15.- La estrategia define un marco de medidas necesarias para cumplir las obligaciones
jurídicas de la Comunidad Europea con arreglo al artículo 6 del CDB. Las obligaciones que el
CDB impone a la Comunidad Europea se recogen en la sección 11 de la presente estrategia co-
munitaria, en torno a cuatro temas principales. Los objetivos que deben alcanzarse en el contex-
to de las políticas e instrumentos comunitarios pertinentes a fin de cumplir estas obligaciones se
especifican en la sección III.

16.- La aplicación del CDB por parte de la Comunidad exige un proceso en dos fases.
La adopción de la presente estrategia, que incluye las orientaciones generales de actuación, cons-
tituye la primera de estas fases. La segunda consiste en la elaboración y aplicación de los planes
de acción y otras medidas por parte de los servicios de la Comisión responsables de los ámbitos
de actividad afectados. Esta segunda fase permitirá traducir en medidas concretas los objetivos
derivados del Convenio.

17.- Los planes de acción y otras medidas intensificarán los vínculos entre los objetivos
de cada tema y los objetivos de cada ámbito de actuación. Al establecer un mecanismo que ga-
rantiza la integración de los aspectos de biodiversidad en otros instrumentos y ámbitos de actua-
ción, la estrategia contribuye a colmar una laguna existente en la actual política comunitaria de
conservación.

18.- Los planes de acción y otras medidas adoptadas para alcanzar estos objetivos han
de valorizar y complementar las políticas vigentes y las iniciativas previstas. En la elaboración de
los planes de acción deberán tenerse en cuenta las medidas y objetivos previstos por las estrate-
gias de los Estados miembros a fin de garantizar un valor añadido real, además de la coherencia
y la complementariedad. La mejor manera de lograr esto sólo podrá dilucidarse una vez estén dis-
ponibles todas las estrategias de los Estados miembros.

19.- Dada la participación de la Comunidad y sus Estados miembros en una serie de
acuerdos y convenios internacionales pertinentes para los objetivos del Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica, esta estrategia ofrece directrices para garantizar la coherencia de las iniciativas
tomadas en diferentes foros internacionales. Por consiguiente, la aplicación de esta estrategia con-
tribuirá a alcanzar los objetivos de la Comunidad en el marco de otros convenios.

20.- Los progresos en la aplicación de la estrategia y los resultados de los planes de ac-
ción y otras medidas se supervisarán y evaluarán mediante objetivos mensurables e indicadores
de biodiversidad, con objeto de medir la eficacia de las medidas tomadas y servir de referencia
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de las medidas adicionales necesarias. El proceso de desarrollo, aplicación y supervisión se des-
cribe en la sección IV.

II. TEMAS DE LA ESTRATEGIA

1.- La estrategia comunitaria de biodiversidad gira en tomo a cuatro temas principales.
En cada uno de los temas se ponen de relieve los objetivos específicos que deben alcanzarse por
medio de los planes de acción y otras medidas. Estos objetivos surgen de las obligaciones especí-
ficas impuestas a la comunidad por el CDB, a la vez que las satisfacen.

Tema 1. Conservación y uso sostenible de la diversidad biológica.

2.- En este tema, la Comunidad perseguirá la conservación y, cuando proceda, la recupe-
ración de los ecosistemas y las poblaciones de especies en su entorno natural. También se cen-
trará en la conservación de los ecosistemas en los que las especies y variedades cultivadas y las
razas animales domésticas han desarrollado sus propiedades distintivas. La conservación in situ
requiere en algunos casos iniciativas adicionales ex situ. Este tema también hace referencia a las
medidas necesarias para garantizar la explotación sostenible de los recursos naturales.

Conservación in situ

3.- La Comunidad seguirá apoyando la creación de redes de zonas designados, en parti-
cular la red NATURA 2000 de la UE. Sin embargo, para un gran número de especies silvestres,
especies y variedades cultivadas y razas animales domésticas, el establecimiento de un sistema de
zonas protegidas no es por sí solo suficiente o apropiado. Por consiguiente, la conservación in si-
tu requiere que la Comunidad considere, dentro de los ámbitos de actividad sectoriales u hori-
zontales pertinentes, la incidencia sobre la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad en
el territorio situado fuera de las zonas protegidas. Este aspecto representa una de las principales
lagunas de las políticas comunitarias vigentes en materia de conservación. Por tanto, la Comuni-
dad debe tratar, según proceda, de:

- Promover y apoyar la conservación de las características de los ecosistemas.
- Procurar que el tamaño de las poblaciones, la estructura, la distribución y la evolución

espontánea de las especies silvestres mantengan un estado de conservación satisfactorio y apoyar
planes de recuperación para las especies más amenazadas.

- Tomar medidas para mantener el patrimonio genético de las especies silvestres y do-
mesticadas e impedir procesos de deterioro genético.

4.- La presencia o la introducción de especies o subespecies extrañas puede causar dese-
quilibrios y cambios en los ecosistemas, así como tener repercusiones potencialmente irreversibles,
mediante hibridación o competencia, en los componentes autóctonos de la diversidad biológica.
Atendiendo al principio de precaución, la Comunidad debe tomar medidas encaminadas a evitar
que las especies extraídas redunden en perjuicio de los ecosistemas, las especies prioritarias o los
hábitats de los que dependen y a controlar, gestionar y, siempre que sea posible, eliminar los ries-
gos que entrañan.

5.- Asimismo, si bien la biotecnología presenta en general una serie de ventajas poten-
ciales para la sociedad, la introducción de organismos modificados genéticamente en el medio am-
biente puede tener efectos negativos en la biodiversidad. En aplicación del principio de precau-
ción, la Comunidad ha establecido mecanismos, principalmente con arreglo a las Directivas
90/219/CEE y 90/220/CEE, para evaluar, regular, gestionar o controlar los riesgos asociados con
el uso y la liberación de organismos modificados genéticamente resultantes de la biotecnología
que pueden afectar a la biodiversidad. Además, la Comunidad es precursora de la conclusión de
un protocolo sobre seguridad en el marco del CDB antes de finales de 1998. Este protocolo ha
de establecer, a nivel internacional, procedimientos en el ámbito de la seguridad en la transferen-
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cia, manipulación y utilización de organismos vivos modificados, centrándose específicamente en
la circulación transfronteriza de cualquier organismo vivo modificado resultante de la biotecno-
logía moderna que pueda tener efectos adversos sobre la conservación y el uso sostenible de la
biodiversidad, y estipular en particular un procedimiento adecuado de conformidad fundamenta-
da previa.

Conservación ex situ

Los bancos de genes, los centros de cría en cautividad, los zoológicos y los jardines bo-
tánicos pueden desempeñar un papel muy valioso si sus actividades se inscriben en el marco de
una reintroducción coordinada o en programas integrados de conservación. En cuanto a las es-
pecies y variedades cultivadas, incluidas las plantas utilizadas en silvicultura, así como las razas
animales domésticas, es necesario evitar el deterioro genético y mantener un patrimonio genético
diverso a fin de garantizar la futura viabilidad y mejora de la calidad de las variedades y razas
afectadas. El mantenimiento de bancos de genes adecuados en la Comunidad requerirá, en algu-
nos casos, la colaboración de terceros países. La Comunidad debe:

- Promover dentro y fuera de su territorio la adecuada conservación ex situ tanto de es-
pecies silvestres como de recursos genéticos de especies vegetales emparentadas, plantas silvestres
y razas animales domésticas útiles para la producción alimentaria que no puedan conservarse in
situ o cuya conservación in situ esté seriamente amenazada.

- Alentar a zoológicos, acuarios, jardines botánicos, bancos de genes y colecciones a que
mantengan las especies, las variedades vegetales y las razas animales domésticas en unos niveles
satisfactorios que garanticen su conservación e integren sus trabajos en planes de acción coordi-
nados destinados a alcanzar un satisfactorio estado de conservación in situ de las especies.

Uso sostenible de los componentes de la biodiversidad

7.- La actividad humana puede tener una incidencia positiva o negativa sobre el uso sos-
tenible de la diversidad biológica. Una buena evaluación del impacto ambiental de estrategias, po-
líticas, programas, planes y proyectos sobre la diversidad biológica es fundamental para el fo-
mento de la sostenibilidad.

En primer lugar, deben determinarse las actividades con una potencial incidencia negati-
va para hallar soluciones que eviten o minimicen dicho impacto. En segundo lugar, deben deter-
minarse las opciones más eficaces para satisfacer las necesidades de la biodiversidad. Por consi-
guiente, la Comunidad debe:

- Considerar los objetivos de esta estrategia en la valoración ambiental de sus estrategias,
planes, programas, políticas y proyectos sectoriales e intersectoriales.

- Elaborar, cuando sea factible, análisis de coste/eficacia de las estrategias, políticas, pla-
nes, programas y proyectos comunitarios pertinentes a fin de garantizar el logro de los objetivos
de esta estrategia.

- Desarrollar adecuados métodos y técnicas que permitan la participación de los agentes
en los procedimientos de evaluación y en la aplicación de medidas correctoras y preventivas.

8.- Los incentivos económicos y sociales, como subvenciones, impuestos y derechos, pue-
den tener considerables efectos sobre la biodiversidad y, en algunos casos, pueden utilizarse como
instrumentos para modificar o mantener los modelos de producción y consumo de recursos bio-
lógicos. La Comunidad promueve métodos que permiten a los consumidores bien informados to-
mar el mayor número posible de decisiones individuales con un efecto positivo sobre la conser-
vación y el uso sostenible de la biodiversidad. La reciente Comunicación de la Comisión sobre
los gravámenes ecológicos define algunas propuestas para alcanzar estos objetivos. La Comuni-
dad debe así fomentar, en la medida de lo posible:

- La internación de los valores de la biodiversidad en los análisis de coste/eficacia.
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- Sistemas de etiquetado ecológico basados en el análisis del ciclo de vida de los produc-
tos cuya producción, distribución, uso o eliminación puedan afectar a la biodiversidad.

- La integración de la problemática de la biodiversidad en los mecanismos de responsa-
bilidad.

9.- Junto a la determinación e introducción de incentivos a la conservación y el uso sos-
tenible de la biodiversidad, es necesario considerar la supresión de incentivos que tienen una inci-
dencia negativa. Ello incluye sistemas de revisión de los derechos de propiedad y uso, mecanis-
mos contractuales, políticas comerciales internacionales y políticas económicas. Por consiguiente,
la Comunidad debe centrarse particularmente en:

- Primar los incentivos que tengan efectos positivos en la conservación y el uso sosteni-
ble de la diversidad biológica.

- Contribuir a la viabilidad social y económica de los sistemas de apoyo a la biodiversi-
dad, así como a la supresión de los incentivos con efectos adversos sobre la conservación y el uso
sostenible de la diversidad biológica.

Tema 2. Reparto de los beneficios resultantes de la utilización de recursos genéticos. 

10.- El reparto de los beneficios derivados de la utilización de recursos genéticos está re-
lacionado con una serie de aspectos de la aplicación del CDB, como el acceso a los recursos ge-
néticos y la distribución de los beneficios de la biotecnología, incluida la investigación y las aso-
ciaciones comerciales entre proveedores y usuarios de recursos genéticos; la transferencia de
tecnología, la cooperación técnica y científica, y las innovaciones en los conocimientos y prácti-
cas de las colectividades locales y autóctonas que son expresión de modos de vida tradicionales.

11.- En relación con los recursos genéticos, el CDB reafirma el derecho soberano de las
Partes sobre sus recursos genéticos. También estipula que las partes no deben imponer restriccio-
nes inadecuadas y que el acceso debe regirse por unos criterios concertados de mutuo acuerdo.
En consecuencia, debe tenerse en cuenta todo un abanico de soluciones en relación con el acce-
so a estos recursos. Así, la Comunidad debe:

- Promover marcos multilaterales apropiados.
- Fomentar directrices de cooperación bilateral de carácter voluntario, especialmente en

caso de que sólo algunos países tengan o requieran acceso al recurso genético en cuestión.
- Apoyar a los países de origen de los recursos genéticos en la elaboración de estrategias

nacionales de bioprospección y acceso, teniendo en cuenta los instrumentos y marcos multilate-
rales aplicables.

12.- La transferencia de tecnología ha de entenderse en un sentido amplio como una ac-
tividad que comprenda la cooperación tecnológica con respecto al acceso a las tecnologías y su
disponibilidad, así como el desarrollo institucional y la construcción de capacidad para determi-
nar y utilizar las tecnologías adecuadas, incluidas las locales y autóctonas. Los objetivos se basan
en el hecho de que las tecnologías útiles existen tanto en el ámbito público como en el privado
y en que es necesario un adecuado marco jurídico y económico, incluidos regímenes de propie-
dad intelectual, para facilitar la cooperación y la transferencia en el ámbito de la tecnología. La
necesidad de tecnología adaptada es especialmente acuciante en los países en desarrollo. La Co-
munidad debe así hacer lo posible por:

- Acelerar el desarrollo tecnológico para la conservación y el uso sostenible de la diversi-
dad biológica.

- Facilitar la transferencia de tecnología para la conservación y el uso sostenible de la di-
versidad biológica a los países en desarrollo.

13.- La cooperación técnica y científica debe aspirar, en particular, a fortalecer las capa-
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cidades básicas de los países en desarrollo en favor de la conservación y el uso sostenible de la
biodiversidad y sus componentes, así como a crear programas de investigación conjuntos que abor-
den, en particular, la determinación, la supervisión y el intercambio de información. La Comuni-
dad debe:

- Fomentar tanto dentro como fuera de su territorio la aplicación generalizada de los co-
nocimientos y las tecnologías útiles para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad,
incluidos los conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades locales y autóctonas.

Tema 3. Investigación, determinación, supervisión e intercambio de información.

14.- Es un hecho generalmente admitido que el incompleto estado, a todos los niveles, de
los conocimientos actuales en materia de biodiversidad constituye una limitación a la satisfacto-
ria aplicación del Convenio. Sin embargo, ello no debe frenar las actividades en marcha basadas
en el estado actual de los conocimientos. Resulta así necesario intensificar los esfuerzos encami-
nados a determinar y controlar los componentes más importantes de la biodiversidad, así como
las presiones y amenazas que se ciernen sobre ellos, prestando especial atención a la lista indica-
tiva de categorías de componentes importantes que figura en el Anexo 1 del CDB. También es
necesario reforzar la investigación básica sobre biodiversidad, sus principios, conceptos y meca-
nismos fundamentales.

15.- Las tareas y objetivos determinados en el plan de acción y otras medidas en este ám-
bito deben incorporarse a las actividades del Programa Marco de Investigación y Desarrollo de
la Comunidad. La importancia de los datos que obran en poder de las ONG, los Estados miem-
bros, sus organismos y colecciones privadas debe tenerse en cuenta.

16.- Las iniciativas de investigación deben basarse, en particular, en los trabajos del gru-
po de trabajo europeo ad hoc sobre investigación y biodiversidad, creado en el marco del Pro-
grama de investigación sobre medio ambiente y clima de la DG XII de la Comisión Europea, y
podrían centrarse en:

- Crear una red entre centros europeos de excelencia en investigación de la biodiversidad
a fin de favorecer la investigación básica sobre la importancia y el funcionamiento de la biodi-
versidad a todos los niveles. 

- Promover la aplicación de las actividades de investigación adecuadas sobre los meca-
nismos funcionales de la evolución natural de la biodiversidad, incluidos los instrumentos y mé-
todos necesarios para poner en práctica los objetivos de la política de biodiversidad.

- Profundizar los conocimientos sobre la manera de salvaguardar la biodiversidad en la
naturaleza, la agricultura, la silvicultura y la pesca y su papel más general en los mecanismos de
mantenimiento de la vida.

- Mejorar la comprensión del funcionamiento de la biosfera a diferentes escalas espacia-
les, mundial, regional y local, así como de los efectos de la actividad humana en los mecanismos
de mantenimiento de la vida.

- Contribuir a determinar los cambios necesarios en la legislación, los programas y las
medidas políticas con miras a la conservación y el uso sostenible, así como al reparto equitativo
de los beneficios derivados del uso de la diversidad biológica. Ello ha de incluir la consideración
de los factores políticos, organizativos y de gestión que afectan al uso sostenible y la conserva-
ción de la biodiversidad en terceros países, en el contexto de la globalización económica.

- Fomentar las actividades de investigación que utilicen métodos moleculares en la medi-
ción de la biodiversidad y la validación de estas tecnologías.

- Fomentar la creación de instrumentos y la selección de socios en la conservación y uti-
lización de la biodiversidad, incluida la investigación sobre tecnologías limpias y tecnologías de
conservación ex situ.

- Favorecer la evaluación de las diversas formas de biodiversidad desde la perspectiva de
todos los agentes de la sociedad.

- Apoyar el desarrollo de una interfaz mundial con terceros países que aborde, en particu-
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lar, el uso sostenible y la gestión de la biodiversidad en las economías en transición, así como
en las economías emergentes y en desarrollo.

17.- Con respecto a la determinación de los componentes de la biodiversidad, la Comu-
nidad alentará nuevas actividades de apoyo por parte de la Agencia Europea de Medio Ambien-
te y de su Red de información y de observación, incluidas tareas para:

- Realizar un estudio de referencia para determinar y catalogar importantes componentes
de diversidad biológica que existen (in situ o ex situ) o que se han extinguido en los cincuenta
últimos años.

- Determinar el estado de conservación y las tendencias de los componentes de biodiver-
sidad.

- Determinar las presiones y amenazas, junto con sus causas, que pesan sobre los com-
ponentes de diversidad biológica.

- Aplicar la taxonomía moderna para desarrollar instrumentos científicos al servicio de la
conservación y el uso sostenible, con el objetivo particular de colmar las lagunas existentes en el
conocimiento de la taxonomía.

18.- Puesto que la supervisión y la evaluación continua de todos los componentes de bio-
diversidad en la Comunidad, así como de las presiones y amenazas que pudieran afectarles, no
sería factible, se propone fomentar el desarrollo de un sistema de indicadores basado en las es-
pecies y los ecosistemas. 

19.- La Comunidad prestará apoyo a las actividades relativas a este sistema en su pro-
grama de investigación y estos trabajos se incluirán en el nuevo programa de trabajo plurianual
de la Agencia Europea de Medio Ambiente y de su Red. Además, Eurostat está desarrollando in-
dicadores de las presiones que se ejercen sobre la biodiversidad en el marco de su proyecto de ín-
dices de presión. La definición de estos indicadores y el seguimiento de su evolución constituyen
un elemento esencial de esta estrategia porque suministrarán la información necesaria para eva-
luar los resultados y la repercusión de los planes de acción y otras medidas, que deben incluir:

- La definición de un conjunto de indicadores para evaluar el modo en que los compo-
nentes de la diversidad biológica se ven afectados por el sector y valorar los progresos realizados
en la aplicación de la estrategia.

- Los mecanismos de seguimiento de la evolución de los indicadores en relación, entre
otros aspectos, con las actividades que causan la degradación de los hábitats, cosechas no soste-
nibles, la emisión de contaminantes y la liberación o propagación en el medio ambiente de espe-
cies extrañas y organismos vivos modificados o modificados genéticamente.

20.- La importancia de las evaluaciones y del intercambio internacional de información
para alcanzar los objetivos del CDB es puesta de manifiesto por la naturaleza transfronteriza de
numerosos procesos ecológicos, la interdependencia de los ecosistemas, el comportamiento mi-
gratorio de diversas especies silvestres, la necesidad de colaboración internacional para mantener
el patrimonio genético de variedades vegetales y razas animales domésticas, así como por el ca-
rácter transfronterizo de numerosas presiones y amenazas que se ciernen sobre la biodiversidad.
El fortalecimiento de la coordinación transfronteriza entre los Estados miembros, así como con
otras Partes en el CDB, sobre una base bilateral o regional, es así un importante objetivo.

21.- Para ello, es preciso consolidar y seguir desarrollando el mecanismo de facilitación,
establecido como motor principal del intercambio de información internacional en materia de bio-
diversidad. La Agencia Europea de Medio Ambiente y su Red de información y de observación
deben consolidar y desarrollar en mayor medida el mecanismo de facilitación comunitario a fin
de que sea un vehículo eficaz para promover y facilitar una cooperación científica y técnica cen-
trada en las necesidades, descentralizada y generadora de información útil para análisis a nivel de
metadatos. El suministro de información por el mecanismo de facilitación es de especial impor-
tancia para la compilación de informes nacionales y comunitarios y para la difusión de los pro-
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gresos realizados en la aplicación de medidas concretas en materia de biodiversidad. El mecanis-
mo comunitario establecerá vínculos con los centros afines de los Estados miembros.

22.- En consecuencia, los planes de acción y otras medidas deben contribuir a:

- Determinar y examinar los mecanismos existentes para facilitar el intercambio de in-
formación pertinente a través del mecanismo de facilitación comunitario.

- Establecer o reforzar los sistemas para el intercambio de información a nivel nacional e
internacional y poner los conocimientos existentes en materia de biodiversidad a disposición del
público en general y de los responsables de la toma de decisiones.

Tema 4. Educación, formación y sensibilización.

23.- Muchas de las presiones y amenazas que pesan sobre la conservación y el uso sos-
tenible de la diversidad biológica tienen su origen en las percepciones, actitudes y comportamientos
humanos. De igual modo, la estrategia de biodiversidad difícilmente podría aplicarse si los agen-
tes implicados no fueran conscientes de los problemas y de sus posibles soluciones. La modifica-
ción de estos factores requiere esfuerzos concertados a largo plazo en materia de educación y sen-
sibilización pública.

24.- La sensibilización de la opinión pública es fundamental para garantizar el éxito de
muchas medidas en favor de la biodiversidad; por ejemplo, una política de los consumidores que
promueva su conservación y uso sostenible. Por consiguiente, deben preverse campañas de sensi-
bilización y darse a conocer los principales instrumentos disponibles para alcanzar los objetivos
del CDB. En todos estos aspectos, las ONG desempeñan un papel de gran importancia.

25.- Por último, la aplicación de toda estrategia de diversidad biológica requerirá unos
conocimientos técnicos específicos y actualizados por parte de los diversos agentes aplicados. Es-
tos conocimientos sólo se pueden adquirir si los sistemas de formación correspondientes se adap-
tan debidamente al progreso científico, técnico y tecnológico.

26.- La Comunidad debe así:

- Crear programas de información, educación y sensibilización del público sobre la con-
servación y el uso sostenible de la biodiversidad.

- Elaborar programas que garanticen la formación adecuada de los recursos humanos res-
ponsables de la aplicación de esta estrategia a nivel comunitario, nacional y local.

- Dotarse de los medios necesarios para controlar, evaluar y notificar la incidencia de las
estrategias, planes, programas, políticas y proyectos de la Comunidad sobre la diversidad bioló-
gica en terceros países.

III. ÁMBITOS DE ACTUACIÓN

1.- En los siguientes apartados se destaca la importancia de los diferentes ámbitos y sec-
tores de actividad para la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica y se enu-
meran los objetivos de la Comunidad a fin de alcanzar las metas del Convenio descritas en la sec-
ción II.

1) Conservación de los recursos naturales

2.- La conservación y el uso sostenible de los recursos naturales implican medidas espe-
cíficas para las especies silvestres, incluido el establecimiento y la gestión de la red ecológica NA-
TURA 2000.

OBJETIVOS
- Aplicar en su integridad la Directiva Hábitats y la Directiva Aves.
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- Apoyar la creación de redes de zonas designadas, en particular la red NATURA 2000 de la UE,
y ofrecer las ayudas financieras y técnicas adecuadas para su conservación y uso sostenible.
- Elaborar planes de gestión para especies amenazadas seleccionadas y ciertas especies objeto de
caza.
- Aplicar el nuevo Reglamento CE CITES y adaptarlo a las futuras decisiones de la Conferencia
de las Partes en el CITES.

3.- Deben ponerse en marcha y promoverse iniciativas en favor de la diversidad biológi-
ca en el resto del territorio situado fuera de las zonas protegidas. La Comunidad no cuenta con
un instrumento jurídico global en este ámbito, pero se han realizado esfuerzos en el marco de la
aplicación del quinto programa de acción para promover la integración de las consideraciones am-
bientales en los ámbitos de actuación sectoriales e intersectoriales. En este contexto, la reciente
propuesta de la Comisión con miras a la adopción de una directiva del Consejo que establezca
un marco comunitario de acción en el ámbito de la política de aguas es de especial interés. La
cantidad y calidad de las aguas (particularmente en relación con la contaminación causada por
plaguicidas y fertilizantes) son parámetros fundamentales del funcionamiento de todos los ecosis-
temas. Las necesidades competidoras y potencialmente conflictivas de este recurso limitado por
parte de los diferentes sectores hacen de la política de aguas un sector de enorme valor estraté-
gico para la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. Los humedales tienen tam-
bién una importancia primordial para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad, tal
como se reconoció en el Convenio de Ramsar y en la Comunicación de la Comisión relativa a
los humedales.

OBJETIVOS
- Desarrollar, en cooperación con los Estados miembros, instrumentos que potencien la conserva-
ción y el uso sostenible de la biodiversidad en el resto del territorio situado fuera de las zonas
protegidas.
- Utilizar la Directiva marco sobre aguas como instrumento para la conservación y el uso soste-
nible de la biodiversidad; en este contexto, desarrollar análisis cualitativos y cuantitativos del agua
en relación con la demanda en todas las cuencas fluviales, incluyendo la irrigación agrícola, la
producción de energía, el consumo de agua potable y los usos industriales y ecológicos.
- Intensificar la función ecológica de la cubierta vegetal, incluida la vegetación ripícola y aluvial,
para combatir la erosión y mantener el ciclo hidrológico que sustenta los ecosistemas y hábitats
importantes para la biodiversidad.
- Proteger los humedales de la Comunidad y restaurar el carácter ecológico de los humedales de-
gradados.

4.- Una serie de procesos a nivel mundial tienen graves repercusiones para la diversidad
biológica, en particular el cambio climático, la desertificación y el agotamiento de la capa de ozo-
no. La incidencia del cambio climático en algunos ecosistemas y variedades vegetales sensibles, así
como los efectos de algunas medidas para combatir el cambio climático, por ejemplo, pueden ser
de interés para los objetivos del CDB. Estas iniciativas de reforestación y repoblación forestal de-
ben incorporar medidas que garanticen unas ventajas adicionales para la biodiversidad. Además,
las políticas relacionadas con la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica deben
tener en cuenta los posibles cambios en los ecosistemas como consecuencia del acelerado ritmo
del cambio climático. Los efectos del agotamiento de la capa de ozono en la productividad ma-
rina y en la pesca, así como en algunas variedades vegetales, y la incidencia de ciertas sustancias
destructoras del ozono sobre la biodiversidad local son igualmente importantes. La desertificación
tiene destacadas repercusiones en los suelos, la preservación del ciclo hidrológico y la conserva-
ción de los diferentes ecosistemas. Conduce a una disminución de la productividad del suelo y a
la potencial extinción local de las especies silvestres. Los problemas causados por la desertifica-
ción son especialmente patentes en el Mediterráneo y en otras regiones situadas fuera de Europa.

OBJETIVOS
- Promover la coordinación entre las diferentes iniciativas adoptadas en los foros internacionales
en el ámbito del cambio climático, el agotamiento de la capa de ozono y la desertificación para
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evitar duplicaciones de esfuerzos, en particular con respecto a los procedimientos de notificación.
- Determinar las interacciones entre el CDB y las actividades inscritas en otros acuerdos interna-
cionales en vigor a fin de optimizar las posibilidades de sinergia.

2) Agricultura

5.- Las pautas y prácticas de uso del suelo tienen una gran influencia en la biodiversidad
europea y mundial. En algunos casos, estas pautas y prácticas favorecen la conservación y el uso
sostenible de la biodiversiddad, mientras que en otros suponen una grave amenaza. En este con-
texto, la agricultura puede ser fuente tanto de ventajas como de presiones para la biodiversidad,
a menudo en función de las prácticas, la biogeografía, los períodos de pastoreo, etc.

6.- Los sectores agrícolas están muy influidos por los diversos grados de intervención esta-
tal, cuyas medidas han solido conducir a unos niveles de producción y unas prácticas agrarias
contrarios a la sostenibilidad o han desalentado la adopción de prácticas más sostenibles. El in-
cremento de la productividad se está consiguiendo en muchos casos a costa de la degradación del
capital natural (suelo fértil, aguas limpias, ecosistemas naturales y seminaturales). Además, los fac-
tores subyacentes al declive de la biodiversidad pueden interpretarse mediante el análisis de los
incentivos y las medidas disuasorias que afronta un país o un agricultor con respecto al uso sos-
tenible de los recursos genéticos.

7.- Por otra parte, algunas externalidades generadas por la agricultura presentan caracte-
rísticas positivas de bien público. Los campos y pastos, junto con los bosques y los espacios na-
turales, forman parte del paisaje rural. El suelo agrícola ofrece a veces y crea importantes hábi-
tats para la flora y la fauna silvestres. La tierra, o el propio suelo, desempeña una importante
función en el ciclo hidrológico y en la eliminación de gases nocivos presentes en la atmósfera, co-
mo el amoníaco.

8.- Las comunidades agrarias tienen un interés intrínseco en garantizar la sostenibilidad
de las prácticas de uso del suelo y su contribución a la conservación y el uso sostenible de la di-
versidad biológica. Ciertos hábitats seminaturales sólo se pueden preservar si se mantienen las ac-
tividades agrícolas adecuadas. En muchas situaciones en las que la producción agrícola es un ele-
mento clave de la sostenibilidad de los ecosistemas, el abandono de la agricultura conduciría al
deterioro irreversible de los diferentes hábitats. Los agricultores han adquirido creciente concien-
cia de los beneficios derivados de la adopción de prácticas agrícolas ecológicas, que se han visto
sustentadas por los rápidos avances de las tecnologías ecológicas. No obstante, dichas prácticas
no se generalizarán hasta que los agricultores reciban de las políticas agrícolas y ambientales se-
ñales complementarias.

9.- Debido a la interacción de la agricultura sostenible y el desarrollo rural con la con-
servación y el uso sostenible de la biodiversidad y la necesidad de una planificación de uso del
suelo integrada, tal como se menciona en el Programa 21, la conservación y el uso sostenible de
la diversidad agrobiológica deben basarse en la combinación de dos planteamientos coherentes en-
tre sí:

10.- Primeramente, la conservación y el uso sostenible -in situ y ex situ- de los recursos
genéticos de especies, variedades, razas animales domésticas y formas de vida microbianas con un
valor real o potencial como productos agrícolas básicos y el reparto equitativo de los beneficios
derivados de la utilización de recursos genéticos en agricultura requieren una gran variedad de
medidas in situ y ex situ. En primer lugar, la conservación in situ de especies, variedades y razas
animales domésticas locales requiere un adecuado sistema de incentivos económicos y sociales,
junto con una mayor sensibilización de los consumidores. Algunas actividades agrícolas y repro-
ductoras contribuyen a la preservación de especies animales y vegetales amenazadas. En segundo
lugar, los bancos de genes comunitarios no están tan desarrollados como en otras partes del mun-
do y se han de tomar medidas para poner remedio a esta situación. Estas iniciativas contribui-
rían a satisfacer las necesidades actuales y futuras en materia de seguridad alimentaria mundial y
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deben centrarse en factores clave del plan de acción mundial para la conservación y el uso sos-
tenible de los recursos genéticos vegetales para la alimentación y la agricultura.

En el plan de acción de agricultura, las iniciativas comunitarias en el ámbito de los re-
cursos genéticos deben, entre otras cosas, basarse en la legislación vigente.

OBJETIVOS
- Formular medidas, programas y proyectos que fomenten la aplicación del plan de acción mun-
dial para la conservación y el uso sostenible de los recursos genéticos vegetales para la alimenta-
ción y la agricultura.
- Promover el desarrollo de tecnologías que evalúen los grados de diversidad de los recursos ge-
néticos.
- Reforzar la política de conservación -in situ y ex situ- de los recursos genéticos con un valor
real o potencial para la alimentación y la agricultura.
- Fomentar el establecimiento de bancos de genes útiles para la conservación in situ y ex situ de
recursos genéticos para la alimentación y la agricultura, de forma que estén disponibles para su
uso.
- Velar por que la legislación no obstruya la conservación de los recursos genéticos.

11.- En segundo lugar, la conservación y el uso sostenible de los ecosistemas agrarios y
su interfaz con otros ecosistemas. La agricultura es un importante elemento de los ecosistemas en
los que se desarrolla esta actividad. En ocasiones, también influye en otros ecosistemas circun-
dantes o aguas abajo. En ambos casos, las interacciones podrían ser positivas o negativas para la
conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. La agricultura continúa desempeñan-
do un papel determinante en la diversidad de los ecosistemas y en la creación y el mantenimien-
to de ecosistemas seminaturales. Por consiguiente, la conservación y el uso sostenible de los agro-
ecosistemas requiere:

a) El mantenimiento y el desarrollo de la actividad agraria con miras a optimizar su inci-
dencia positiva sobre la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad; reconocer y apoyar
la función de las comunidades agrarias en la creación y el mantenimiento de hábitats seminatu-
rales; tener en cuenta el positivo papel de los sistemas agrícolas no intensivos para las especies
silvestres y los hábitats de flora silvestre, y optimizar las repercusiones positivas de los sistemas
de producción y las practicas agrícolas sobre la conservación y el uso sostenible de la diversidad
biológica. En particular, el mantenimiento de ciertos métodos tradicionales arraigados de agricul-
tura extensiva, a veces en zonas marginales, es fundamental para preservar el valor de estas zo-
nas en relación con la biodiversidad.

b) La atenuación de las consecuencias negativas de las actividades agrícolas sobre la bio-
diversidad. En particular, ciertas prácticas de uso del suelo, el uso de productos agroquímicos, el
pastoreo excesivo y la contaminación derivados de la cría intensiva de ganado, el monocultivo,
la eliminación de humedales y setos vivos y el uso de maquinaria pesada tienen graves efectos so-
bre la biodiversidad. Los plaguicidas, por ejemplo, pueden redundar en perjuicio de la conserva-
ción de la diversidad biológica, no sólo en el lugar en el que se aplican, sino también en otros
ecosistemas (por escorrentía).

12.- En este contexto, el plan de acción sobre agricultura debe basarse en las políticas en
vigor descritas anteriormente y en las previstas en la Agenda 2000, complementándolas de forma
que aporten una contribución a la biodiversidad.

13.- OBJETIVOS
- Potenciar la función ecológica de las zonas rurales.
- Integrar los objetivos de biodiversidad en los instrumentos pertinentes de la PAC.
- Fomentar métodos agrarios favorables a la biodiversidad, vinculando estas ayudas a las condi-
ciones ambientales cuando proceda.
- Fomentar normas de buenas prácticas agrícolas con objeto de reducir el riesgo de contamina-
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ción y de nuevos daños a la biodiversidad.
- Intensificar la concienciación de todos los productores sobre el potencial contaminante de prác-
ticas agrarias específicas, tanto a corto como a largo plazo, y sobre la necesidad de que se erijan
en protectores del medio ambiente y de la biodiversidad. Ello incluye la elaboración de una es-
trategia integrada para el uso sostenible de los plaguicidas.
- Promover y garantizar la viabilidad de las especies y variedades vegetales y las razas animales
domésticas necesarias para conservar los ecosistemas de especies silvestres prioritarias.
- Fomentar y apoyar sistemas agrícolas poco intensivos, sobre todo en las zonas de gran valor
natural.
- Consolidar la reglamentación agroambiental a fin de optimizar sus beneficios para la biodiver-
sidad mediante:

1.- La intensificación de las medidas agroambientales focalizadas.
2.- La evaluación de su rendimiento a la luz de un conjunto específico de indicadores de

biodiversidad.
3.- El incremento del presupuesto y los recursos pertinentes, tal como propugna la Agen-

da 2000.

14.- La incidencia de las políticas comerciales en la producción agrícola y el uso del sue-
lo es particularmente importante para la conservación de la biodiversidad. La inversión directa de
los productores debe servir de fuerza motriz para la promoción del desarrollo sostenible y la bio-
diversidad. La aplicación de acuerdos comerciales mundiales, regionales y bilaterales repercutirá
sin duda en el uso del suelo en muchos países. El proceso mundial de liberalización del comercio
entraña importantes cambios en las subvenciones y los mecanismos de protección existentes. Jun-
to con los cambios en las pautas comerciales, las modificaciones de los modelos internacionales
y regionales de producción agrícola pueden causar el desplazamiento o el abandono de ciertos sis-
temas locales de producción arraigados, o provocar su intensificación a fin de mantener la com-
petitividad o abastecer nuevos mercados.

15.- En este ámbito, la legislación sobre distintivos de calidad puede redundar en benefi-
cio de la biodiversidad. Ayuda a mantener un patrimonio genético de especies rústicas domesti-
cadas y variedades vegetales que contribuye a prevenir el deterioro genético y a mantener unas
prácticas de uso del suelo beneficiosas para la biodiversidad. La agricultura ecológica debe apo-
yarse mediante sistemas de certificación. La protección de las indicaciones geográficas, las deno-
minaciones de origen y las características específicas de los productos agrícolas y los alimentos
también reviste importancia y puede contribuir a la conservación de ecosistemas agrarios espe-
ciales que favorecen la biodiversidad.

16. OBJETIVOS 
- Promover políticas y disciplinas agrícolas comerciales que respeten los requisitos de conserva-
ción y uso sostenible de la biodiversidad, así como los principios de la Organización Mundial del
Comercio.

3) Pesca

17.- La creciente presión de la actividad humana sobre el entorno marino y costero su-
braya la importancia de integrar la dimensión de la biodiversidad en las políticas de recursos ma-
rinos, pesca incluida, y en los acuerdos sobre la protección del entorno marino y costero y sobre
la pesca. La conservación y el uso sostenible de los ecosistemas marinos y costeros es fundamen-
tal para la subsistencia de los pescadores y de las comunidades pesqueras.

18.- Así, aunque las políticas de pesca tienen una gran repercusión en la conservación de
la biodiversidad y en el uso sostenible de los recursos biológicos, la Política Común de Pesca no
ha alcanzado plenamente aún el objetivo de pesca sostenible. El logro de este objetivo requiere la
aplicación de límites superiores de índices de explotación (tasas de mortalidad de pesca) y nive-
les mínimos de biomasa de las poblaciones, de manera que exista una elevada probabilidad de
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garantizar la viabilidad y sostenibilidad de la pesca en relación con una especie o grupo de espe-
cies. Una vez definido el índice de explotación máximo permitido para cada especie, deberá de-
terminarse el mecanismo para mantenerlo por debajo del nivel crítico. Los instrumentos para li-
mitar los índices de explotación deben definirse, según proceda, como niveles máximos de esfuerzo
de pesca, como capturas totales admisibles o como combinaciones de estos dos instrumentos. La
Política Común de Pesca prevé los instrumentos operativos necesarios para definir tanto los índi-
ces de explotación admisibles como las medidas auxiliares conexas.

19.- Los esfuerzos de investigación deben garantizar que no desaparecen recursos genéti-
cos irreemplazables por contaminación genética que afecte a las poblaciones autóctonas median-
te hibridación o competencia. Además, la integración de los objetivos del CDB en el sector de la
política de pesca requiere medidas a tres niveles diferentes: la conservación y el uso sostenible de
las poblaciones de peces, la protección de las especies no incluidas en las actividades pesqueras y
la prevención de las repercusiones de la acuicultura en diferentes ecosistemas. Estos niveles tam-
bién deben considerarse en el contexto de los acuerdos pesqueros de la Comunidad con terceros
países.

20.- OBJETIVOS
- Fomentar la conservación y el uso sostenible de las poblaciones de peces y las áreas de alimen-
tación.
- Favorecer el establecimiento de medidas técnicas de apoyo a la conservación y el uso sostenible
de las poblaciones de peces. Entre las medidas aplicables se incluyen las zonas de pesca prohibi-
da (principalmente para la protección de bancos de peces jóvenes) y las dimensiones de las ma-
llas. Cada medida debe aplicarse en función de sus méritos y del efecto de conservación previsto.
- Reducir la repercusión de las actividades pesqueras y otras actividades humanas en las especies
no capturables y en los ecosistemas marinos y costeros para alcanzar una explotación sostenible
de la biodiversidad marina y costera.
- Evitar las prácticas de acuicultura que puedan afectar a la conservación del hábitat mediante la
ocupación de zonas sensibles, como mangles en terceros países y zonas intermareales en la Co-
munidad, la contaminación causada por los flujos de entrada y salida de las piscifactorías y la
contaminación genética debida a posibles liberaciones o fugas de especies o variedades de pisci-
factoría.

4) Políticas regionales y planificación espacial

21.- La Comunicación de la Comisión Europa 2000: Cooperación para la ordenación del
territorio europeo pone de relieve cómo la planificación espacial puede contribuir a la conserva-
ción y la gestión sostenible de los ecosistemas. De hecho, la planificación espacial puede desem-
peñar un papel de importancia en la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica
en todo el territorio:

a) A nivel local y regional, destacando los beneficios previstos de un uso del suelo soste-
nible, sobre todo en términos socioeconómicos, cuando puede facilitar la asociación entre las au-
toridades locales y regionales, los agentes económicos, las colectividades locales y autóctonas, las
ONG y los responsables de la conservación de la biodiversidad.

b) A nivel estratégico, la planificación espacial subraya la correlación entre los diferentes
estratos gubernamentales y entre las diferentes políticas que compiten por los mismos recursos na-
turales. La planificación espacial implica el establecimiento de un conjunto común de objetivos a
largo plazo que deben perseguirse a través de medidas compatibles entre sí y adaptadas a las ca-
racterísticas socioeconómicas y ambientales del espacio en el que se aplican.

22.- La planificación espacial ha de promover el uso sostenible del suelo y garantizar una
distribución geográfica de las actividades económicas más equilibrada. Debe contribuir a evitar
presiones excesivas sobre ciertas partes del territorio y tener en cuenta las necesidades ecológicas
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en el conjunto del territorio. La Comisión ha incorporado el planteamiento de planificación es-
pacial en su programa de demostración sobre gestión integrada de zonas costeras que, entre otras
cosas, toma en consideración la biodiversidad. A fin de desarrollar un enfoque de alcance euro-
peo en materia de planificación espacial, se está procediendo a la elaboración del plan europeo
de ordenación territorial, cuyo primer borrador oficial fue aprobado en la reunión ministerial in-
formal de Nordwijk en junio de 1997. En él se pone de relieve que, para evitar nuevas pérdidas
de biodiversidad, es preciso tener en cuenta factores locales específicos a la hora de aplicar polí-
ticas con una incidencia espacial.

23.- Por lo general, en el contexto de la ayuda regional, un planteamiento global e inte-
grado es la mejor manera de garantizar la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad a
largo plazo. En las regiones admisibles, especialmente las caracterizadas por una gran biodiversi-
dad, podrían incluirse la promoción del desarrollo sostenible en las estrategias de desarrollo re-
gional y los programas de los fondos estructurales.

24.- En este contexto, debe prestarse especial atención a las zonas rurales en donde, en
muchos casos, el mantenimiento de las actividades agrícolas es necesario para evitar pérdidas de
biodiversidad y la degradación de los hábitats. Una política de desarrollo rural puede proteger y
mejorar estos activos ambientales. Al fomentar la conservación del suelo y unas normas ambien-
tales más estrictas en materia de uso del suelo, las medidas agroambientales representan un ins-
trumento esencial para el desarrollo sostenible del uso del suelo, posibilitando la conservación y
el uso sostenible de la biodiversidad.

25.- OBJETIVOS:
- Promover las opciones políticas determinadas en las iniciativas de planificación espacial que pue-
dan contribuir a conservar y mejorar la biodiversidad en el conjunto del territorio debe prestar
especial atención a:

- Los corredores ecológicos y las zonas de protección.
- Las zonas sensibles no protegidas con un alto grado de biodiversidad, como zonas mon-

tañosas, costeras e insulares.
- Las zonas rurales, a fin de garantizar una mayor sinergia entre los objetivos de desa-

rrollo económico y las necesidades de conservación de la biodiversidad.
- En las zonas costeras, desarrollar sistemas integrados de gestión y planificación del entorno te-
rrestre y marino, con inclusión de la pesca, el transporte marítimo, la infraestructura costera y las
repercusiones de las actividades agrícolas y silvícolas en el interior.
- Fomentar el desarrollo sostenible sobre la base de una estrategia de planificación espacial inte-
grada.
- Promover el desarrollo regional sostenible en el seno de los programas operativos, así como en
los programas de cooperación transnacional, incluidas medidas de conservación y uso sostenible
de la biodiversidad. Ello podría financiarse con arreglo a los fondos estructurales a fin de pre-
servar la calidad medioambiental, particularmente en zonas admisibles con una gran biodiversi-
dad.
- Asegurar que las intervenciones cofinanciadas en el marco de los fondos estructurales y del fon-
do de cohesión, centradas principalmente en la cohesión económica y social, no infringen la le-
gislación comunitaria relevante a efectos de la biodiversidad.

5) Bosques

26.- A nivel mundial, los bosques contienen la mayor proporción de diversidad biológica
en términos de especies, material genético y procesos ecológicos y tienen un valor intrínseco pa-
ra la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. Además, los bosques son de gran
importancia para combatir el cambio climático y minimizar sus efectos sobre la conservación de
otros ecosistemas. La subsistencia de muchas comunidades rurales depende de la conservación y
el uso sostenible de los bosques, que representan recursos nacionales esenciales para las genera-
ciones actuales y futuras. A la vez que se reconoce la importancia de los planes de reforestación
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para aumentar la extensión total de los bosques, se han de tomar medidas en las zonas de repo-
blación forestal a fin de evitar poner en peligro importantes o valiosos ecosistemas (por ejemplo,
humedales, estepas, brezales, etc.) o hacer uso de especies arbóreas inadecuadas. Toda política sil-
vícola coherente ha de tener en cuenta de manera equilibrada la necesidad de garantizar la con-
servación y el incremento adecuado de la diversidad biológica en los bosques, la necesidad de
mantener la salud y el equilibrio ecológico de los bosques, la producción sostenible de materias
primas para la industria forestal, así como de los bienes y servicios demandados por la sociedad.

27.- La conservación y el uso sostenible de la biodiversidad en los bosques puede consi-
derarse a tres niveles diferentes:

a) A escala mundial, las selvas tropicales y ciertos bosques boreales se ven hoy más ame-
nazados que nunca, ya que muchas de sus zonas sufren una acelerada deforestación y una de-
gradación o pérdida de calidad de los bosques como consecuencia de la actividad humana. La
Comunidad ha reconocido la urgente necesidad de detener e invertir este ciclo de destrucción, ha-
ciendo de la gestión sostenible de los bosques uno de los puntos centrales de sus políticas de co-
operación al desarrollo (véase el capítulo sobre la cooperación al desarrollo a continuación). En
particular, la aplicación de las recomendaciones del grupo intergubernamental sobre bosques re-
viste importancia para los objetivos del CDB. Asimismo, la Comunidad ha alentado en el seno
de este grupo, y continúa haciéndolo, la elaboración de un instrumento jurídicamente vinculante
en materia de bosques, cuyo objetivo particular sería la integración de los objetivos de conserva-
ción de la biodiversidad en la gestión sostenible de los bosques a nivel nacional, regional y mun-
dial.

b) A nivel paneuropeo, la Comunidad es parte signataria en las resoluciones adoptadas
en las conferencias ministeriales sobre la protección de los bosques en Europa. En este contexto,
las líneas generales para la conservación de la biodiversidad de los bosques europeos se definen
en la Resolución H 2 de la Conferencia de Helsinki. También se hace referencia a la conserva-
ción y la mejora adecuada de la biodiversidad en la Resolución H 1, en la que se establecen las
líneas generales para la gestión sostenible de los bosques en Europa.

En este contexto, la participación de la Comunidad Europea en la tercera conferencia mi-
nisterial Un medio ambiente para Europa, celebrada en Sofía en octubre de 1995, reviste asimis-
mo especial interés. En ella se adoptó la estrategia paneuropea sobre diversidad biológica y pai-
sajística. Posteriormente se estableció una estrecha coordinación entre ambos procesos. Para el
período 1997-2000 se ha propuesto un programa de trabajo común sobre la conservación y la
mejora de la diversidad biológica y paisajística en los ecosistemas forestales.

c) En la Comunidad, las políticas silvícolas se elaboran básicamente a nivel nacional. La
Comunidad, no obstante, ha adoptado una serie de iniciativas para fomentar la conservación de
los bosques, en particular con miras a su protección contra la contaminación atmosférica y los
incendios: la repoblación forestal, la mejora de las zonas arboladas, la protección de los bosques,
el desarrollo de infraestructura forestal y la transformación inicial de productos forestales, la con-
servación de los recursos genéticos de colecciones de especies y, en caso necesario, la elaboración
de información comparable o complementaria a la de los Estados miembros e investigación silví-
cola financiada en el marco de los programas de investigación específicos de la Comunidad Eu-
ropea en materia de agricultura, medio ambiente, biotecnología y energía.

28.- La estrategia de la Unión Europea en materia de silvicultura, propugnada por el Par-
lamento Europeo en su Resolución de 30 de enero de 1997, ha de incluir medidas de fomento de
la conservación y mejora de la biodiversidad en los bosques.

29.- OBJETIVOS
- Fomentar la conservación y la mejora adecuada de la biodiversidad como elemento fundamen-
tal de la gestión sostenible de los bosques a nivel nacional, regional y mundial
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- Desarrollar el Reglamento 2080/92 del Consejo, a fin de optimizar sus beneficios para la bio-
diversidad.
- Compaginar un incremento neto de la extensión de los bosques, como medio para maximizar
su función de sumideros de carbono en la lucha contra el cambio climático, con una reforesta-
ción que no redunde en perjuicio de emplazamientos o ecosistemas de interés ecológico.
- Favorecer una gestión sostenible de los bosques que no altere las características ecológicas de
las zonas afectadas y promueva la restauración y la regeneración de zonas deforestadas. Llegado
el caso, debe darse prioridad a las especies autóctonas y los orígenes locales. Cuando se intro-
duzcan especies en sustitución de los ecosistemas locales, deben tomarse simultáneamente las me-
didas necesarias para conservar la fauna y la flora autóctonas.
- Promover el desarrollo de sistemas y métodos específicos prácticos, rentables y eficaces para eva-
luar la incidencia sobre la biodiversidad de técnicas seleccionadas de explotación y gestión de bos-
ques.
- Favorecer la investigación internacional sobre la repercusión del cambio climático en los ecosis-
temas forestales, la posible adaptación de los ecosistemas forestales al cambio climático y la ate-
nuación de los efectos adversos del cambio climático por los ecosistemas forestales, tal como se
especifica en la Resolución nº 4 de la conferencia ministerial de Helsinki sobre la protección de
los bosques en Europa.
- Promover la aplicación de las líneas generales para la conservación de la biodiversidad de los
bosques europeos (Resolución H 2 de la conferencia de Helsinki) y de las recomendaciones del
grupo intergubernamental sobre bosques en relación con la conservación de la biodiversidad.

6) Energía y transporte

30.- Los sectores de la energía y el transporte tienen una incidencia global y regional en
la biodiversidad a través del cambio climático y la acidificación. Además, el desarrollo de la in-
fraestructura del transporte y la producción de energía pueden tener una repercusión de carácter
más local en la diversidad biológica.

a) Las emisiones de los combustibles fósiles han provocado a nivel mundial un aumento
de las concentraciones atmosféricas de los gases de efecto invernadero. Se prevé que estos cam-
bios repercutan en el clima a escala mundial y regional, lo que supondrá una presión adicional
para los sistemas ecológicos ya afectados por la contaminación, la creciente demanda de recursos
y unas prácticas de gestión no sostenibles. La composición y la distribución geográfica de los eco-
sistemas cambiarán con mayor rapidez que cuando estas modificaciones estaban determinadas por
procesos naturales. Posteriormente, la limitada capacidad de adaptación de algunas especies a es-
tos cambios prepararán el terreno para un incremento de las pérdidas de biodiversidad.

b) Los efectos regionales del uso de combustibles fósiles son la acidificación de los sue-
los y las aguas interiores (que también afecta al estado de la vegetación y los bosques) y la de-
gradación de los bosques. La acidificación de los lagos y los cursos de agua los inhabilitan para
la supervivencia de algunas especies. Además, la acidificación de los suelos provoca cambios en
su composición química y en su estructura, afectando a los ecosistemas a los que pertenecen.

c) También se pueden observar efectos locales debidos a la incidencia espacial del desa-
rrollo de infraestructuras de producción y distribución de energía no sólo de fuentes tradiciona-
les. Debe asimismo tenerse en cuenta cualquier efecto colateral potencial del uso de fuentes de
energía renovables (como centrales hidroeléctricas, el uso no sostenible de la biomasa o planta-
ciones energéticas a gran escala). En este sentido, se ha de prestar atención a los vínculos con la
política de gestión del agua debido a la creciente demanda de este recurso para la producción de
energía. La infraestructura de transporte, viaria y aeroportuaria, puede tener un efecto directo en
la ocupación espacial de los ecosistemas y la fragmentación de los hábitats, así como los efectos
indirectos -incluido el aislamiento genético- y perturbadores -incluida la presencia humana y cam-
bios de luz, el viento, la temperatura, la humedad y los nutrientes del suelo- en las especies sil-
vestres. Además, la transformación de los ríos en canales para permitir el transporte fluvial pue-
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de incrementar las presiones sobre los ecosistemas acuáticos y fluviales mediante la ocupación y
las perturbaciones espaciales, la transformación de los hábitats y la contaminación. La infraes-
tructura y el transporte marítimos también influyen en la contaminación de los mares.

31.- OBJETIVOS
- Aplicar estrategias de acidificación y cambio climático a fin de minimizar los efectos negativos
en la biodiversidad.
- Minimizar la incidencia sobre la biodiversidad del desarrollo de infraestructuras de fuentes de
energía tradicionales y renovables.
- Evaluar las opciones óptimas en materia de biodiversidad a la hora de decidir las fuentes de
energía que vayan a utilizarse para satisfacer la demanda a nivel regional.
- Minimizar el efecto sobre la biodiversidad de la infraestrctura de transporte optimizando la ca-
pacidad y la eficiencia de la infraestructura existente y, en el caso de nueva infraestructura, to-
mar plenamente en consideración la problemática ambiental.

7) Turismo

32.- El turismo está estrechamente ligado a la preservación de un medio ambiente sano,
que es a su vez un elemento esencial del desarrollo turístico y contribuye a la sensibilización pú-
blica sobre ciertos aspectos de biodiversidad. Las políticas turísticas se formulan a nivel nacional
y regional y pueden tener un importante efecto en la biodiversidad y la sostenibilidad. Por una
parte, el turismo ejerce una presión directa e indirecta (además de una amenaza) sobre la con-
servación de especies y hábitats y puede causar perturbaciones a la flora y la fauna silvestres e
incrementar la contaminación causada por el transporte. Por otra parte, en muchas zonas el tu-
rismo sostenible es una fuente adicional de ingresos y empleo a nivel local, incentivando así la
conservación de la naturaleza y la protección del medio ambiente.

33.- El desarrollo sostenible en las zonas turísticas ha de reconciliar los intereses de la in-
dustria turística, la satisfacción de los turistas y la conservación y el uso sostenible de la diversi-
dad biológica.

34.- Ante esta situación, es importante determinar en qué medida deben protegerse cier-
tas zonas sensibles de nuevas intervenciones humanas debidas al turismo, así como la capacidad
de carga turística de ciertos hábitats y ecosistemas. También es pertinente comprender las limita-
ciones de un sistema de transferencia de recursos basado en los ingresos adicionales que un re-
ducido número de turistas proporciona a las colectividades locales.

35.- Deben fomentarse las actividades turísticas que contribuyen directa o indirectamente
a la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica. Los sectores público y privado
tienen también mucho que ganar del intercambio de mejores prácticas en este ámbito. Se debe
alentar al sector privado a que aplique directrices y códigos de conducta con miras a un turismo
sostenible.

36.- Si bien las políticas de turismo son responsabilidad de los Estados miembros, debe
prestarse particular atención a la incidencia del turismo en zonas de posible inclusión en NATU-
RA 2000. El turismo guarda asimismo una estrecha relación con el desarrollo de políticas regio-
nales y de planificación espacial y algunos de estos aspectos podrían reflejarse en la elaboración
de planes de acción para diferentes sectores. A nivel mundial, la Declaración de Berlín sienta las
bases para la formulación de orientaciones globales con miras al desarrollo sostenible del turis-
mo en el marco del CDB.

37.- La Comunidad perseguirá, en particular, los siguientes objetivos:

- Fomentar la evaluación de la capacidad de carga de los diferentes ecosistemas y hábi-
tats en relación con el turismo.

- Favorecer el intercambio de información de mejores prácticas entre los intereses turísti-
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cos públicos y privados.
- Promover la elaboración de orientaciones internacionales hacia un turismo sostenible.

8) Cooperación al desarrollo y cooperación económica

38.- Los países en desarrollo y las economías en transición ofrecen un amplio espectro de
hábitats y ecosistemas, los más significativos de los cuales son los bosques, los pastizales y los
ecosistemas marinos y costeros. Diversos tipos de actividades humanas están dañando la biodi-
versidad en forma de pérdidas y degradación de hábitats, entre cuyas muchas causas subyacentes
cabe citar la pobreza. La biodiversidad de los pequeños Estados insulares en desarrollo constitu-
ye un problema particular debido a la superficie extremadamente reducida de algunos hábitats lo-
cales, a la gran incidencia del endemismo en las islas y a su elevada vulnerabilidad a los desas-
tres naturales y la destrucción del hábitat.

39.- El CDB reconoce en su artículo 20 el principio de responsabilidad común, pero di-
ferenciada, de las partes en el convenio y la función de la cooperación al desarrollo. Además, el
artículo 3 del CDB reconoce el derecho nacional soberano de explotar los recursos naturales con
arreglo a sus propias políticas ambientales. En este contexto, la cooperación al desarrollo de la
Comunidad es un instrumento importante para apoyar los esfuerzos de terceros países destinados
a la conservación y el desarrollo sostenible de la biodiversidad. En particular, los planes de ex-
pansión de la capacidad son importantes para permitir que los países terceros adquieran los co-
nocimientos necesarios para el desarrollo y el uso de las tecnologías, incluidas tecnologías autóc-
tonas y tradicionales, que permitan la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica.
Será igualmente importante analizar los medios de repatriación de la información taxonómica al-
bergada en colecciones de la Comunidad.

40.- Además, las actividades financiadas en el marco del programa PHARE han de pres-
tar atención a la preservación de las zonas de gran valor en términos de biodiversidad, estimu-
lando en particular la adopción del acervo comunitario en dichas zonas por parte de los países
candidatos.

41.- OBJETIVOS
- Integrar los objetivos de biodiversidad en las estrategias comunitarias de cooperación al desa-
rrollo y cooperación económica y del diálogo político con los países en desarrollo y las econo-
mías en transición. Los objetivos de biodiversidad deben incorporarse a los proyectos de desa-
rrollo de los diferentes sectores de la economía de los países beneficiarios, garantizando una mayor
coherencia entre la política comunitaria de cooperación al desarrollo y otras políticas comunita-
rias, tales como comercio internacional, agricultura y pesca.
- Apoyar el uso sostenible de los recursos naturales, especialmente en los bosques, los pastizales
y los ecosistemas marinos y costeros.
- Reforzar la capacidad de los organismos responsables de la conservación y el uso sostenible de
la diversidad biológica.
- Integrar en mayor medida las prácticas de evaluación del impacto ambiental en la cooperación
al desarrollo y la cooperación económica.
- Coordinar la aplicación de esta estrategia y los planes de acción de ella derivados con las es-
trategias de países terceros, garantizando la coherencia entre la ayuda comunitaria a terceros paí-
ses y los objetivos de las propias estrategias de biodiversidad de dichos países.
- Garantizar la complementariedad y la coordinación de la política y planteamientos de los pro-
gramas de ayuda de la Comunidad y de los Estados miembros, así como con otros donantes e
instituciones internacionales, en particular el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, con miras
a una aplicación coherente del CDB.
- Proporcionar suficiente financiación para las actividades de biodiversidad en los programas de
ayuda bilaterales, así como en los mecanismos internacionales (por ejemplo, el CDB).
- Fomentar planes para la integración de los objetivos de biodiversidad en las políticas agrarias
de los países candidatos a la adhesión.
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IV. DESARROLLO Y APLICACIÓN DE LOS PLANES DE ACCIÓN Y OTRAS MEDIDAS

1.- En el marco de la presente estrategia, se elaborarán planes de acción de carácter sec-
torial e intersectorial para garantizar la aplicación de los objetivos establecidos en las secciones II
y III.

2.- Se prevén planes de acción específicos para la conservación de los recursos naturales,
la agricultura, la pesca, las políticas regionales y la planificación espacial, la cooperación al de-
sarrollo y la cooperación económica. En el caso de los demás ámbitos de actividad se tomarán
directamente en consideración los objetivos formulados en la sección III con miras a su elabora-
ción y aplicación. En cuanto a la política regional y la planificación espacial, el plan de acción
específico deberá garantizar la incorporación directa de los objetivos perseguidos por la estrate-
gia de biodiversidad en las futuras directrices de programación, así como las iniciativas comuni-
tarias correspondientes, lo que no implicará la creación de nuevos instrumentos específicos. Las
propuestas de actuación en materia de silvicultura formarán parte de la propuesta relativa a una
estrategia silvícola comunitaria. Los sectores de la energía y el transporte no requieren la aplica-
ción de nuevos planes de acción específicos, ya que la elaboración y aplicación de las estrategias
comunitarias en materia de cambio climático y acidificación, que también se centran en los eco-
sistemas, junto con la aplicación de procedimientos adecuados de evaluación ambiental, deben
bastar para alcanzar los objetivos de biodiversidad en estos ámbitos de actividad. En el sector del
turismo, la aplicación de las evaluaciones ambientales y las iniciativas que han de tomarse en el
ámbito de la política regional y la planificación espacial deben contribuir a alcanzar los objetivos
de biodiversidad.

3.- Estos planes de acción han de ser instrumentos prácticos para lograr la integración de
la biodiversidad en los instrumentos y ámbitos sectoriales e intersectoriales pertinentes para la
conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica en la Comunidad. Teniendo en cuen-
ta el artículo 3 del CDB, los planes de acción también deben evitar que las políticas e instru-
mentos comunitarios causen daños al medio ambiente de terceros países o de zonas situadas fue-
ra de toda jurisdicción nacional y asistirán a los países terceros en sus esfuerzos por lograr la
conservación y el uso sostenible de la biodiversidad.

4.- Habida cuenta de los activos de biodiversidad que poseen algunos países asociados de
Europa central y oriental, se debe velar por que los planes de acción y otras medidas incluyan un
análisis específico de los temas de la ampliación.

5.- Los planes de acción y otras medidas perseguirán el respeto, la conservación y el man-
tenimiento de los conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades autóctonas y loca-
les que son expresión de modos de vida tradicionales conducentes a la conservación y el uso sos-
tenible de la diversidad biológica y fomentarán su aplicación generalizada con la aprobación y la
participación de los poseedores de tales conocimientos, innovaciones y prácticas.

6.- Para aplicar esta estrategia, los agentes competentes en los ámbitos anteriormente men-
cionados elaborarán los planes de acción y otras medidas en función de los objetivos específicos
que persigan y de los mecanismos y procedimientos específicos que les incumban. Los agentes de-
signados para elaborar o contribuir a la elaboración de los planes de acción y otras medidas son,
en primer lugar, los servicios de la Comisión responsables del ámbito político afectado, trabajan-
do en estrecha coordinación entre sí y con otras instituciones y organismos europeos (como la
Agencia Europea de Medio Ambiente, el Banco Europeo de Inversiones, etc.) y con las autorida-
des nacionales cuando la responsabilidad de la definición y aplicación de las medidas esté com-
partida. Los planes de acción adoptarán la forma de comunicaciones de la Comisión al Consejo
y al Parlamento e incluirán, cuando así proceda, propuestas de instrumentos jurídicos.

7.- Los planes de acción han de ser parte integrante de las agendas sectoriales y deben
hacer uso de los acuerdos y compromisos internacionales existentes. Los planes de acción y los
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instrumentos deben aplicar los objetivos indicados para los sectores de actividad considerados y
los objetivos inscritos en los diferentes temas de la presente estrategia. De esta forma, la biodi-
versidad se tendrá en cuenta, entre otros:

- En la actual revisión de los acuerdos para los fondos estructurales.
- En el proceso de reforma de la PAC anunciado en la Agenda 2000.
- En los nuevos mecanismos de ayuda al desarrollo que se decidirán en 1998, sobre to-

do el nuevo acuerdo marco entre la UE y los países ACP a partir del año 2000.

8.- Los planes de acción deben favorecer la colaboración y la asociación, así como un uso
más eficaz de los recursos disponibles. Los grupos de interés, como las asociaciones industriales
y las ONG, colaborarán en el desarrollo y la aplicación de los planes de acción.

9.- El desarrollo de los planes de acción requerirá generalmente una revisión de las polí-
ticas y los instrumentos existentes para determinar su incidencia sobre las especies y los ecosiste-
mas. Deben determinar en qué medida se han incorporado los objetivos enumerados en la pre-
sente estrategia y cualesquiera lagunas e iniciativas adicionales que resulten necesarias. También
deben fijar las prioridades de actuación. En el desarrollo y la aplicación de los planes de acción,
debe adaptarse un planteamiento de precaución en caso de que se disponga de conocimientos in-
completos. Se deben evaluar los aspectos socioeconómicos de la aplicación de las medidas inclui-
das en los planes de acción. A fin de fijar las prioridades y de justificar las opciones elegidas cuan-
do existan diferentes alternativas, los planes de acción deben incorporar la necesaria información
en materia de análisis coste/eficacia

10.- Por norma general, cada plan de acción debe establecer claramente las tareas, las me-
tas y los mecanismos para evaluar sus resultados y los progresos realizados en la aplicación de la
estrategia. La Comisión, en cooperación con los organismos competentes, determinará los indica-
dores que permitan proceder a una evaluación antes y después de la aplicación de los planes de
acción. Las especies y los ecosistemas que puedan verse afectados por los ámbitos de actividad
mencionados en la sección III, y para los que son necesarias medidas que garanticen su conser-
vación y uso sostenible, servirán de base para el establecimiento de los indicadores. También se
tomarán en consideración los indicadores económicos.

11.- Tras la adopción de los planes de acción, será responsabilidad de los agentes com-
petentes garantizar su aplicación. Los diferentes conjuntos de indicadores contribuirán al estable-
cimiento de los centros de control, destinados a supervisar el desarrollo, la aplicación y la revi-
sión de la estrategia y los planes de acción y a garantizar la coordinación y la coherencia de los
aspectos intersectoriales.

12.- La aplicación de la estrategia y la efectividad e idoneidad de los planes de acción se
evaluarán normalmente con una periodicidad trienal o de acuerdo con los ciclos de planificación
de cada política particular. Sobre esta base, la Comisión presentará un informe al Consejo y al
Parlamento.

13.- La elaboración de los planes de acción se completará en el curso de los dos próxi-
mos años, tras la adopción de la presente Comunicación de la Comisión.
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El Plan Estratégico se elaborará como un Plan de Acción Sectorial de la Estrategia Española pa-
ra la Conservación y el Uso Sostenible de la Diversidad Biológica.

Por un lado, este plan sectorial obedece a que el Convenio de Ramsar obliga a “procurar
que se establezcan políticas nacionales de humedales, bien de forma independiente o bien como
elementos claramente identificables de otras iniciativas nacionales de planificación de la conserva-
ción, por ejemplo, planes nacionales de acción sobre medio ambiente, estrategias nacionales de bio-
diversidad o estrategias nacionales de conservación” (Resolución de las Partes Contratantes).

El Comité de Humedales de la Comisión Nacional de Protección de la Naturaleza, -ór-
gano de coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas en el que también partici-
pa la Dirección General de Obras Hidráulicas- optó por la acción de integrarlo en la Estrategia
Española para la Conservación y el Uso Sostenible de la Diversidad Biológica, toda vez que los
humedales constituyen un tipo de ecosistemas, y la biodiversidad, tal y como aparece definida en
el artículo 2 del Convenio sobre la Diversidad Biológica, no es sino “la variabilidad de organis-
mos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y
otros ecosistemas acuáticos y los complejos hidrológicos de los que forman parte…”. El reciente
Libro Blanco del Agua también acoge este Plan Sectorial como parte integrante de la política del
agua en España.

Por otro lado, el artículo 9.3 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los
Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, condiciona la planificación hidrológica a la
conservación y uso racional de los humedales: “La planificación hidrológica deberá prever en ca-
da cuenca hidrográfica las necesidades y requisitos para la conservación y restauración de los es-
pacios naturales en ella existentes”.

Uno de los principales problemas que plantea su elaboración es el de su propio ámbito,
toda vez que existen dos definiciones de humedales totalmente distintas.

Por un lado, el Convenio de Ramsar, en su artículo 1, contempla una noción de hume-
dales que de hecho va más allá del concepto tradicional, para incluir todos los ecosistemas flu-
viales y muchos de los costeros, e incluso totalmente marinos (por ejemplo, barreras o islas de
coral de profundidad inferior a 6 metros).

Así, literalmente, el Convenio de Ramsar define los humedales como “las extensiones de
marismas, pantanos, turberas o superficies cubiertas de agua, sean éstas de régimen natural o ar-
tificial, permanente o temporal, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las
extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de 6 metros”.

Sin embargo, desde el punto de vista del Derecho interno, las zonas húmedas o humeda-
les abarcan conjuntos de ecosistemas que no incluyen los ríos ni pantanos y muy dudosamente
incluyen los lagos.

Así, los artículos 103 de la Ley 29/1985, de Aguas, y 275.2 del Real Decreto 849/1986,
que aprueba el Reglamento del dominio publico hidráulico, define como zonas húmedas “a) Las
marismas, turberas o aguas rasas, ya sean permanentes o temporales, estén integradas por aguas
remansadas o corrientes y ya se trate de aguas dulces, salobres o salinas, naturales o artificiales.
b) Las márgenes de dichas aguas y las tierras limítrofes en aquellos casos en que, previa la tra-
mitación del expediente administrativo oportuno, fuera así declarado por ser necesario para evi-
tar daños graves a la fauna y a la flora”.

Este mismo concepto, un poco más restringido, se encuentra, por interpretación sistemá-
tica, en la Ley de Costas, en algunas Leyes Autonómicas de Montes y en la totalidad de las Le-
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yes Autonómicas que tienen legislación específica sobre humedales. Destaca el caso de la Comu-
nidad de Madrid, cuya Ley contrapone, expresamente, los humedales a los embalses. 

Esta contradicción entre la legislación derivada del Convenio de Ramsar y la legislación
interna obliga, en primer lugar, a fijar cuál es el ámbito de aplicación del propio Plan Estratégi-
co, habiéndose consensuado, hasta el momento, en el seno del Comité de Humedales, anterior-
mente mencionado, que si bien el Plan debe tener por objeto principal fijar la estrategia de con-
servación y uso racional de los humedales en sentido tradicional o restringido, no debe ser ajena
a su ámbito la planificación estratégica de los humedales en el sentido amplio del Convenio de
Ramsar, si bien, en este último caso, debe quedar muy claro qué funciones de los ríos y embal-
ses caen dentro de este marco, a diferencia de las que deberían caer en el marco de la planifica-
ción hidrológica.

A su vez, resulta obvio que los humedales, en sentido tradicional, que estén conectados
físicamente con los ríos y/o acuíferos (aguas subterráneas) en superficie y/o en profundidad y que,
por tanto, forman parte de las cuencas hidrográficas, son susceptibles de planificación, tanto des-
de el punto de vista del Plan Estratégico de Humedales como desde el de la planificación hidro-
lógica. Aspecto éste que se trata mas adelante.

Respecto del primer extremo, es decir, el de cuáles sean los elementos de planificación y
gestión de todos los ecosistemas acuáticos que regula el Plan de Acción de Humedales, éste se li-
mitará a recoger aquellos aspectos que inciden especialmente sobre las funciones hidrológicas de
los ríos, embalses, zonas costeras y grandes lagos o lagunas. Así, el Convenio de Ramsar clara-
mente impone la protección de las especies de aves en cuanto estos ecosistemas acuáticos consti-
tuyen hábitats de nidificación/descanso de las mismas. Casi toda la legislación europea, estatal y
autonómica, utiliza el Convenio de Ramsar para, principalmente, establecer normativas que re-
gulan el uso y gestión de estos hábitats, desde el punto de vista de la protección de las aves.

En este sentido, además, el Plan de Acción fijará las líneas directrices en las que se en-
marcarán los sistemas de gestión de todos los ecosistemas fluviales, en especial los que hayan si-
do declarados ZEPA por la legislación europea (Directiva Aves) o que vayan a integrarse en la
Red Natura 2000 (Directiva Hábitats). Además, la pura aplicación interna del Convenio de Ram-
sar que se ha llevado a cabo por legislación autonómica adicional y que, en general, es supervi-
sada por el Comité de Humedales se viene aplicando sistemáticamente a los humedales en senti-
do amplio, es decir, a todos los ecosistemas acuáticos.

Respecto del segundo extremo, el de la interconexión de los humedales en sentido estric-
to con los ecosistemas fluviales más amplios de los que dependen, otros aspectos de especial inci-
dencia ecológica son los de los caudales y la coordinación con la planificación hidrológica, tanto
de las aguas superficiales como de las subterráneas, a los efectos de equilibrar y prevenir las inci-
dencias que la regulación de la cantidad y calidad de las aguas puede tener en los humedales, en
sentido estricto, que estén directamente conectados a los sistemas fluviales.

Otro sería el de la incidencia temporal de la planificación hidrológica que puede generar
la creación o desaparición de humedales en sentido restringido (por ejemplo, colmatación de pan-
tanos que pierden sus funciones originarias pero que, simultáneamente, potencian su función de
hábitat para aves o de reservorio de biodiversidad).

Un tercer aspecto sería el de la integración de la planificación hidrológica con la de los
humedales en sentido estricto, cuando predominara en la planificación hidrológica una función o
uso del agua muy similar al de esos humedales (por ejemplo, sistemas fluviales planificados en su
casi totalidad con la finalidad de prevenir inundaciones).

Finalmente, no es impensable que el Plan de Acción se plantee también, en este caso, de
manera mucho más coordinada con la planificación hidrológica, la potenciación y el manteni-
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miento de ríos en su estado natural, por sus características escénicas o porque en su conjunto
constituyan un hábitat de singular importancia, sin olvidar la aplicación de la Directiva
78/659/CEE, relativa a la calidad de las aguas para la vida de los peces. Así, por ejemplo, en
Francia se está pensando en considerar la totalidad del Valle del Loira como una zona Ramsar,
planificando las funciones del agua de forma directamente conectada con los usos del Valle co-
mo reservorio de biodiversidad, lugar turístico, etc.

El Comité de Humedales no ha acabado de delimitar las líneas básicas de gestión de los
ecosistemas fluviales; es decir, no ha determinado qué funciones o usos ecológicos del agua en-
trarían dentro del plan estratégico. No existe, pues, una postura definitiva acerca de qué parte de
la planificación de los ecosistemas fluviales, en sentido amplio, deberían formar parte del plan,
para diferenciar qué elementos de este plan serían aplicables a los ecosistemas fluviales y cuáles
serían aplicables a los humedales en sentido estricto.

Respecto de estos últimos, el borrador del Plan de Acción de Humedales se basa en el
cumplimiento de nueve objetivos:

- Incrementar el conocimiento de los humedales a todos los niveles. Tiene absoluta prio-
ridad la realización del inventario de humedales a partir de las variables utilizadas por la Direc-
ción General de Obras Hidráulicas, y también de las variables que para los humedales recogen la
Estrategia Nacional de Biodiversidad y la Ley 4/1989, de Conservación de los Espacios Natura-
les y de la Flora y Fauna Silvestres.

Este inventario, que será digitalizada, permitirá poner en conocimiento de todos los pla-
nificadores (Estado, CC.AA. y Corporaciones Locales) la situación exacta de los humedales así
como la de los factores de influencia sobre los mismos.

También permitirá al gestor del humedal, como espacio protegido, tener conocimiento de
los datos del propio humedal, tales como la propiedad, fauna, flora, ciclos hidrológicos y varia-
bles fisico-químicas de la masa de agua y del terreno.

- Concienciar a toda la sociedad sobre los valores y funciones de los humedales. El Plan
Estratégico incidirá aquí tanto sobre la reformulación de los planes de estudios de bachillerato y
carreras que más relación guardan con estos espacios físicos (ingenierías, arquitectura, economía)
como sobre la sensibilización de la sociedad en general, de manera que todas las personas, cuyas
conductas son susceptibles de afectar a un humedal, comprendan los costes socioeconómicos y
ambientales que supone su desaparición o degradación.

- Conceder protección legal a todos los humedales, revisando tanto la legislación especí-
ficamente dirigida a su protección como la legislación que sirva de código de conducta a los agen-
tes que más pueden afectarles (por ejemplo, modificación de la Ley del Suelo para declarar los
humedales, en principio, como suelo no urbanizable; modificación de las leyes que fijan la cali-
dad y condiciones de realización de las obras publicas y edificaciones en general; modificación de
la legislación que regula los procesos de concentración parcelaria, etc.).

- Garantizar que todos los humedales son gestionados de forma efectiva e integrada y, en
particular, aquellos que resulten legalmente protegidos por ser de especial interés ecológico. Este
objetivo se alcanzaría mediante la aplicación de la interdisciplinariedad en la gestión, de tal for-
ma que no se limitara la misma a la gestión del espacio como una isla desvinculada del exterior
y que sólo albergue funciones ligadas con el mantenimiento de la biodiversidad.

- Reforzar la capacidad de las instituciones, organizaciones y entidades, con el fin de con-
seguir la conservación y uso racional de los humedales. Las actuaciones influirían en la forma-
ción de técnicos y expertos a todos los niveles, asegurando que la tecnología básica, que todo ges-
tor de humedal debe conocer, esté plenamente a su disposición (sistemas de información geográfica,
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modelos de control de los ciclos del agua, gestión de especies de flora y fauna típica de hume-
dales, control de los principales parámetros de la calidad de las aguas que pueden afectar su de-
gradación, capacidad de carga del número de visitantes, límites de nutrientes que el humedal pue-
de limpiar).

Dado que existe una cierta tendencia a que las ONG constituyan microrreservas gestio-
nadas por ellas mismas en algunos humedales no muy extensos, también incluiría la capacitación
de sus técnicos.

- Reforzar la cooperación entre instituciones, organismos y entidades, tanto gubernamen-
tales como no gubernamentales, incluyendo las entidades locales y el sector privado. El Plan tra-
taría de asegurar que los valores de los humedales son plenamente conocidos por las autoridades
que planifican otras infraestructuras o que realizan obras o proyectos que pueden afectar al hu-
medal, de modo que éstas entren en contacto en las fases iniciales de elaboración de los proyec-
tos con las autoridades encargadas de proteger y gestionar humedales. También pretenderá inte-
grar los humedales privados más reducidos con los ligados a acuíferos/sistemas fluviales, a efectos
de conocer y preservar sus interacciones a nivel de red sobre la totalidad del territorio (parecido
a la técnica de la red de microreservas valencianas).

- Movilizar la asistencia financiera dedicada a la conservación y uso racional de los hu-
medales, siempre que las actuaciones concuerden, en cuanto a sus objetivos, con los diseñados en
el propio Plan Estratégico. La financiación no residiría exclusivamente en el sector público, sino
más bien en señalar los elementos de valor añadido que supone el diseño correcto de la gestión
del humedal para las economías locales (por ejemplo, a efectos turísticos o a efectos de posible
uso biotecnológico).

- Garantizar el cumplimiento efectivo de los compromisos internacionales del Estado con
relación a los Convenios, Directivas y la política europea e internacional, relacionada con los hu-
medales, y fomentar la colaboración internacional.

España se acaba de incorporar al proceso MedCom, sistema regional de Ramsar para el
mundo mediterráneo. La Estrategia Española prevé crear en Valencia un Centro que, conjunta-
mente con el de La Camarga (Francia) y el Centro de Biotopos en Grecia, desarrolle, como cen-
tro de excelencia, políticas y técnicas de gestión de los humedales mediterráneos.

El nicho que cubriría España con este Centro está relacionado con el diseño de humeda-
les para visitantes (turismo y puesta en valor del humedal en operaciones de urbanización públi-
cas o privadas), el desarrollo de biotecnología en humedales muy salinos, tecnología de opera-
ciones de ingeniería de restauración y creación artificial de humedales, y creación de marcos
jurídicos y administrativos de gestión de humedales.

En un ámbito geográfico más amplio, España participará muy activamente en la Confe-
rencia Internacional del Convenio de Ramsar que se celebrará en mayo de 1999, en Costa Rica. Es
la primera vez que las partes contratantes se reunirán en Iberoamérica, continente que sólo muy re-
cientemente empezó a tener políticas públicas de gestión de humedales. El Bureau Ramsar preten-
de que España (la Secretaría de Estado de Aguas y la Secretaría General de Medio Ambiente, Di-
rección General de Conservación de la Naturaleza) haga la ponencia marco sobre coordinación de
la planificación hidrológica con la planificación de humedales. España utilizará este foro para ex-
poner su tecnología de gestión de humedales (incluida la restauración) en todos los sentidos.

Es posible que España ofrezca la candidatura para la celebración de la siguiente reunión
de las partes contratantes a celebrar en el año 2002, si la Secretaría de Estado de Aguas lo esti-
ma oportuno.

- Defender y conseguir la adhesión al Plan Estratégico del máximo número posible de Or-
ganismos e Instituciones, tanto públicas como privadas, del entorno.
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El proceso participativo de elaboración del presente documento ha puesto de relieve un consenso
básico acerca del hecho de que la aplicación de la presente Estrategia no necesita un paquete fi-
nanciero ad hoc o especial, particularmente del dinero de los presupuestos públicos, para alcan-
zar los objetivos y poner en práctica las medidas que en la misma se recogen.

El principio básico económico de todos los sectores llamados a implementarla es el de la
necesidad de reorientar todos los presupuestos, públicos o privados, hacia la consecución de los
fines y objetivos de la Estrategia.

Dicha reorientación presupuestaria debería llevarse a cabo ya, incluso en los presupues-
tos del año 1999. De hecho, el Estado debería ser el primero en reorientarlos, de tal manera que
sus actividades, relacionadas con la conservación y uso sostenible de la biodiversidad, se consti-
tuyeran en programas presupuestarios específicos que reemplazaran a los que vienen llevándose a
cabo hasta ahora, que no gozan de una planificación o programación global.

Este compromiso, en el cual tanto la Subdirección General de Conservación de la Biodi-
versidad como la de Política Forestal deben ser las principales protagonistas, ha empezado a for-
malizarse, de hecho, en los trabajos de elaboración de los presupuestos para el año 1999.

Si bien es pensable, lógicamente, que las Comunidades Autónomas sólo procederán a esa
reorientación a partir del momento en que comiencen a aplicar sus respectivas Estrategias de Bio-
diversidad, la reorientación de sus presupuestos hacia los fines que la presente Estrategia preten-
de implantar y que van a constituir parte del marco en el cual tengan que moverse las Estrate-
gias autonómicas parece que, al menos en parte, es ineludible.

Lo mismo cabría decir de las corporaciones locales y del resto de las instituciones guber-
namentales y de la sociedad civil llamadas a implementarlas, en especial, la Dirección General de
Investigación y Desarrollo, de la Secretaria de Estado de Universidades, Investigación y Desarro-
llo, principal promotor del saber, tanto básico como aplicado, que puede ponerse al servicio de
la conservación y uso sostenible de la diversidad biológica.

Ciertamente, en el documento rezuma la idea de que el sector privado empresarial se su-
ma al esfuerzo que supone la conservación de la diversidad biológica. En teoría, esta es una de
los componentes, por no decir el principal, que los sistemas de gestión y de auditoría ambiental
deben tener en cuenta a la hora de enseñar las políticas ambientales de las empresas que preten-
den la certificación ambiental.

El hecho de que, nominalmente, esté el parámetro regulado por las normas de estandari-
zación (por ejemplo EMAS e ISO 14.000) no implica, necesariamente, que los auditores y certi-
ficadores le atribuyan la seriedad suficiente. La Estrategia debe convertirse, para estos sectores, en
un claro incentivo, para que los protagonistas de estos procesos empresariales pasen de los pura
nómina a crear esquemas efectivos y operativos de conservación de la diversidad biológica en el
quehacer cotidiano de todas las empresas.

Esta reorientación de los presupuestos y actividades, que constituye el principio básico en
que se asienta la garantía económica de la aplicación de la Estrategia, sin embargo, no debe ir
sola. El anejo XIII pone de relieve cómo el Reglamento de Desarrollo Rural que constituye uno
de los pilares de la Agenda 2000 de la Unión Europea debe orientarse, en gran medida, hacia la
financiación de políticas públicas y actividades privadas del mundo rural que mejor coadyuven a
la conservación y usos sostenibles de la diversidad biológica.

En principio, no es pensable que las actividades financiables por dicho Reglamento pue-
dan tener por beneficiarios a los sujetos que, en la actualidad, se benefician de los fondos de la
política agrícola común, salvo que a su actividad incorporen el parámetro de conservación de la
biodiversidad y, por supuesto, otros parámetros que reformen la estructura agrícola, con la fina-
lidad de evitar la dependencia constante de la política de sostenimiento de precios.
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Por consiguiente, el Reglamento de Desarrollo Rural debería constituirse en una de las
piezas básicas de financiación de las medidas que se prevean para el sector agrícola, el forestal y,
en general, otras actividades económicas que generen un nuevo tipo de rentas en el mundo rural.

Por supuesto, la presente Estrategia debe constituir también un compromiso mínimo, no
ya de mantenimiento de los fondos que actualmente se destinan a la conservación y uso sosteni-
ble de la diversidad biológica -por parte no sólo del Ministerio de Medio Ambiente, sino también
de los otros Ministerios y Organismos Públicos del Estado que poco a poco van adaptando su
actuación a los requisitos inevitables que exige la conservación- sino de cara a su incremento.

Por consiguiente, el Estado deberá garantizar el mantenimiento de esos recursos presu-
puestarios, y aumentarlos en la medida de las necesidades y según vayan creciendo el conjunto
de los presupuestos públicos, dentro del marco de mantenimiento o, incluso, disminución del dé-
ficit público que se exija en el ámbito europeo.

De igual manera, es razonable y exigible a las Comunidades Autónomas y al resto de las
Administraciones Públicas Territoriales este mismo esfuerzo a la hora de plantearse el sustrato eco-
nómico que debe servir de base a la aplicación de las estrategias autonómicas y actuaciones lo-
cales de conservación de la biodiversidad.
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ADN Acido desoxirribonucleico
BIOTRADE Iniciativa de la UNCTAD para la articulación de los intercambios de recursos

derivados de la biodiversidad.
CCAA Comunidades Autónomas
CDB Convenio sobre la Diversidad Biológica
CEE Comunidad Económica Europea
CITES Convención sobre el comercio internacional de especies amenazadas de fauna y

flora silvestres
CODA Coordinadora de Organizaciones de Defensa Ambiental 
CSIC Consejo Superior de Investigaciones Científicas
EIONET Red Europea de Información y Observación sobre el Medio Ambiente (en inglés)
EMAS Sistema de ecogestión y auditoría ambiental (en inglés)
FAO Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación

(en inglés)
FEOGA Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola 
GILGES Lista de Lugares de Interés Geológico
IRPF Impuesto de la Renta de las Personas Físicas
ISO Organización Internacional de Estándares
LIC Lugares de Interés Comunitario
MaB Programa del Hombre y la Biosfera (en inglés)
MAPA Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
OCDE Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico
ONG Organización No Gubernamental
OSPAR Convenio para la Protección del Atlántico Norte
PAC Política Agraria Común 
PCR Reacción en Cadena de la Polimerasa (en inglés)
PNUMA Programa de Naciones para el Medio Ambiente
SEHUMED Sede para el estudio de los Humedales Mediterráneos 
UE Unión Europea 
UICN Unión Mundial para la Naturaleza 
UNCTAD Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Comercio y Desarrollo 
UNESCO Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y

la Cultura (en inglés)
UNICEF Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (en inglés)
ZEC Zonas Especiales de Conservación 
ZEPA Zonas de Especial Protección para las Aves
ZEPIM Zonas Especialmente protegidas por su Importancia en el Mediterráneo
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